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	ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“Año del Centenario de la Promulgación de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”


	



Dictámenes correspondientes a la Trigésima Segunda del Primer Período Ordinario de Sesiones, del Tercer Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.
28 de junio del año 2017.

Lectura de Dictámenes de Reforma Constitucional: 

A.- Dictamen presentado por la Comisión Encargada de Atender los Procesos Legislativos en Materia de Combate a la Corrupción de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a las iniciativas siguientes: Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, Rubén Ignacio Moreira Valdez; iniciativa con proyecto de Decreto para  modificar diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como la modificación y en su caso, derogación de varios artículos de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales para el Estado de Coahuila de Zaragoza, y la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza de esta entidad, planteada por el Diputado Jesús de León Tello; iniciativa con proyecto de Decreto para modificar diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Lariza Montiel Luis; iniciativa con proyecto de Decreto por el que se modifican diversas disposiciones a la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como a la Ley Orgánica del Congreso Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Diputado Sergio Garza Castillo y el Diputado Leonel Contreras Pámanes; iniciativa con proyecto de Decreto para modificar el contenido del Artículo 74-D de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Diputado Jesús de León Tello; iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforma el artículo 19 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Diputado Leonel Contreras Pámanes, conjuntamente con la Diputada Luisa Ivone Gallegos Martínez y el Diputado Sergio Garza Castillo; dos iniciativas populares con proyecto de Decreto que reforma diversos artículos de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el C. Juan Carlos Guerra López Negrete; iniciativa popular con proyecto de Decreto que modifica el Artículo 165 de la Constitución Política del Estado de Coahuila, planteada por los C.C. Humberto Moreira Valdés, Ana María Rodarte Carrillo, José Luis Oyarzabal Garza y Héctor Emanuel Arenas Estrada; propuestas presentadas por Alianza Anticorrupción Coahuila; y una propuesta presentada por el C. Ing. Miguel Ángel Riquelme Solís, en materia anticorrupción y eliminación del fuero constitucional de servidores públicos.

Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de Dictámenes en cartera:

A.- Dictamen presentado por la Comisión de Hacienda, con relación a la Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de San Pedro, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita una reforma al Artículo 97, correspondiente al Capítulo Cuarto de Ingresos Extraordinarios de la Ley de Ingresos del Municipio de San Pedro, Coahuila de Zaragoza, contenida en el Decreto número 661, de fecha 27 de diciembre de 2016.
B.- Dictamen presentado por la Comisión de Hacienda, con relación a la Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de San Pedro, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita una reforma al Artículo 1, Apartado 7 de Ingresos por Ventas de Bienes y Servicios del Presupuesto de Ingresos de 2017, de la Ley de Ingresos del Municipio de San Pedro, Coahuila de Zaragoza, contenida en el Decreto número 661, de fecha 27 de diciembre de 2016.
C.- Dictamen presentado por la Comisión de Atención a Grupos en Situación de Vulnerabilidad, con relación a una Iniciativa de Decreto por la que se reforma el Artículo 8 de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Martha Garay Cadena, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional.

D.- Dictamen presentado por la Comisión de Atención a Grupos en Situación de Vulnerabilidad, con relación a una Iniciativa de Decreto por el que se reforma la fracción XII del Artículo 47 de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Martha Carolina Morales Iribarren, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional.

E.- Dictamen presentado por la Comisión de Ciencia y Tecnología, con relación a una  Iniciativa de Decreto por  la cual se crea la Ley de Ciencia, Desarrollo Tecnológico e Innovación para el Estado de Coahuila de Zaragoza; propuesta por la Comisión de Ciencia y Tecnología, con apoyo en su elaboración de parte del COECYT del Estado de Coahuila Zaragoza, en base a los foros que se realizaron para tal efecto.

DICTAMEN de la Comisión Encargada de Atender los Procesos Legislativos en Materia de Combate a la Corrupción de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a las iniciativas siguientes: Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, Rubén Ignacio Moreira Valdez; iniciativa con proyecto de Decreto para  modificar diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como la modificación y en su caso, derogación de variados artículos de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales para el Estado de Coahuila de Zaragoza, y la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza de esta entidad, en materia de eliminación “derogación” de la figura del fuero constitucional, planteada por el Diputado Jesús de León Tello, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional “Alonso Lujambio Irazábal; iniciativa con proyecto de Decreto para modificar diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Lariza Montiel Luis, conjuntamente con las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional “Alonso Lujambio Irazábal”; iniciativa con proyecto de Decreto por el que modifican diversas disposiciones a la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como a la Ley Orgánica del Congreso Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Diputado Sergio Garza Castillo, de la Fracción Parlamentaria “Hilda Graciela Rivera de Pérez Arreola” del Partido Unidad Democrática de Coahuila y el Diputado Leonel Contreras Pámanes, de la Fracción Parlamentaria “Manuel Muñoz Olivares”, del Partido Primero Coahuila; iniciativa con proyecto de Decreto para  modificar el contenido del Artículo 74-D de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Diputado Jesús de León Tello, conjuntamente con las diputadas y diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional “Alonso Lujambio Irazábal”; iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforma el artículo 19 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Diputado Leonel Contreras Pámanes, de la Fracción Parlamentaria “Manuel Muñoz Olivares”, del Partido Primero Coahuila, conjuntamente con la Diputada Luisa Ivone Gallegos Martínez, de la Fracción Parlamentaria “Dorotea de la Fuente Flores” del Partido Nueva Alianza; y el Diputado Sergio Garza Castillo, de la Fracción Parlamentaria “Hilda Graciela Rivera de Pérez Arreola” del partido Unidad Democrática de Coahuila; iniciativa popular con proyecto de Decreto que reforma las fracciones XVIII y XXII del Artículo 67, fracción V del Artículo 76, Artículo 161; así como la adición de la fracción XXIII, XLVIII, XLVIII bis y LI recorriendo las existentes en el artículo 67, un segundo párrafo al Artículo 159, así como la adición a la fracción III del Artículo 160 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el C. Juan Carlos Guerra López Negrete; iniciativa popular con proyecto de Decreto que reforma la fracción II del Artículo 18 y la fracción I del Artículo 19 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como se reforma la fracción III del Artículo 4 y se recorren las originales y se adicionan un capítulo referente a la revocación de mandato para quedar como el Capítulo Tercero del Título Quinto de la Ley de Participación Ciudadana para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el C. Juan Carlos Guerra López Negrete; iniciativa con proyecto de Decreto que modifica el Artículo 165 de la Constitución Política del Estado de Coahuila y elimina el fuero, para proceder penalmente contra el Gobernador del Estado; los diputados del Congreso del Estado; el Auditor Superior del Estado; los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal Electoral, del Tribunal de lo Contencioso – Administrativo; del Tribunal de Conciliación y Arbitraje; de los Tribunales Distritales, los Jueces de Primera Instancia; los Secretarios del Ramo; el Procurador General de Justicia del Estado y los Subprocuradores; los Presidentes, Regidores y Síndicos de los Ayuntamientos; los integrantes de los Consejos Municipales; y así como los titulares e integrantes de los Consejos o Asambleas Generales de los Organismos Públicos Autónomos, cualquiera que sea su denominación, por la comisión de delitos durante el tiempo de su encargo, no existirá la necesidad de que el Congreso del Estado declare mediante resolución de las dos terceras partes del total de sus miembros si ha o no lugar a proceder contra el inculpado, planteada por los C.C. Humberto Moreira Valdés, Ana María Rodarte Carrillo, José Luis Oyarzabal Garza y Héctor Emanuel Arenas Estrada; propuestas presentadas por Alianza Anticorrupción Coahuila; y una propuesta presentada por el C. Ing. Miguel Ángel Riquelme Solís, en la que se solicita eliminar el fuero, y, 

R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Que en Sesiones celebradas por el Pleno del Congreso los días 13 del mes de junio del año 2017 y 05 de abril de 2017, así como por acuerdo de la presidencia de la mesa directiva de fecha 26 de junio de 2017, se acordó turnar a esta Comisión encargada de atender los Procesos Legislativos en Materia de Combate a la Corrupción, los asuntos a que se hace referencia en el encabezado del presente dictamen. 

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dichos acuerdos, se turnaron a esta Comisión Encargada de Atender los Procesos Legislativos en Materia de Combate a la Corrupción, las siguientes iniciativas: Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, Rubén Ignacio Moreira Valdez; iniciativa con proyecto de Decreto para  modificar diversas disposiciones de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como la modificación y en su caso, derogación de variados artículos de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales para el Estado de Coahuila de Zaragoza, y la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza de esta entidad, en materia de eliminación “derogación” de la figura del fuero constitucional, planteada por el Diputado Jesús de León Tello, conjuntamente con las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional “Alonso Lujambio Irazábal; propuestas presentadas por Alianza Anticorrupción Coahuila; y una propuesta presentada por el C. Ing. Miguel Ángel Riquelme Solís, en la que se solicita eliminar el fuero; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 82, 84, 116, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que las iniciativas antes mencionadas, se basan entre otras en las consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

La rendición de cuentas y el combate a la corrupción son dos de los imperativos éticos que forman parte de cualquier sistema democrático ya que estos aspectos más allá de ser una declaración axiológica sobre la democracia, inciden directamente en la competitividad de un Estado.

Dentro de un régimen democrático, el servicio público tiene una especial responsabilidad al llevar la administración de las contribuciones ciudadanas para tomar las decisiones colectivas; en este contexto, el actuar de los servidores públicos se vuelve especialmente relevante, pues un acto de corrupción no tiene solamente implicaciones éticas, sino que produce daños relevantes al desempeño estatal.

En este orden de ideas es que el 27 de mayo del 2015, se publicó en el Diario Oficial de la Federación, el Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de combate a la corrupción. Esta reforma, sin precedentes en nuestro país, instituye el Sistema Nacional Anticorrupción, como conjunto articulado de instancias administrativas y jurisdiccionales, con la participación de la sociedad civil, que tiene como propósito la identificación, prevención, supervisión, investigación y sanción de hechos, no sólo del servidor público o particular que realice hechos conocidos o identificados como de corrupción en contra de la administración pública, sino también en aquellos casos en que su función, cargo o comisión se realicen en contra de los principios éticos de la administración pública.

Asimismo, el 18 de julio de 2016 se publicaron el Diario Oficial de la federación la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción que tiene por objeto establecer las bases de coordinación entre la Federación, las entidades federativas, los municipios y las alcaldías de la Ciudad de México, para el funcionamiento del Sistema Nacional y la Ley General de Responsabilidades Administrativas.

Dicha reforma constitucional y la expedición de las Leyes generales señaladas, responden a las necesidades de los mexicanos de contar con una administración pública que funcione bajo los más altos estándares de ética.

Es así como el artículo 116 constitucional en conjunto con el 109, diseñan un sistema de control de la corrupción, tanto a nivel interno como externo de los entes públicos, que permite, en un primer momento, mantenerlos sujetos a una vigilancia constante, con el fin de disuadir a los servidores públicos que los integran de cometer actos de corrupción, y en un siguiente plano, sancionarlos.

Ahora bien, de lo expuesto con anterioridad, se hace evidente la necesidad de presentar esta iniciativa de reforma a la Constitución Política de nuestra entidad, toda vez que de la reforma general antes descrita se derivan una serie de obligaciones para las entidades federativas, que deben ser cumplidas en aras de alcanzar un verdadero estado democrático y social de derecho, en el que el combate a la corrupción cuente con las herramientas constitucionales, legales e institucionales necesarias para poder cumplir con su tarea, y consolidar así, no sólo un estado más democrático y transparente, sino uno con mayor productividad.

En este orden de ideas es que la presente iniciativa armoniza la Constitución Coahuilense con la reforma realizada a la Constitución General en materia de combate a la corrupción, con lo cual se crea el Sistema Estatal Anticorrupción; se proponen importantes cambios en los rubros de control interno y externo de la Administración Pública, a través del diseño de nuevas funciones y facultades de instituciones ya existentes como la Auditoría Superior del Estado y los órganos internos de control; se crea el Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza; se contempla la posibilidad de sancionar a particulares vinculados a hechos de corrupción; y se crea la Fiscalía Especializada en Delitos por Hechos de Corrupción de la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza.

· Sistema Estatal Anticorrupción 

Se crea el Sistema Estatal Anticorrupción como la instancia de coordinación entre las autoridades estatales y municipales competentes en la prevención, detección y sanción de responsabilidades administrativas y hechos de corrupción, así como en la fiscalización y control de recursos públicos. 

El Sistema contará con un Comité Coordinador que estará integrado por los titulares de la Auditoría Superior del Estado; de la Fiscalía Especializada en Delitos por Hechos de Corrupción; de la Secretaría responsable del Control Interno del Ejecutivo Estatal; por el Presidente del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza; el Presidente del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información; así como por un representante del Consejo de la Judicatura y otro del Consejo de Participación Ciudadana.

El referido Consejo de Participación Ciudadana del Sistema deberá integrarse por cinco ciudadanos que se hayan destacado por su contribución a la transparencia, la rendición de cuentas o el combate a la corrupción y serán designados en los términos que establezca la ley en la materia.

· Fiscalización Superior en el Estado.

Antes de analizar el alcance de la presente iniciativa en cuanto a la función de fiscalización superior, es importante destacar que el 20 de abril del 2016, este órgano legislativo aprobó una iniciativa de decreto mediante el cual se reformaron diversas disposiciones de la Constitución Política y de la Ley de Rendición de Cuentas y Fiscalización Superior del Estado de Coahuila de Zaragoza, en materia de fiscalización y rendición de cuentas, mediante la cual se suprimieron los principios de anualidad y posterioridad dentro de la función de fiscalización superior ejercida por la Auditoría Superior del Estado, a fin de ampliar su marco de actuación, permitiéndole iniciar el proceso de fiscalización durante el ejercicio fiscal en curso, es decir, permitiéndose la realización de auditorías en tiempo real, fomentando una revisión más completa y eficaz, la prevención de posibles actos de corrupción y la detección de áreas de debilidad en la gestión de las finanzas.

Una vez dicho lo anterior, debemos precisar que con la presente reforma se propone modificar de manera sustancial las facultades de la Auditoría Superior del Estado. Así se agrega como objeto de vigilancia por parte de la Auditoría Superior del Estado, el cumplimiento de los planes y programas estatales y municipales, a efecto de que la entidad fiscalizadora pueda revisar la gestión de los órganos en cuanto al cumplimiento de sus funciones, y pueda formular las observaciones y recomendaciones necesarias para darles mejor seguimiento y cumplimiento.

Junto con lo anterior, se pretende incluir en el texto constitucional local, la facultad de la Auditoría Superior para revisar, en coordinación con la autoridad fiscalizadora a nivel federal, las participaciones federales que sean asignadas al estado y a los municipios.

Asimismo, se otorga a la Auditoría Superior del Estado legitimación para acudir ante el Tribunal de Justicia Administrativa de la entidad, a promover las probables responsabilidades derivadas del resultado de sus investigaciones, para que este último órgano, finque las responsabilidades graves correspondientes y por ende, imponga las sanciones conducentes conforme a lo dispuesto por la legislación secundaria; como consecuencia de lo anterior, se elimina la facultad de tipo sancionadora para la Auditoría Superior con lo que se pretende garantizar la imparcialidad del órgano que finca las responsabilidades, con lo cual se respetan derechos procesales fundamentales.

Se prevé de manera expresa que los informes de auditoría de la Auditoría Superior del Estado son de carácter público, por otra parte, se establece que las cuentas públicas serán entregadas al Congreso a más tardar el treinta de abril del año siguiente al ejercicio correspondiente. 
Además, el Congreso del Estado evaluará el desempeño de la Auditoría Superior del Estado y al efecto le podrá requerir que le informe sobre la evolución de sus trabajos de fiscalización.
· Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza.

La presente iniciativa instituye un Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza, dotado de patrimonio, personalidad jurídica, y plena autonomía para dictar sus fallos, y establecer su organización, su funcionamiento y resolver los recursos para impugnar sus resoluciones.

Se establece, al tenor del artículo 116 de la Constitución Federal como un Tribunal que tiene doble jurisdicción: por un lado, conocerá de asuntos en materia contenciosa administrativa; y por el otro de asuntos relacionados con responsabilidad grave de servidores públicos y de los particulares que participen en actos vinculados con dichas responsabilidades, así como fincar el pago de las indemnizaciones y sanciones pecuniarias derivadas de los daños y perjuicios a la hacienda pública del estado o los municipios.

El Tribunal se integrará al menos por 5 magistrados, de los cuales uno será presidente, quienes serán designados por el Gobernador y aprobados por el Congreso del Estado, en la reforma se establecen asimismo los requisitos para ser Magistrado del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza.

· Responsabilidades de los Servidores Públicos en el Estado.

Otro aspecto de relevancia de esta iniciativa es el relativo al sistema de responsabilidades de que pueden ser objeto los servidores públicos. 

Actualmente, las responsabilidades de los servidores públicos se encuentran previstas en el título séptimo de la Constitución Política de nuestro estado. El texto que se presenta, propone realizar cambios sustanciales a este sistema, modificando inclusive el nombre del referido título con la finalidad de adecuarlo, a las reformas constitucionales a que se ha venido haciendo alusión en esta exposición de motivos, y como consecuencia, contribuir a la integración de un Sistema Anticorrupción verdaderamente funcional, en el que se prevean todos los sujetos que intervengan en este tipo de actos, y no dar lugar a la impunidad de los mismos.

Así, cambia la denominación del título séptimo de la Constitución Local a fin de incluir las responsabilidades de los servidores públicos estatales y municipales y particulares vinculados con faltas administrativas graves o hechos de corrupción, incluyéndose la responsabilidad patrimonial del estado. Esto, más allá del simple cambio de denominación del apartado relativo, trae consigo la introducción de un cambio verdaderamente sustancial en el orden jurídico coahuilense: la inclusión de los particulares como sujetos de responsabilidad administrativa, desde el texto constitucional.

Para alcanzar la finalidad de construir un sistema normativo fuerte capaz de poner fin a los actos de corrupción, previniéndolos y sancionándolos, es indispensable considerar a la totalidad de sujetos que participan en actos vinculados con el fenómeno de la corrupción. Asumir que sólo los servidores públicos participan de la corrupción es negar e ignorar la mitad del fenómeno, de tal suerte que su combate estaría siempre incompleto.

En atención a lo anterior, y con el firme compromiso de combatir este problema en todas sus manifestaciones, se reforma la Constitución del Estado en la cual se prevé a los servidores públicos sujetos de responsabilidad, y se incluye la obligación de éstos de presentar, bajo protesta de decir verdad, su declaración patrimonial, fiscal y de intereses ante las autoridades competentes; y también a los particulares como sujetos de las responsabilidades previstas en dicho título, cuando intervengan en hechos vinculados con faltas administrativas graves o hechos de corrupción, mismos que serán definidos por la legislación secundaria.

De igual forma, se reforma lo referente a las sanciones administrativas derivadas de las responsabilidades de servidores públicos o de particulares, la responsabilidad administrativa, de acuerdo con el texto constitucional, consiste en actos u omisiones que afectan la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban ser observadas en el desempeño de un empleo, cargo o comisión públicos; con la reforma serán sancionados tanto los servidores públicos como los particulares, que podrán ser personas físicas o morales que se vinculen con estos hechos de responsabilidad, en los términos que dispongan las leyes que emanen de la presente reforma.

En este sentido, las autoridades encargadas de sancionar la responsabilidad administrativa la determinará considerando el grado que ésta tenga. Cuando se trate de una falta grave la misma será substanciada e investigada por la Auditoría Superior del Estado, y resuelta por el Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza; mientras que el resto de las responsabilidades, serán investigadas, substanciadas y resueltas por los órganos internos de control de cada organismo.

En el caso de los particulares (personas físicas o morales), se dispone que podrán sancionarse en caso de incurrir en actos vinculados con responsabilidades administrativas calificadas como graves por la ley, con independencia de otro tipo de responsabilidades, con sanciones económicas de carácter resarcitorio, calculadas de la misma forma que para los servidores públicos, y además, con la inhabilitación para participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públicas estatales o municipales. 

Asimismo, se establece como sanción la suspensión de actividades, disolución o intervención de la sociedad respectiva, esto, cuando se trate de faltas administrativas graves que causen perjuicio a la hacienda cometidas por personas morales. 

En este mismo orden de ideas, el proyecto también prevé, en armonía con la Constitución General, establecer un plazo amplio para la prescripción de responsabilidades administrativas graves; y prevé las bases para el establecimiento de los plazos de prescripción de la responsabilidad administrativa, dejando su fijación para la legislación ordinaria, pero determinando como criterios para su establecimiento la naturaleza y consecuencia de los actos y omisiones relativos y tratándose de responsabilidades graves se establece que no podrá ser menor de 7 años; esto a fin de que la persecución de esta clase de responsabilidad trascienda a la duración de la administración pública estatal, combatiendo así su impunidad.

Asimismo, se prevé la responsabilidad con carácter de objetiva y directa del estado por los daños que cause con motivo de su actividad administrativa irregular a los bienes o derechos de los particulares, de la cual deriva la obligación para el estado de indemnizarlos conforme a las bases, límites y procedimientos establecidos por las leyes.

· Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza

A partir de la reforma a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de febrero de 2014, se estableció un nuevo marco jurídico fundamental en materia de procuración de justicia, para efectos de la presente iniciativa trasciende la reforma que se llevó a cabo a los artículos 76, 89, 102, 105 y 116.

La citada reforma establece que las Constituciones de los Estados garantizarán que las funciones de procuración de justicia se realicen con base en los principios de autonomía, eficiencia, imparcialidad, legalidad, objetividad, profesionalismo, responsabilidad y respeto a los derechos humanos.

Es conducente señalar que el legislador federal al marcar en el artículo 116 de la Constitución General, las bases de la organización de los Estados integrantes de la Federación no precisa que los entes a quienes se les encarguen las funciones de procuración de justicia deban ser autónomos, si no que dejó a las legislaturas estatales tal determinación; estableciendo que estas funciones deben regirse por los ya enunciados principios, entre los que destaca el de autonomía, entendiéndose por ésta a la obligación del Ministerio Público de actuar independientemente, por impulso propio y en cumplimiento de las funciones que le atribuyen las leyes sin subordinación a ninguno de los organismos del estado ni autoridad alguna, salvo a la propia ley.

Por ello es indispensable precisar a nivel estatal, la naturaleza del órgano encargado de la procuración de justicia en el Estado de Coahuila de Zaragoza, es decir, es momento de definir con respecto de la transición del Ministerio Público de nuestro Estado a un modelo de órgano constitucional autónomo.

Es indiscutible que la principal función del Ministerio Público es la de investigar y perseguir los delitos, y en el ejercicio de dicha función debe desempeñarse con lealtad, misma que no puede actualizarse plenamente en tanto la autoridad ministerial se encuentre subordinada a otro poder u órgano; por ello al ser el Ministerio Público primordialmente un órgano técnico de investigación y persecución de delitos, su actuación debe darse con estricto apego a la ley.  

Por lo anterior, el Ministerio Público, debe compartir la naturaleza de los órganos constitucionales autónomos, a fin de llevar a cabo una función esencial del Estado: la procuración de justicia libre de injerencias de otros poderes u órganos e incluso libre de influencias políticas (autonomía política); para lo cual requiere independencia económica (autonomía financiera), libertad para reglamentar su actuación en el ámbito de su competencia (autonomía jurídica) y la facultad de organizarse internamente y administrar sus recursos (autonomía administrativa). 

La autonomía del Ministerio Público y el debido proceso legal, como principios constitucionales, permiten contar con un aparato de justicia garante de los derechos humanos. Adicionalmente, consideramos que la autonomía de ésta institución contribuirá en gran medida en la implementación y operación del nuevo Sistema de Justicia Penal.  

De igual forma, se plantea reformar la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, a fin de establecer lo siguiente: 1) el método de designación y remoción, en su caso, del Nuevo Fiscal General, y 2) bases de la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza y sus facultades.

· Fiscalía Especializada en Delitos por Hechos de Corrupción de la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza.

No pasa desapercibida la necesidad de contar con una institución de persecución e investigación de actos que pudieran constituir casos de delitos relacionados con la corrupción; es por ello que deberá existir un organismo especializado en combate a la corrupción como parte de la organización de la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

Este organismo será el encargado de investigar y perseguir los hechos constitutivos de delito en materia de corrupción entre otras atribuciones que le correspondan conforme a la ley, contribuyendo a que éstos no queden en la impunidad. Así, la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza contará con una Fiscalía Especializada en Delitos por Hechos de Corrupción.
En síntesis, la iniciativa que se presenta recoge los mandatos constitucionales en materia de combate a la corrupción, y armoniza nuestra legislación con las disposiciones de la Constitución Federal y Leyes Generales para que, pueda reducirse este fenómeno tan dañino que compromete tanto a la ética pública como la competitividad de nuestro estado. Es compromiso de este gobierno recoger los más altos valores del estado constitucional, social y democrático de derecho y además ponerlos en marcha, para lograr así un estado fuerte y digno de sus ciudadanos.

Asimismo, se propone en las referidas Iniciativas y propuestas ciudadanas, la revocación del mandato, la eliminación del Fuero, el otorgamiento de mayores facultades a los integrantes de la Comisión de Selección, entre otras.

TERCERO.- Los integrantes de esta Comisión Encargada de Atender los Procesos Legislativos en Materia del Combate a la Corrupción, procedimos al estudio de las diferentes iniciativas planteadas por otros poderes, por Diputados de la presente Legislatura, así como las propuestas y proyectos presentados por la ciudadanía con el objeto de establecer las bases constitucionales necesarias para la implementación del Sistema Estatal Anticorrupción.

 Así, a fin de formular y emitir el presente dictamen analizamos a detalle las consideraciones y fundamentos que sirven de apoyo a las reformas, adiciones y derogaciones que se proponen, como es el caso de la reforma a la Constitución General en la materia, las leyes generales sobre el tema y documentos que son un referente para este tipo de reformas legales como la Guía de Implementación para los Sistemas Locales Anticorrupción.

Otro factor que consideramos quienes integramos esta Comisión para dictaminar, fue el intercambio de ideas que se realizó durante los distintos foros, y conferencias que ofreció el Senado de la República, a los que acudieron los compañeros legisladores Sergio Garza Castillo, Luis Gurza Jaidar, Antonio Nerio Maltos y Melchor Sánchez de la Fuente. 

En este mismo orden de ideas, quienes dictaminamos queremos destacar que en el afán de realizar un estudio a profundidad al respecto, y a petición de los Diputados promoventes, incluimos en el análisis Iniciativas que no estaban turnadas a esta Comisión y que abordan temas que no formaban parte en sentido estricto del Sistema Nacional y Estatal Anticorrupción, como las Iniciativas promovidas por los Diputados Leonel Contreras Pámanes, Luisa Ivone Gallegos Martínez  y Sergio Garza Castillo, relativa a la revocación de mandato, y la Iniciativa planteada por el Diputado Sergio Garza Castillo, en relación a la eliminación del fuero.

En el mismo orden de ideas queremos reiterar que aun y cuando de conformidad a la Constitución Política Local, a la Ley Orgánica del Congreso Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza y la Ley de Participación Ciudadana para el Estado de Coahuila de Zaragoza, los ciudadanos coahuilenses no pueden iniciar reformas a la Constitución, los integrantes de esta Comisión coincidimos en la importancia de estudiar e incluir en el presente dictamen aquellas aportaciones de proyectos normativos provenientes de la ciudadanía que consideramos valiosas y enriquecedoras, tal es el caso de las Iniciativas presentadas por el C. Juan Carlos Guerra López Negrete, relativas la primera de ellas a modificar la Constitución Local para fijar las bases del Sistema Estatal Anticorrupción y la segunda que tiene por objeto instituir la figura de la revocación del mandato.

Esta misma situación se suscitó con una reforma constitucional planteada por los CC. Humberto Moreira Valdés, Ana María Rodarte Carrillo, José Luis Oyarzabal Garza y Héctor Emanuel Arenas Estrada con la finalidad de eliminar la figura del fuero en nuestro marco normativo. De igual forma, las propuestas planteadas por Alianza Anticorrupción Coahuila.

Y por último, la propuesta presentada por el C. Ing. Miguel Ángel Riquelme Solís, en la que se solicita eliminar la figura legal del fuero, en los términos que señala en los documentos respectivos.
Es menester señalar, que como parte de los trabajos que realizamos sostuvimos diversas reuniones con integrantes de la “Alianza Anticorrupción Coahuila”, quienes representan a más de 109 organismos de la sociedad civil legalmente constituidos, haciendo diversos planteamientos a los integrantes de la Comisión, entre ellos, que el Congreso contara con un apartado específico en la página oficial de internet en el que se contuvieran las Iniciativas relacionadas con el Sistema Estatal Anticorrupción, cuestión que se atendió. 

Asimismo, el 16 de junio de 2017, “Alianza Anticorrupción Coahuila” envió un escrito al Congreso del Estado, en el que solicitaron modificar la Iniciativa de Reforma Constitucional presentada por el Gobernador del Estado, el 13 de junio del año en curso, en materia Anticorrupción. 

La solicitud consiste concretamente en que se incluyan en ella los siguientes 14 puntos conceptuales, los cuales después de hacer mención particular de cada uno de ellos, quienes integramos la presente Comisión Dictaminadora emitiremos nuestras consideraciones correspondientes, tomando en cuenta el contenido de la referida Iniciativa planteada por el Ejecutivo Estatal: 
1.- Crear una Fiscalía General con autonomía real.- Sobre este punto en particular, es oportuno señalar que la Iniciativa contempla reformar los artículos 113, 114 y 115, para la creación de la Fiscalía General, garantizando de manera integral la autonomía de la Fiscalía con relación al Poder Ejecutivo, y desapareciendo la Procuraduría General de Justicia del Estado. Se advierte que básicamente se replica el mismo esquema contenido en el artículo 102 de la Constitución General de la República. En este sentido, la propuesta referida en el presente punto se considera procedente y coincidente con la iniciativa planteada por el Ejecutivo.

2.- Establecer una Fiscalía Especializada en Materia Anticorrupción con autonomía funcional, presupuestaria y de gestión, dentro de la autonomía de la Fiscalía General.- La Iniciativa del Ejecutivo contempla reformar el artículo 113, garantizando la creación de la Fiscalía Especializada en Delitos por Hechos de Corrupción, con autonomía técnica, presupuestal y operativa para investigar y perseguir hechos de corrupción. Se advierte que básicamente se replica el mismo esquema contenido en el artículo 102 de la Constitución General de la República. En este sentido, la propuesta referida en el presente punto, se considera procedente y coincidente con la iniciativa planteada por el Ejecutivo.

3.- Crear una Auditoría Superior Autónoma del Estado de Coahuila con autoridad real y obligación de denunciar los hechos de corrupción.- Actualmente los artículos 74-A y 74-B de la Constitución Local le otorgan autonomía técnica, presupuestaria y de gestión, con personalidad jurídica y patrimonio propio, así como la facultad de denunciar hechos de corrupción. Por otra parte, la Iniciativa del Ejecutivo propone reformar los artículos 74-B y 74-C, con la finalidad de adecuar las facultades de la Auditoría Superior del Estado, conforme a la legislación federal, en el sentido de promover las responsabilidades ante órganos de nueva creación como el Tribunal de Justicia Administrativa y la Fiscalía Especializada en Delitos por Hechos de Corrupción.

Ahora bien, en cuanto al planteamiento de establecer la obligación del Auditor Superior de denunciar hechos de corrupción, quienes integramos la presente Comisión, consideramos que dicha petición se encuentra debidamente atendida, toda vez que al inicio del artículo 74-B se establece que “La Auditoría Superior del Estado es competente para:”. En este sentido, la competencia debe ser entendida como el cumulo de facultades  y obligaciones que tiene la entidad fiscalizadora. Lo anterior se robustece con el contenido de los artículos 87, 107, 135, 146, 156 y demás relativos de la Ley de Rendición de Cuentas y Fiscalización Superior del Estado de Coahuila de Zaragoza, en los que se establece claramente la obligación del Auditor Superior del Estado de presentar las denuncias correspondientes, so pena de ser sancionado conforme a lo dispuesto en dichos numerales. En este sentido, la propuesta referida en el presente punto se considera procedente y coincidente con la iniciativa planteada por el Ejecutivo.

4.- Establecer un Tribunal de Justicia Administrativa especializado, independiente, autónomo, funcional, imparcial, profesional y honesto, en el conocimiento y resolución sobre faltas administrativas graves.- La Iniciativa del Ejecutivo propone adicionar el Artículo 168-A en el que se establecen las características y requisitos anteriores, en coincidencia con lo que establece la Constitución General de la República y la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa. En este sentido, la propuesta contenida en el presente punto se considera procedente y coincidente con la iniciativa planteada por el Ejecutivo.

5.- Establecer el método público y transparente con la auténtica participación ciudadana, apartidista, para la designación de los integrantes del Comité de Selección, los integrantes del Comité de Participación Ciudadana y el Secretario Técnico del SEA.- La Iniciativa del Ejecutivo propone reformar el artículo 167, vinculado a lo dispuesto en los artículos 18, 33, 34 y 35 de la Iniciativa que crea la Ley del Sistema Anticorrupción del Estado de Coahuila de Zaragoza. En estas disposiciones se establece claramente el proceso de designación de los integrantes de los órganos antes señalados, bajo los principios de publicidad, transparencia y participación ciudadana. En este sentido, la propuesta contenida en el presente punto se considera procedente y coincidente con las iniciativas planteadas por el Ejecutivo en materia anticorrupción.

6.- Otorgar facultades al Comité de selección, para proponer al Congreso candidatos para los cargos de Fiscal General, Fiscales Especializados en materia Anticorrupción y Delitos Electorales, Auditor Superior y Magistrado del Tribunal de Justicia Administrativa.- Quienes emitimos el presente Dictamen, consideramos que la Constitución General de la República y la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción, no otorgan estas facultades al Comité de Selección, por lo que hacerlo, pondría en riesgo al Sistema Local Anticorrupción, ante muy posibles Acciones de Inconstitucionalidad, Controversias Constitucionales o Juicios de Amparo. 

A fin de dar un mayor sustento a lo anterior, debe considerarse lo dispuesto en el artículo 36 de la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción, en el que se señala que “los Sistemas Locales deberán contar con una integración y atribuciones equivalentes a las que esta Ley otorga al Sistema Nacional”, lo que debe traducirse en aspectos iguales, por lo que estimamos conveniente reproducir los procedimientos establecidos en la Ley General de la materia, a fin de otorgar certeza jurídica a la reforma propuesta, en aras de no obstaculizar la implementación del Sistema Estatal Anticorrupción en la entidad. Aunado a lo anterior, es dable reiterar que tanto en las iniciativas de reforma constitucional y secundaria planteadas por el Ejecutivo, se adopta el modelo que propone IMCO, COPARMEX y Transparencia Mexicana, quienes sugieren no apartarse del mismo, precisamente para no vulnerar el nuevo sistema. En este contexto se considera no procedente lo solicitado en este punto por Alianza Anticorrupción por las consideraciones antes mencionadas.

7.- Establecer la metodología, plazos, supuestos, criterios y procedimientos aplicables para la remoción de los anteriores funcionarios claves del SEA.- En la actualidad la legislación local ya lo establece con respecto al Procurador General de Justicia del Estado y Auditor Superior del Estado, y con la Iniciativa propuesta por el Ejecutivo se fortalece. Con relación al Fiscal Especializado Anticorrupción y Magistrados del Tribunal de Justicia Administrativa, la Iniciativa lo contempla en los artículos 113 y 168-A, y se complementará con las leyes de la materia que posteriormente se aprueben. En este sentido, la propuesta contenida en el presente punto se considera procedente y coincidente con las iniciativas planteadas por el Ejecutivo en materia Anticorrupción.

8.- Establecer funciones y facultades con autoridad real para evaluación, control y rendición de cuentas del Comité Coordinador del SEA.- Estas facultades deben establecerse en la ley de la materia, es por ello que los artículos 2, 6, 8 y 9 de la Iniciativa que crea la Ley del Sistema Anticorrupción en el Estado, propuesta por el Ejecutivo estatal, contemplan ampliamente las funciones y facultades a que se hace referencia en el encabezado del presente punto en análisis. En este sentido, la propuesta contenida en el presente punto se considera procedente y coincidente con las iniciativas planteadas por el Ejecutivo en materia anticorrupción.

9.- Incrementar el número de miembros del Comité de Participación Ciudadana, dentro del Comité Coordinador del SEA.- La iniciativa del Ejecutivo propone reformar el artículo 167 constitucional y expedir la Ley del Sistema Anticorrupción en el Estado, las cuales se apegan exactamente a lo dispuesto en el artículo 10 de la Ley del Sistema Nacional Anticorrupción, en la que claramente se establece que un representante del Comité de Participación Ciudadana formará parte del Comité Coordinador del SEA, siendo además el presidente del mismo.

En esta tesitura, quienes formamos parte de la presente Comisión estimamos procedente repetir algunos argumentos consignados en apartados anteriores a fin de dar un mayor sustento a lo antes plasmado, haciéndose en los siguientes términos:

Debe considerarse lo dispuesto en el artículo 36 de la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción, en el que se señala que “los Sistemas Locales deberán contar con una integración y atribuciones equivalentes a las que esta Ley otorga al Sistema Nacional”, lo que debe traducirse en aspectos iguales, por lo que estimamos conveniente reproducir los procedimientos establecidos en la Ley General de la materia, a fin de otorgar certeza jurídica a la reforma propuesta, en aras de no obstaculizar la implementación del Sistema Estatal Anticorrupción en la entidad. Aunado a lo anterior, es dable reiterar que tanto en las iniciativas de reforma constitucional y secundaria planteadas por el Ejecutivo, se adopta el modelo que propone IMCO, COPARMEX y Transparencia Mexicana, quienes sugieren no apartarse del mismo, precisamente para no vulnerar el nuevo sistema. 

En este contexto se considera no procedente lo solicitado en este punto por Alianza Anticorrupción por las consideraciones antes mencionadas.

10.- Eliminación del Fuero Constitucional.- Derivado de un análisis minucioso del contenido de la reforma constitucional federal y de la Ley General en materia anticorrupción, quienes integramos la presente Comisión Dictaminadora advertimos claramente que la propuesta contenida en el presente punto, no forma parte del Sistema Nacional Anticorrupción. Sin embargo, consideramos importante analizar este punto de manera conjunta con las otras Iniciativas relacionadas con este tema y a las cuales se ha hecho mención anteriormente, por lo que en un apartado posterior procederemos a su estudio de forma particular.

11.- Incorporación de la Revocación del Mandato.- Derivado de un análisis minucioso del contenido de la reforma constitucional federal y de la ley general en materia anticorrupción, quienes integramos la presente Comisión Dictaminadora advertimos claramente que la propuesta contenida en el presente punto, no forma parte del Sistema Nacional Anticorrupción, no se dice nada al respecto en la reforma federal, por lo que, en consecuencia no se obliga a los Congresos locales a legislar en esta materia. Aunado a lo anterior, en reuniones celebradas en la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, en las que como ya se ha dicho, participaron diputados locales de Coahuila, así como IMCO y Transparencia Mexicana, se ha sugerido no incorporar a la reforma figuras que no se encuentran contenidas en el Sistema Anticorrupción, precisamente para no vulnerar el nuevo sistema. 

Aunado a lo anterior, es dable apuntar que la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ya se pronunció declarando la invalidez de dicho tema en el caso del estado de Yucatán, que reformó su Constitución en ese sentido, reforma que fue controvertida por el Procurador General de la República, mediante Acción de Inconstitucionalidad 8/2010, con los siguientes datos: Registro Núm. 23927; Décima Época; Pleno; Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro XIII, Octubre de 2012 , Tomo 1, página 198, en la que solicitó y se declaró la invalidez de las normas que más adelante se señalan: 

Violación del artículo 30, fracción XLI, de la Constitución Política del Estado de Yucatán al numeral 109 de la Norma Suprema. En primer término, considero pertinente transcribir el numeral que se tilda de inconstitucional, mismo que a la letra señala: 

"Artículo 30. Son facultades y atribuciones del Congreso del Estado:

"...

"XLI. Revocar el mandato conferido al gobernador del Estado, y a los diputados en lo particular. En ambos casos será necesaria la determinación del sesenta y cinco por ciento de los electores inscritos en el listado nominal correspondiente, comunicada al Congreso y aprobada por el voto unánime de la legislatura en el caso del gobernador, y de las dos terceras partes en el de los diputados."

La disposición transcrita prevé la revocación del mandato de los funcionarios públicos electos mediante voto -gobernador y diputados-; para lo cual se necesita de la determinación del 65% de los electores inscritos en la lista nominal y que se haga del conocimiento de la autoridad legislativa estatal, aprobada en el caso del gobernador, por el voto unánime de la legislatura y, respecto de los diputados, por las dos terceras partes de éstos.

En ese orden de ideas, en el resultando CUARTO, de dicha resolución precisó y declaró la Suprema Corte de Justicia de la Nación con meridiana claridad que:

“CUARTO. Estudio de fondo del primer concepto de invalidez. Inconstitucionalidad del artículo 30, fracción XLI, de la Constitución Política del Estado de Yucatán, que establece:

El argumento medular de la impugnación consiste en afirmar que la norma es contraria a lo previsto por el artículo 109 constitucional, en virtud de que prevé la figura de la revocación del mandato de funcionarios públicos electos mediante voto, en particular, del gobernador y de los diputados, como una atribución del Congreso del Estado, que puede ser ejercida cuando lo solicite el sesenta y cinco por ciento de los electores inscritos en la lista nominal y se obtenga el voto unánime de la legislatura en el caso del gobernador, y respecto de los diputados, de las dos terceras partes de éstos.

Al respecto, el promovente destaca el concepto de revocación y agrega que del artículo 109 de la Constitución Federal, se desprenden las bases a las que deberán ajustarse tanto el Congreso de la Unión como las Legislaturas Locales, al expedir Leyes de Responsabilidades de los Servidores Públicos; precisando cuáles son los tipos de responsabilidad en que pueden incurrir los servidores públicos, conforme a los artículos 108 al 114 de la propia Constitución, y que la figura de la revocación no está prevista; y si bien el legislador pretende crear un instrumento de democracia participativa por el que se puedan remover a servidores públicos popularmente electos, ese objetivo puede lograrse mediante los procedimientos establecidos en el Título Cuarto de la Constitución Federal.

Este primer concepto de invalidez es fundado, conforme al criterio que sostuvo el Tribunal Pleno, al resolver el primero de diciembre de dos mil nueve, por unanimidad de nueve votos, las acciones de inconstitucionalidad 63/2009 y sus acumuladas 64/2009 y 65/2009.

La revocación del mandato se puede concebir como el acto que da por terminado anticipadamente el periodo del encargo que se confiere a un funcionario electo popularmente, sin necesidad de que instaure una causa de responsabilidad en su contra. Es una especie de pérdida de confianza popular que lleva a que el mismo electorado retire el voto que dio lugar al desempeño del cargo.

Visto así, los ciudadanos podrían revocar el resultado de una votación democrática, bajo mecanismos democráticos directos que pudieran dejar sin efecto la decisión soberana comicial. No es un acto de nueva elección, sino de remoción, de modo que cada funcionario cuyo mandato se revoque sería sustituido bajo los mecanismos legales vigentes, como si se tratara de una ausencia absoluta del titular.

Sin embargo, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece una clara diferencia entre: (i) los mecanismos para acceder al poder; (ii) los principios para el ejercicio del poder; y, (iii) los mecanismos para retirar los cargos conferidos democráticamente.

(i) Para regular el acceso a los cargos de elección popular, se establece el sufragio directo, libre y secreto, el régimen de los partidos políticos, las autoridades y procesos electorales y la jurisdicción electoral, por ejemplo.

(ii) El ejercicio del poder se expresa en las normas que regulan el uso de recursos públicos, las facultades y atribuciones de cada uno de los órganos, las responsabilidades que asumen los servidores públicos, entre otros aspectos.

(iii) Para retirar los cargos obtenidos democráticamente, también se establece en la Constitución, la remisión expresa a las Legislaturas Locales para que reglamenten el régimen de responsabilidades y las sanciones que se deriven de su incumplimiento, sin que exista ninguna previsión que permita otra forma de separar a un ciudadano de un cargo electoralmente obtenido, sin que se finque primero una causa legalmente prevista como responsabilidad.

Además, así como el sufragio es un derecho y una prerrogativa ciudadana, también lo es el ser votado para acceder y ejercer los cargos democráticos. El ejercicio del cargo de gobernador de un Estado o el de diputado local, no se derivan de concesiones graciosas que puedan estar sujetas a un retiro arbitrario por persona u organismo alguno, puesto que su titularidad y ejercicio, también son la expresión de derechos fundamentales tanto de otros votantes como de los propios ciudadanos que ejercen el cargo.

La certeza y la seguridad jurídica en el ejercicio de los cargos de elección popular se componen de obligaciones y prohibiciones precisas, que se complementan y fortalecen con el régimen de sanciones y responsabilidades establecidos en la Constitución General de la República y en la legislación de cada entidad federativa.

Es claro que deben existir mecanismos de rendición de cuentas cuyo objetivo sea contrastar el cumplimiento de las obligaciones de los servidores públicos y, en su caso, determinar las responsabilidades correspondientes. 

En cuanto al régimen constitucional de las responsabilidades de los servidores públicos, este Tribunal Pleno emitió el siguiente criterio:

"RESPONSABILIDADES DE SERVIDORES PÚBLICOS. SUS MODALIDADES DE ACUERDO CON EL TÍTULO CUARTO CONSTITUCIONAL. De acuerdo con lo dispuesto por los artículos 108 al 114 de la Constitución Federal, el sistema de responsabilidades de los servidores públicos se conforma por cuatro vertientes: A). La responsabilidad política para ciertas categorías de servidores públicos de alto rango, por la comisión de actos u omisiones que redunden en perjuicio de los intereses públicos fundamentales o de su buen despacho; B). La responsabilidad penal para los servidores públicos que incurran en delito; C). La responsabilidad administrativa para los que falten a la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia en la función pública, y D). La responsabilidad civil para los servidores públicos que con su actuación ilícita causen daños patrimoniales. Por lo demás, el sistema descansa en un principio de autonomía, conforme al cual para cada tipo de responsabilidad se instituyen órganos, procedimientos, supuestos y sanciones propias, aunque algunas de éstas coincidan desde el punto de vista material, como ocurre tratándose de las sanciones económicas aplicables tanto a la responsabilidad política, a la administrativa o penal, así como la inhabilitación prevista para las dos primeras, de modo que un servidor público puede ser sujeto de varias responsabilidades y, por lo mismo, susceptible de ser sancionado en diferentes vías y con distintas sanciones." (Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo III, abril de 1996, tesis P. LX/96, página 128).

Tal como se resolvió en los precedentes antes citados, es decir, en la Acción de Inconstitucionalidad 63/2009 y sus acumuladas 64/2009 y 65/2009, en el presente asunto las disposiciones combatidas son violatorias de la Constitución Federal, ya que prevén la revocación del mandato cuando la propia Carta Magna prevé otros medios para establecer responsabilidades de los servidores que llevan a la misma consecuencia de remoción del cargo para el que fueron electos.

Como se ha explicado, la Constitución General de la República sólo prevé la responsabilidad civil, penal, administrativa y la política, pero no contempla la figura de la revocación de mandato popular a que aluden las normas impugnadas, lo que implica que esas disposiciones establecen un nuevo sistema de responsabilidad que no tiene sustento constitucional; es decir, las normas reclamadas introducen la revocación del mandato de los funcionarios públicos electos mediante un nuevo acto de votación, empero, el legislador local no advirtió que si bien la Constitución Federal prevé la figura de la destitución, también lo es que sólo autoriza su aplicación a través de los medios que la propia Carta Magna prevé, ya que de la lectura integral al título cuarto de la Constitución Federal, del que forma parte el artículo 109, se advierte que el sistema determinado por el Constituyente Permanente en materia de responsabilidades de los servidores públicos es claro en precisar cuatro vertientes de responsabilidad, la política, la penal, la civil y la administrativa, sin que se advierta la posibilidad de contemplar una figura diversa, de ahí la inconstitucionalidad del sistema que contempla la ley electoral combatida.

Lo anterior significa que el artículo 109, fracción I, de la Constitución Federal permite una sola y única forma de dar por terminado el ejercicio de un cargo, con independencia de la conclusión de su mandato, que es la vía de la responsabilidad, sin que pueda establecerse válidamente otra diferente.

Así pues, si la pretensión del legislador era crear un instrumento de democracia participativa por el que se pudieran remover a servidores públicos electos popularmente, porque su desempeño no ha sido satisfactorio, lo cierto es que no tomó en cuenta que tal objetivo se puede obtener sólo mediante los procedimientos que establece el Título Cuarto de la Constitución Federal, que a su vez se regulan en las Leyes Federales y Estatales de Responsabilidades de los Servidores Públicos, de ahí la inconstitucionalidad de la fracción XLI del artículo 30 de la Constitución de Yucatán, que establece la figura de revocación del mandato de gobernador o de diputado local, sin ajustarse al régimen previsto en la Carta Magna.”

Por lo que en ese orden de ideas se considera improcedente lo solicitado en este punto por Alianza Anticorrupción, en razón de las consideraciones antes mencionadas.

12.- Fortalecer el régimen de responsabilidades de los servidores públicos, extender plazos de prescripción para seguir hechos de corrupción y establecer la muerte civil (inhabilitación permanente).- La iniciativa presentada por el Ejecutivo Estatal establece claramente en su artículo 160 que las responsabilidades y sanciones en materia administrativa se aplicarán de conformidad con la Ley General de la materia, la cual resulta ser la Ley General de Responsabilidades Administrativas.

La razón por la que debe remitirse a la Ley General, obedece a que esta abroga a las leyes locales de la materia, al ser una facultad reservada al Congreso de la Unión conforme a lo dispuesto por el Artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

De igual forma, en lo relativo a la ampliación de los plazos de prescripción para seguir hechos de corrupción, la Iniciativa propone ampliar en el artículo 160, los plazos de prescripción de 5 a 7 años, en congruencia con lo que establece la máxima carta magna y la propia Ley General de la materia, en donde se establece claramente que no serán inferiores a 7 años.

Por otra parte, en lo tocante a la muerte civil o inhabilitación permanente, será la Ley General de Responsabilidades Administrativas, la que deba observarse por las razones antes mencionadas.

En este sentido, la propuesta referida en el presente punto, se considera procedente y coincidente con la iniciativa planteada por el Ejecutivo.

13.- Extinción de dominio de los bienes relacionados o vinculados con los hechos de corrupción, cuyo procedimiento sea autónomo e independiente del proceso penal.- La Iniciativa presentada por el Ejecutivo del Estado establece en su artículo 161 la extinción de dominio de bienes vinculados a hechos de corrupción. 
En este sentido, la propuesta referida en el presente punto, se considera procedente y coincidente con la Iniciativa planteada por el Ejecutivo.

14.- Promover mayor publicidad y transparencia en formato de datos abiertos.- La Iniciativa presentada por el Ejecutivo para crear la Ley del Sistema Anticorrupción en el Estado, establece en su artículo 3º fracción XIII y en su artículo 41, la creación de un Sistema Estatal de Información, que garantiza la mayor publicidad y transparencia en formato de datos abiertos. 

En este sentido, la propuesta referida en el presente punto, se considera procedente y coincidente con la iniciativa planteada por el Ejecutivo.

Posteriormente, a solicitud de Alianza Anticorrupción Coahuila, el pasado 23 de junio de 2017, los integrantes de la presente Comisión Dictaminadora, y otros legisladores que forman parte de la Sexagésima Legislatura, recibimos en el vestíbulo del Congreso del Estado a representantes de la referida Alianza. Dicha reunión, tuvo como finalidad recepcionar un documento con propuestas adicionales a las antes analizadas, con la solicitud de que fueran incorporadas en las reformas que habrán de realizarse en los distintos ordenamientos legales, en materia anticorrupción.

Es por ello, que se lleva a cabo al análisis de las mismas, para después de hacer mención particular de cada una de ellas, emitir las consideraciones correspondientes; haciéndolo en los siguientes términos:

I.- De la selección, designación, ratificación y remoción del Fiscal General, el Fiscal Anticorrupción, Fiscal de Delitos Electorales, el Auditor Superior, el Presidente del Tribunal de Justicia Administrativa, los Magistrados, el Secretario Técnico, los Integrantes de la Comisión de Selección y los Integrantes del Comité de Participación Ciudadana.

Se solicita se incorpore a la Reforma Constitucional:

1. El perfil especifico que debe cumplir cada uno de los candidatos a ocupar estos puestos el cual deberá garantizar que cuenten con la capacidad profesional, imparcialidad, experiencia necesaria y autonomía indispensable para la ejecución del cargo.

Con relación a este primer punto, la presente Comisión Dictaminadora considera que la Iniciativa propuesta por el Ejecutivo del Estado, garantiza que las distintas figuras que habrán de conformar el Sistema Estatal Anticorrupción, cuenten con un perfil específico en el que se privilegie la capacidad profesional, imparcialidad, experiencia necesaria y autonomía responsable para la ejecución de los respectivos cargos.

De igual forma, de la revisión de los anexos contenidos en las propuestas presentadas por Alianza Anticorrupción, se desprende un muy alto porcentaje de coincidencia con los requisitos que se encuentran consignados en la reforma constitucional planteada por el Ejecutivo del Estado.

En este sentido, la propuesta referida en el presente punto, se considera procedente y coincidente con la iniciativa planteada por el Gobernador del Estado.

2.- El proceso de selección de cada uno de estos puestos el cual garantice la oportunidad de elegir a los mejores candidatos en base a su capacidad profesional y la garantía de autonomía bajo un proceso público abierto y transparente que permita la participación, acompañamiento y vigilancia por parte de la ciudadanía. Otorgar facultades a la Comisión de Selección para proponer candidatos a los cargos claves del SEA.

Al respecto, quienes emitimos el presente Dictamen, consideramos que en las Iniciativas de Reforma Constitucional propuestas por la Diputada Lariza Montiel Luis, el Ejecutivo del Estado y del ciudadano Juan Carlos Guerra López Negrete, se garantiza que el proceso de selección de las figuras claves que integrarán el SEA, se realice bajo un procedimiento público abierto y transparente, tal como lo solicita la Alianza Anticorrupción, razón por la cual, dicha propuesta, se considera procedente y coincidente con las iniciativas antes señaladas.

Por otra parte, en lo relativo a otorgar facultades a la Comisión de Selección para proponer candidatos a los cargos claves del SEA, quienes emitimos el presente dictamen, consideramos necesario reiterar lo que se ha señalado en el análisis anterior, en el sentido de que la Constitución General de la República y la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción, no otorgan estas facultades a la Comisión de Selección, por lo que hacerlo, pondría en riesgo al Sistema Local Anticorrupción, ante muy posibles Acciones de Inconstitucionalidad,  Controversias Constitucionales o Juicios de Amparo. 

A fin de dar un mayor sustento a lo anterior,  se reitera que debe considerarse lo dispuesto en el artículo 36 de la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción, en el que se señala que “los Sistemas Locales deberán contar con una integración y atribuciones equivalentes a las que esta Ley otorga al Sistema Nacional”, lo que debe traducirse en aspectos iguales, por lo que estimamos conveniente reproducir los procedimientos establecidos en la Ley General de la materia, a fin de otorgar certeza jurídica a la reforma propuesta, en aras de no obstaculizar la implementación del Sistema Estatal Anticorrupción en la entidad. Aunado a lo anterior, es dable reiterar que tanto en las iniciativas de reforma constitucional y secundaria planteadas por el Ejecutivo, se adopta el modelo que propone IMCO, COPARMEX y Transparencia Mexicana, quienes sugieren no apartarse del mismo, precisamente para no vulnerar el nuevo sistema. En este contexto, se considera no procedente lo solicitado en la parte final del punto en estudio, por Alianza Anticorrupción en base a las consideraciones antes mencionadas.

3. El proceso de remoción de cada uno de estos puestos el cual debe garantizar que solo podrán ser removidos por alguna de las causas establecidas en la normatividad general por faltas administrativas graves que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia, y en su caso deberá fincarse la responsabilidad correspondiente a sanciones económicas de carácter resarcitorio por los daños y perjuicios que afecten la Hacienda Pública o al patrimonio de las instituciones, así como la inhabilitación definitiva de cargos en el sector público estatal y municipal, tal cual lo marca la Ley General de Responsabilidades Administrativas del 2017.

En lo correspondiente a este punto, se precisa que las Iniciativas en estudio consideran de manera puntual, los casos y procedimientos en los que es procedente la remoción de los titulares que forman parte del Sistema Estatal Anticorrupción, señalándose como ya se ha dicho en líneas anteriores, que la inhabilitación de servidores públicos, deberá hacerse en los términos descritos en el punto 12, del documento anteriormente analizado. En este sentido, la propuesta referida en el presente punto, se considera procedente y coincidente con las iniciativas objeto del presente dictamen.

II. De la Incorporación de la Figura de Revocación de mandato

1. Se solicita que se establezca en la reforma constitucional la figura de revocación de mandato para que la ciudadanía tenga derecho a solicitarla a sus representantes electos cuando al menos el diez por ciento de las personas inscritas en la lista nominal del Instituto Nacional Electoral así lo demande. Dicha revocación solo podrá proceder una vez, cuando haya transcurrido al menos la mitad de la duración del cargo de representación popular de que se trate.

III. Abrogación de la Ley de Responsabilidad de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza

1. Se solicita iniciativa que cree la Ley General de Responsabilidades Administrativas para el Estado de Coahuila de Zaragoza la cual deberá ser equiparable con la Ley General de Responsabilidades Administrativas, salvo los periodos de prescripción propuestos por la Alianza Anticorrupción Coahuila.

IV. De la prescripción de los delitos por hechos de corrupción

1. Se solicita que se establezca en la reforma constitucional y las leyes relativas que el plazo mínimo de prescripción de las responsabilidades administrativas graves no deberá ser menos de 10 años y estos se homologuen con las sanciones establecidos en el Código Penal del Estado y Federal cuando los términos de prescripción de estos tipos de delitos sean mayores.

Con relación a los puntos II, III y IV antes señalados, nos remitimos al contenido íntegro del análisis realizado en los respectivos puntos consignados en los apartados 11 y 12 del documento previamente analizado, toda vez que sus alcances versan en el mismo sentido.

V. De la obligación de los servidores públicos de presentar en tiempo y forma las declaraciones de situación patrimonial y de interés

1. Se solicita que se establezca en las leyes relativas la obligatoriedad de hacer pública esta información y en los formatos establecidos en la Ley General de Responsabilidades Administrativas, así como el respeto a la Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

Con relación a este punto, se señala que la Iniciativa presentada por el Ejecutivo del Estado, así como la legislación vigente, establecen la obligación a los servidores públicos de presentar en tiempo y forma sus declaraciones patrimonial, de intereses y además la fiscal, señalándose en la respectiva ley de la materia la publicidad de las mismas, así como las sanciones para aquellos funcionarios que no lo hagan. Ahora bien, se reitera la aplicación de la Ley General de Responsabilidades por las razones que se han señalado antes. En este sentido, la propuesta referida en el presente punto, se considera procedente y coincidente con las iniciativas objeto del presente dictamen.

VI. De la eliminación del Fuero

1. Se solicita se modifique la reforma constitucional para que el fuero de los Diputados sea exclusivo para las manifestaciones que realicen en el desempeño de su cargo, por las cuales no podrán ser reconvenidos en ningún tiempo ni por ninguna autoridad.

VII. De las Obligaciones del Auditor Superior de la Federación

1. Se solicita establecer en la ley la obligación de este cargo de presentar la denuncia formal y oportuna ante el órgano jurisdiccional sancionador por posibles hechos de corrupción o hallazgos derivados de la investigación.

Con relación a los puntos VI y VII, nos remitimos al contenido íntegro del análisis realizado en los respectivos puntos consignados en los apartados 10 y 3 del documento previamente analizado, toda vez que sus alcances versan en el mismo sentido.

VIII. De la garantía presupuestal para el Comité Coordinador del Sistema Estatal Anticorrupción.

1. Se solicita incorporar el origen presupuestal que se destinará para realizar los mecanismos de coordinación entre los organismos que integran el Sistema Estatal Anticorrupción, así como el diseño y promoción de políticas integrales en materia de fiscalización y control de recursos públicos, de prevención, control, disuasión de faltas administrativas y hechos de corrupción, así como la debida investigación con la finalidad de garantizar su eficiencia.

Del contenido del Artículo Décimo Tercero de la Iniciativa de Reforma Constitucional planteada por el Ejecutivo del Estado, la obligación de garantizar un presupuesto para el Comité Coordinador del Sistema Estatal Anticorrupción. 

En este sentido, la propuesta referida en el presente punto, se considera procedente y coincidente con la Iniciativa del Ejecutivo objeto del presente dictamen.

Por otra parte, como se advierte del análisis hasta aquí realizado, la Iniciativa planteada por Diputados locales en materia de revocación de mandato, no resulta procedente por los argumentos aquí vertidos.

Asimismo, del estudio comparativo realizado sobre los requisitos para ser Magistrado del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado, se advierte que la Iniciativa planteada por el Ejecutivo del Estado, propone entre otros, tener treinta años cumplidos al día de su designación, sin embargo, la ley federal de la materia, establece como requisito tener treinta y cinco años, razón por la cual se considera necesario modificar la edad de treinta a treinta y cinco años. 

En este mismo orden de ideas, registramos las expresiones de todos los participantes en torno a la relevancia que adscriben al contenido, alcances y significado de las propuestas normativas efectuadas.

Ahora bien, como se indicó al inició del presente Dictamen, los integrantes de esta Comisión estudiamos todos y cada uno de los documentos y peticiones a los que se ha venido haciendo alusión en el presente a la luz de las disposiciones de la Constitución General, las leyes generales, los documentos que son referente en el tema y las opiniones de expertos, llegando a la conclusión de que el Sistema Nacional Anticorrupción que se creó a partir de la reforma constitucional federal de 2015 no sólo se compone de órganos federales sino de los 32 Sistemas Locales que lo integran.

Por lo anterior, estimamos de suma importancia atender al espíritu de dicha reforma misma que pretende que el Sistema Nacional se organice como eso, un verdadero sistema nacional y no como un simple mecanismo que controle el fenómeno de la corrupción en el orden federal.

En este orden de ideas el diseño del sistema que proponemos en el Proyecto de Decreto respeta el modelo federal de distribución de competencias e integra al Estado de Coahuila de Zaragoza a la responsabilidad del combate a la corrupción.

Queremos recalcar, que para  los integrantes de esta Comisión es imprescindible garantizar el cumplimiento de la Constitución General de la República y las Leyes que de ella emanen, así como coadyuvar a la efectiva implementación y funcionamiento del Sistema Nacional Anticorrupción, es por ello que el Dictamen que se emite es totalmente acorde a las disposiciones generales y responde a la obligación consignada en el artículo 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, relativa a que las entidades federativas deben contar con Sistemas Locales Anticorrupción, con órganos equivalentes a los del sistema nacional que tendrán las mismas funciones y facultades pero en su ámbito de aplicación.

Así, concordamos con lo referido en la Guía para la Implementación para los Sistemas Locales Anticorrupción, con respecto a que resulta esencial que los Sistemas Locales Anticorrupción sean homogéneos en su integración y congruentes en sus funciones a fin de lograr la coordinación y colaboración entre los distintos órganos.

Bajo esta misma lógica  y considerando que la Fiscalización Superior es uno de los pilares de los Sistemas Nacional y Estatal Anticorrupción, como se desprende del contenido de diversas disposiciones de la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción, como es el caso del artículo segundo en el que se fija como uno de los objetivos de ese ordenamiento el de establecer las bases del Sistema Nacional de Fiscalización o del artículo 6 de la citada ley, en donde se consagra que dentro del objeto del Sistema Nacional se comprende el establecer principios, bases generales, políticas públicas y procedimientos para la coordinación entre las autoridades de todos los órdenes de gobierno en la prevención, detección y sanción de faltas administrativas y hechos de corrupción, así como en la fiscalización y control de recursos públicos, es que con respecto al punto de modificar el procedimiento de designación del Auditor Superior del Estado, estimamos necesario apegarnos nuevamente a las disposiciones generales en la materia y por consiguiente debe permanecer en los términos previstos en la legislación actual ya que la misma respeta la fórmula utilizada en el artículo 72 de la Constitución General de la República, misma que es pormenorizada en la Ley  de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación.

En lo correspondiente a la eliminación del fuero, es importante señalar que esta figura ha resultado ser de gran interés para la ciudadanía y por lo tanto para los integrantes de esta Legislatura.

Cierto es que la figura en comento no forma parte de los Sistemas Nacional y Estatal Anticorrupción,  sin embargo consideramos que lo fortalecería de manera importante en el ámbito local. Es por ello, que atendiendo a lo propuesto en las Iniciativas citadas inicialmente, así como a las propuestas y exigencias de la ciudadanía, estimamos necesario realizar la eliminación del fuero, tomando como referente lo legislado sobre este tema en otras entidades federativas como la Ciudad de México, Nayarit y Nuevo León.

Dado lo anterior el proyecto de decreto se compone de los siguientes elementos:

· Se crea el Sistema Estatal Anticorrupción.

· Se fortalece la Fiscalización Superior en el Estado. 
· Se crea el Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza. 

· Se fortalece el rubro de Responsabilidades de los Servidores Públicos en el Estado.

· Se incluye la obligación de los Servidores Públicos de presentar, bajo protesta de decir verdad, su declaración patrimonial, fiscal y de intereses ante las autoridades competentes.

· Se reforma lo referente a las sanciones administrativas derivadas de las responsabilidades de servidores públicos o de particulares, la responsabilidad administrativa, de acuerdo con el texto constitucional, consiste en actos u omisiones que afectan la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban ser observadas en el desempeño de un empleo, cargo o comisión públicos; con la reforma serán sancionados tanto los servidores públicos como los particulares, que podrán ser personas físicas o morales que se vinculen con estos hechos de responsabilidad, en los términos que dispongan las leyes que emanen de la presente reforma.

· Se establecen sanciones para particulares que incurran en faltas administrativas graves y hechos de corrupción, que van desde sanciones económicas de carácter resarcitorio, hasta la inhabilitación para participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públicas estatales o municipales. 
· Se crea la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza, estableciéndose  lo siguiente: 1) el método de designación y remoción, en su caso, del Nuevo Fiscal General, y 2) bases de la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza y sus facultades.

· Se crea la Fiscalía Especializada en Delitos por Hechos de Corrupción de la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza.

· Se elimina la figura del Fuero constitucional.

Por las consideraciones que anteceden, es que se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforman la fracción IV del artículo 36; el artículo 39; el segundo párrafo del artículo 53; la fracción V del artículo 59; las fracciones XVII, XVIII, XXII, XXIX, XXX, el segundo párrafo de la XXXIV, XLV, L y LI del artículo 67; la fracción V del artículo 73; el primer párrafo de la fracción I, y las fracciones II y III del artículo 74-B, el artículo 74-C; la fracción V del artículo 76; las fracciones IX, XII y XXIII, del artículo 82; el artículo 89; el artículo 92; los párrafos primero y quinto del artículo 113; el artículo 114; el artículo 115; el primer párrafo y la fracción III del artículo 135; el artículo 136; el artículo 137; el primer párrafo, la fracción VI y último párrafo del artículo 138; el segundo párrafo del artículo 143; el primer párrafo del artículo 146; el primer párrafo del artículo 148; el segundo párrafo del numeral 1 del cuarto párrafo de la fracción I y los incisos a) y e) del numeral 1 de la fracción II del artículo 158; la integración del Título Séptimo así como la numeración y denominación de su Capítulo Único; el artículo 159; el artículo 160; el artículo 161; el artículo 163 en su primer párrafo; el artículo 165; el artículo 166 y el artículo 167. Se adicionan los párrafos cuarto y quinto a la fracción XXXIV, las fracciones LII, LIII y LIV al artículo 67; un tercer párrafo a la fracción I del artículo 74-B; los párrafos sexto y séptimo al artículo 113; el artículo 136-A; el Capítulo II al Título Séptimo; y el artículo 168-A. Se deroga la fracción VIII del artículo 59; y la fracción IV del artículo 74-B, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 36. …

I. a III. …

IV. 
No ser Secretario de la Administración Pública Estatal, Magistrado del Poder Judicial, Presidente Municipal, Síndico o Regidor, Consejero, o integrante del órgano de dirección de los organismos públicos autónomos, Fiscal General del Estado, Magistrado del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza, titular de algún organismo descentralizado, miembro de los órganos directivos y técnicos o integrante del cuerpo del servicio profesional electoral del Instituto Electoral de Coahuila, ni Magistrado o Secretario del Tribunal Electoral del Estado de Coahuila de Zaragoza, salvo que se separe de su encargo en los términos que señale la legislación reglamentaria. 

Artículo 39. Los Diputados son inviolables por las opiniones que manifiesten en el desempeño de su cargo, y no podrán ser reconvenidos ni procesados por ellas en ningún tiempo, ni por ninguna Autoridad.

El Presidente del Congreso velará por la inviolabilidad del recinto donde se reúnan a sesionar.

Artículo 53. …

El Congreso del Estado, podrá solicitar del gobernador la comparecencia de los secretarios del ramo, así como la de quienes dirijan entidades paraestatales, para que informen cuando se discuta una Ley, o se estudie un asunto concerniente a sus respectivos ramos o actividades. 
Artículo 59. …

I. a IV. …

V.
A los organismos públicos autónomos, en todo lo concerniente a su competencia. En este caso, la iniciativa se presentará por conducto del Presidente del organismo previo acuerdo del Consejo General, por el Magistrado Presidente del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza o el Fiscal General del Estado, según corresponda.
VI. y VII. …

VIII.
Se deroga.

Artículo 67. …

I. a XVI. …

XVII.
Otorgar o negar su aprobación a los nombramientos de los magistrados del Tribunal Superior de Justicia y del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, que les someta el Gobernador del Estado, en los términos de esta Constitución y las leyes.

Igualmente, integrar la lista de candidatos a Fiscal General de la Estado; nombrar a dicho servidor público, y formular objeción a la remoción que del mismo haga el Ejecutivo del Estado, en los términos y conforme al procedimiento establecido en esta Constitución y leyes aplicables.

XVIII. Conocer de las renuncias y de las licencias de los diputados, del Gobernador, de los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia y del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, así como de los miembros de los Ayuntamientos y Concejos Municipales.
XIX. a XXI. …

XXII.
Recibir la protesta de Ley a los Diputados, al Fiscal General del Estado, al Gobernador y a los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia.

XXIII. a XXVIII …

XXIX. Erigirse en Jurado de Sentencia para conocer un juicio político de aquellas faltas u omisiones que redunden en perjuicio de los intereses públicos fundamentales y de su buen despacho, imputadas a los servidores públicos a que se refiere el artículo 163 de esta Constitución.
XXX.
Expedir las normas para la organización y funcionamiento del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza, en los términos que establece esta Constitución y las leyes.

XXXI a XXXIII. …

XXXIV. ...

Las cuentas públicas serán entregadas al Congreso a más tardar el treinta de abril del año siguiente al ejercicio correspondiente. Solo se podrá ampliar el plazo de presentación cuando medie solicitud del titular del Ejecutivo del Estado, suficientemente justificada a juicio de la legislatura local.

…

Si del examen que realice la Auditoría Superior del Estado aparecieran discrepancias entre las cantidades correspondientes a los ingresos o a los egresos, con relación a los conceptos y las partidas respectivas o no existiera exactitud o justificación en los ingresos obtenidos o en los gastos realizados, se determinarán las responsabilidades de acuerdo con la Ley. En caso de la revisión en cumplimiento de los objetivos de los programas, dicha autoridad sólo podrá emitir las recomendaciones para la mejora en el desempeño de los mismos en los términos de la Ley.

El Congreso del Estado evaluará el desempeño de la Auditoría Superior del Estado y al efecto le podrá requerir que le informe sobre la evolución de sus trabajos de fiscalización.

XXXV a XLIV. …

XLV.
Expedir la ley sobre el Sistema Estatal Anticorrupción para el Estado, en los términos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y leyes generales aplicables.

XLVI. a XLIX. …

L.
Coordinar y evaluar, sin perjuicio de su autonomía técnica y de gestión, el desempeño de las funciones de la Auditoría Superior del Estado, en los términos que disponga la ley.
LI.
Ratificar, a los Magistrados del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza, que designe el Gobernador del Estado, por el voto de las dos terceras partes de los miembros presentes.

LII.
Ratificar el nombramiento del titular de la Secretaría responsable del control interno del Ejecutivo del Estado y entidades estatales y designar con el voto de las dos terceras partes de los miembros presentes a los de Organismos Públicos Autónomos.

LIII.
Nombrar al Titular de la Fiscalía Especializada en Delitos por Hechos de Corrupción en los términos de esta Constitución.

LIV.
Las demás que le confieran la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, esta Constitución y los demás ordenamientos legales.

Artículo 73. ... 

I. a IV. … 

V.
Otorgar o negar su aprobación a los nombramientos de magistrados del Tribunal Superior de Justicia, del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, que les someta el Gobernador del Estado, en los términos de esta Constitución y las leyes.

VI. a VIII. …

Artículo 74-B. … 

I.
Fiscalizar en forma posterior los ingresos, egresos y deuda; el manejo, la custodia y la aplicación de fondos y recursos de los Poderes del Estado y de los entes públicos estatales y municipales, así como realizar auditorías sobre el desempeño en el cumplimiento de los objetivos contenidos en los planes y programas estatales y municipales, a través de los informes que se rendirán en los términos que dispongan esta Constitución y las leyes. Fiscalizará además, de manera coordinada con las autoridades de la Federación, las participaciones federales asignadas al Estado y los municipios.

…

Los informes de auditoría de la Auditoría Superior del Estado tienen carácter público.

II.
Investigar los actos u omisiones que impliquen alguna irregularidad o conducta ilícita en el ingreso, egreso, manejo, custodia y aplicación de fondos y recursos estatales, y efectuar visitas domiciliarias, únicamente para exigir la exhibición de libros, papeles o archivos indispensables para la realización de sus investigaciones, sujetándose a las leyes y a las formalidades establecidas para los cateos.

III.
Derivado de sus investigaciones, promover las responsabilidades que sean procedentes ante el Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza y la Fiscalía Especializada en Delitos por Hechos de Corrupción de la Fiscalía General de Justicia del Estado, para la imposición de las sanciones que correspondan a los servidores públicos estatales y municipales y, en su caso, a los particulares, en los términos de esta Constitución y las leyes.
IV.
Se deroga.
…

…

Artículo 74-C. La Auditoría Superior del Estado entregará el Informe Anual de Resultados de la fiscalización superior de las cuentas públicas, en los términos que señale la ley, a más tardar el 31 de diciembre del año siguiente al ejercicio fiscalizado.
Artículo 76. …

I. a IV.
 …

V.
No ser secretario de la administración pública estatal, magistrado del Poder Judicial, presidente municipal, síndico o regidor, consejero o integrante del órgano de dirección de los organismos públicos autónomos, magistrado del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza, Fiscal General del Estado, titulares de los organismos descentralizados, miembro de los órganos directivos y técnicos o integrante del cuerpo del servicio profesional electoral del Instituto, ni secretario del Tribunal Electoral del Poder Judicial del Estado, salvo que se separe de su encargo en los términos que señale la legislación reglamentaria.

VI. a VII. …

Artículo 82. …

I. a VIII. ...

IX.
Someter al Congreso del Estado para su ratificación, los nombramientos de los Magistrados del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza.

X. a XI. …

XII.
Intervenir en la designación del Fiscal General del Estado, en términos de lo dispuesto en esta Constitución.
XIII. a XXII. …

XXIII.
Someter al Congreso del Estado, en los términos de esta Constitución y demás disposiciones aplicables, los nombramientos de Magistrados Numerarios y Supernumerarios del Tribunal Superior de Justicia y del Tribunal de Conciliación y Arbitraje.

XXIV a XXX. …

Artículo 89. Los Secretarios del Ramo y los Directores Generales o sus equivalentes de las entidades paraestatales, previa anuencia del Gobernador, así como los titulares de los organismos públicos autónomos concurrirán a las sesiones del Congreso, para que informen cuando se discuta una Ley o se estudie un asunto concerniente a sus respectivos ramos o actividades.

Artículo 92. Los reglamentos interiores de cada una de las secretarias del ramo serán expedidos por el Gobernador del Estado y en ellos se determinarán las atribuciones de sus unidades administrativas.

Artículo 113. La procuración de justicia es una función esencial y por tanto indelegable del Estado que tiene por objeto proteger los intereses de la sociedad y resguardar la observancia de la ley, particularmente por lo que toca a la investigación y persecución de los delitos del orden común. Se ejerce a través de un organismo público autónomo, dotado de personalidad jurídica y de patrimonio propios, denominado Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza que se integra por el Ministerio Público, sus órganos auxiliares y áreas de apoyo.
…

…

…

El Fiscal General del Estado presidirá al Ministerio Público y será el titular de la fiscalía, con las facultades y obligaciones que establecen esta Constitución y las leyes. En el ámbito de la investigación y persecución de los delitos, las decisiones del Fiscal General del Estado únicamente estarán sujetas al mandato de la ley.

La Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza contará con una Fiscalía Especializada en Delitos por Hechos de Corrupción, dotada de autonomía técnica y operativa para investigar y perseguir los hechos que la ley considera como delitos por hechos de corrupción, cuyo titular será nombrado previa convocatoria, pública, abierta y transparente por las dos terceras partes de los diputados presentes del Congreso. El Ejecutivo podrá objetar dicho nombramiento, en cuyo caso se procederá a un nuevo nombramiento en los términos de este párrafo.

El titular de la Fiscalía Especializada en Delitos por Hechos de Corrupción, podrá ser removido libremente por el Fiscal General del Estado. La remoción podrá ser objetada por el voto de la mayoría de los miembros presentes del Congreso del Estado dentro de un plazo de diez días hábiles, en cuyo caso el titular de la Fiscalía Especializada será restituido en el ejercicio de sus funciones.

Artículo 114.- Los requisitos, la designación, el ejercicio y la remoción del cargo de Fiscal General del Estado, se sujetará a las bases siguientes:
I.
Para ocupar el cargo se requerirá:
1.
Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos.

2.
Tener cuando menos treinta y cinco años cumplidos el día de la designación.

3.
Contar, con título profesional de licenciado en derecho, expedido por autoridad o institución legalmente facultada para ello y cédula profesional que acredite su registro ante autoridad competente y contar con una antigüedad mínima de 10 años en el ejercicio de la profesión.

4.
Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por la comisión de delito doloso.

5.
No estar suspendido ni haber sido destituido o inhabilitado por resolución firme como servidor público.
6.
Haber residido en el Estado durante los cinco años anteriores al día de la designación.

II.
La designación y remoción se realizarán conforme al siguiente procedimiento:

1.
A partir de la ausencia definitiva del Fiscal General del Estado, el Congreso del Estado, previa convocatoria pública abierta y transparente, contará con veinte días para integrar una lista de al menos diez candidatos al cargo, aprobada por las dos terceras partes de los miembros presentes, la cual enviará al Ejecutivo del Estado.

Si el Ejecutivo del Estado no recibe la lista en el plazo antes señalado, enviará libremente al Congreso del Estado una terna y designará provisionalmente al Fiscal General del Estado, quien ejercerá sus funciones hasta en tanto se realice la designación definitiva conforme a lo establecido en este artículo. En este caso, el Fiscal General del Estado designado podrá formar parte de la terna.

2.
Recibida la lista a que se refiere la fracción anterior, dentro de los diez días siguientes el Ejecutivo del Estado formulará una terna y la enviará a consideración del Congreso del Estado.

3.
El Congreso del Estado, con base en la terna y previa comparecencia de las personas propuestas, designará al Fiscal General del Estado con el voto de las dos terceras partes de los miembros presentes dentro del plazo de diez días.

En caso de que el Ejecutivo del Estado no envíe la terna a que se refiere la fracción anterior, el Congreso del Estado tendrá diez días para designar al Fiscal General del Estado de entre los candidatos de la lista que señala el numeral 1.

Si el Congreso del Estado no hace la designación en los plazos que establecen los párrafos anteriores, el Ejecutivo del Estado designará al Fiscal General del Estado de entre los candidatos que integren la lista o, en su caso, la terna respectiva.

4.
El Fiscal General del Estado podrá ser removido por el Congreso del Estado por las causas graves que establezca la ley, en la forma y términos que fijen esta Constitución y la ley de la materia. La remoción deberá ser aprobada por el voto de las dos terceras partes de los miembros presentes.
5.
En los recesos del Congreso del Estado, la Diputación Permanente lo convocará de inmediato a sesión extraordinaria para la designación o formulación de objeción a la remoción del Fiscal General del Estado.

6.
Las ausencias del Fiscal General del Estado serán suplidas en los términos que determine la ley.

III.
Antes de tomar posesión de su cargo deberá rendir la protesta de ley ante el Congreso del Estado.
IV.
El período constitucional del Fiscal General del Estado será de siete años.
V.
En tanto se designe nuevo Fiscal General del Estado y rinda la protesta de ley, ocupará el cargo el servidor público que conforme a la ley deba cubrir su ausencia.
VI.
El cargo será incompatible con cualquier otro empleo, cargo o comisión de carácter público o privado, así como con el ejercicio libre de la profesión de abogado. Sin embargo, podrá realizar labores docentes y actividades de investigación académica y/o científica, en los términos previstos por la ley de la materia. 

Artículo 115.- El Fiscal General del Estado tendrá los siguientes deberes y atribuciones:
I.
Ser el titular y rector de la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza y presidir al Ministerio Público.
II.
Velar por el respeto de las instituciones constitucionales y los derechos humanos, con cuantas actuaciones exijan su defensa.
III.
Participar en el Sistema Nacional de Seguridad Pública y en el Sistema de Seguridad Pública del Estado.
IV.
Formular iniciativas de ley ante el Congreso del Estado, en materia de procuración de justicia.
V.
Emitir los reglamentos, circulares y demás disposiciones administrativas que regulen los procedimientos, materias, funciones y servicios públicos de su competencia.
VI.
Atender las visitas, quejas, propuestas de conciliación y recomendaciones de la Comisión Nacional y de la Comisión Estatal de los Derechos Humanos.
VII.
Nombrar y remover de conformidad con la ley, a los servidores públicos bajo su dependencia, siempre y cuando el nombramiento no esté previsto de manera especial por esta Constitución o las leyes.
VIII.
Asignar y desplazar libremente a los servidores públicos en las labores de procuración de justicia, investigación y atención de procesos. Asimismo, determinar el criterio y la posición que la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza asumirá en cada caso.
IX.
Coordinar los trabajos tendientes a conformar las políticas públicas de procuración de justicia en el Estado.
X.
Investigar, por sí o por conducto del personal de su dependencia, de oficio o con base en la denuncia o querella formuladas, los hechos que puedan constituir delito.
XI.
Ejercitar las acciones penales y civiles dimanantes de delitos o de situaciones jurídicas en que exista interés público u oponerse a las ejercitadas por otros, cuando proceda.
XII.
Suministrar al Gobernador información sobre las investigaciones cuando sea necesario para la preservación del orden público.
XIII.
Elaborar cada año el proyecto de presupuesto de la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza y hacerlo llegar al Ejecutivo del Estado, para su inclusión en el presupuesto de egresos.  Por la especialidad de la función, cualquier modificación deberá ser puesta a consideración del Fiscal General del Estado para que fundamente las necesidades planteadas o establezca prioridades. 

XIV.
Denunciar ante el Pleno del Tribunal Superior de Justicia las tesis que estime contradictorias para su depuración, en asuntos en materia penal y procesal penal, así como los relacionados con el ámbito de sus funciones. 

XV.
Presentar anualmente a los Poderes Legislativo y Ejecutivo un informe de actividades y comparecer ante el Congreso del Estado cuando se le cite a rendir cuentas o a informar sobre su gestión.
XVI.
El Fiscal General del Estado, podrá concurrir ante el Congreso cuando las leyes que se discutan sean de su competencia.
XVII.
Expedir los reglamentos que requiera la procuración de justicia para hacerla pronta y expedita, los cuales deberán tener como principios rectores el respeto a los derechos humanos de las víctimas, de los indiciados y los probables responsables de los delitos, en los términos que disponga la ley que rija su función.
XVIII.
Las demás que le atribuyan las leyes.
Artículo 135. El poder Judicial se deposita, para su ejercicio, en el Tribunal Superior de Justicia, en el Tribunal de Conciliación y Arbitraje, en los Tribunales Distritales, en los Juzgados de Primera Instancia, cualquiera que sea su denominación, en el Consejo de la Judicatura y en los demás órganos judiciales que con cualquier otro nombre determinen las leyes.

…

I. a II. …

III.-
De seis años en el primer ejercicio del encargo para los Magistrados del Tribunal de Conciliación y Arbitraje y de los Tribunales Unitarios de Distrito, que se contará a partir de la fecha de su designación. 

…

…

Artículo 136. La competencia, organización y atribuciones del Tribunal Superior de Justicia, así como facultades, deberes y responsabilidades de los magistrados, se regirán por esta Constitución y demás leyes. Será Presidente del Tribunal, el magistrado que designe el Pleno, en los términos establecidos por la ley de la materia, y durará en su encargo cinco años y podrá ser reelecto por igual término. Mientras ejerza su función no integrara sala. 

El Tribunal Superior de Justicia se compondrá de catorce Magistrados y funcionará en Pleno o en Salas.

Se establecerá una Sala Auxiliar del Tribunal, cuya jurisdicción comprenderá los Distritos Judiciales de Viesca y San Pedro y tendrá la competencia que determine la propia ley. Esta Sala Auxiliar se integrará por tres Magistrados numerarios y tres Magistrados supernumerarios. El Presidente de la Sala Auxiliar será integrante del Pleno.

Los Magistrados del Tribunal de Conciliación y Arbitraje y de los Tribunales Unitarios de Distrito no integrarán el Pleno.

La competencia, procedimientos, organización del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, de los Tribunales Distritales, de los juzgados de Primera Instancia cualquiera que sea su denominación, y de los demás órganos jurisdiccionales que determinen las leyes, así como las facultades, deberes y responsabilidades de los servidores públicos judiciales, se regirán por lo dispuesto en las leyes según los principios de esta Constitución.

Artículo 136-A. El Tribunal de Conciliación y Arbitraje es un órgano especializado del Poder Judicial, dotado de autonomía constitucional, independencia y de plena jurisdicción conforme a las bases siguientes:

I.
Funcionará con una Sala Superior y Salas Especiales en los términos que establezca la Ley;

II.
La Sala Superior se integrará por tres Magistrados numerarios y tres Magistrados supernumerarios;

III.
El Tribunal de Conciliación y Arbitraje será competente para conocer y resolver, en los términos de las leyes de la materia, los conflictos que se susciten entre:

a.
El Poder Legislativo y sus trabajadores;

b.
El Poder Ejecutivo y sus trabajadores;

c.
El Poder Judicial y sus trabajadores, con excepción de los del Tribunal Superior de Justicia, el que conocerá de los conflictos laborales con sus trabajadores;

d.
Los Municipios y sus trabajadores;

e.
Los organismos públicos autónomos y sus trabajadores;

f.
Los trabajadores al servicio de la Educación y sus Sindicatos, con cualquiera de los tres Poderes y organismos públicos autónomos.

IV.
El procedimiento de designación de los Magistrados del Tribunal de Conciliación y Arbitraje se sujetará a lo dispuesto por el artículo 146 de esta Constitución y demás disposiciones aplicables;

V.
Los Magistrados del Tribunal de Conciliación y Arbitraje deberán cumplir con los requisitos establecidos en el artículo 138 de esta Constitución y tener como mínimo tres años de experiencia acreditable en materia laboral;

VI.
El presidente del Tribunal de Conciliación y Arbitraje será elegido, de entre sus miembros, para ejercer el cargo por tres años y podrá ser reelecto por igual período;

VII.
La administración, vigilancia y disciplina del Tribunal de Conciliación y Arbitraje corresponderán, en los términos que señale la ley, al Consejo de la Judicatura. El Presidente del Tribunal de Conciliación y Arbitraje formará parte del Consejo de la Judicatura siempre con voz, y voto únicamente en los asuntos que le competan al Tribunal que preside.

Artículo 137. El Pleno y las Salas del Tribunal Superior de Justicia del Estado, el Tribunal de Conciliación y Arbitraje y los Tribunales Unitarios de Distrito, están facultados para formar jurisprudencia local en los términos que establezca la ley.

Artículo 138. Para ser nombrado Magistrado del Tribunal Superior de Justicia y del Tribunal de Conciliación y Arbitraje se requiere:

I. a V. …

VI.
No haber ocupado el cargo de Secretario del Ramo o su equivalente, en la Administración Pública Estatal, de Fiscal General del Estado, de Diputado local, de Presidente Municipal o alguno de los cargos a que se refiere el artículo 95, fracción VI de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, durante el año previo al día de su nombramiento.

Los nombramientos de los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia y del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, deberán recaer preferentemente entre aquellas personas que hayan servido con eficiencia, capacidad y probidad en la impartición de justicia o que se hayan distinguido por su honorabilidad, competencia y antecedentes profesionales en el ejercicio de la actividad jurídica.

Artículo 143. …

El Consejo de la Judicatura estará integrado por seis Consejeros, uno de los cuales será el Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Estado, quien lo presidirá con voz y voto de calidad; uno designado por el Ejecutivo del Estado; uno designado por el Congreso del Estado; un Magistrado del Tribunal Superior de Justicia, un Magistrado de Tribunal Distrital y un Juez de Primera Instancia, que serán los de mayor antigüedad en el ejercicio de los respectivos cargos. El Presidente del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, formará parte siempre del Consejo con voz, pero sólo tendrá voto cuando se trate de asuntos relativos al Tribunal que preside.

…

…

…

…

…

…

Artículo 146. Los nombramientos de los magistrados del Tribunal Superior de Justicia serán hechos por el Gobernador del Estado de la lista de candidatos que le presente el Consejo de la Judicatura y sometidos a la aprobación del Congreso, o en su caso, de la Diputación Permanente, cuando proceda, el que la otorgará o negará dentro del improrrogable término de cinco días.  

…

…

…

…

Artículo 148. Los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia y del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, al iniciar el ejercicio de su cargo, rendirán la protesta de ley ante el Congreso del Estado y, en sus recesos, ante la Diputación Permanente.

…

…

Artículo 158. …

…

…

…

I.
…
1. a 8. …

…

…

…

1.
...

El Fiscal General del Estado, podrá promover en materia penal y procesal penal, así como las relacionadas con el ámbito de sus funciones.

2. a 4. ...


II.
...

...

1.
...

a) El Ejecutivo del Estado por sí o por conducto de quien le represente legalmente. 

b) a d)
...

e)
El Fiscal General del Estado, en materia penal y procesal penal, así como las relacionadas con el ámbito de sus funciones.

f)
...

2. a 4. ...

...

...

TÍTULO SÉPTIMO

CAPÍTULO I

Del Sistema Estatal Anticorrupción y de las Responsabilidades Vinculadas con Faltas Administrativas Graves o Hechos de Corrupción, y de la Patrimonial del Estado

Artículo 159. Para los efectos de las responsabilidades a que alude este Título, se considerarán servidores públicos, los representantes de elección popular, los miembros del Poder Judicial y de la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza, los funcionarios y empleados del Estado, y de los Municipios, y en general, toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en la Administración Pública, Estatal o Municipal y en las entidades paraestatales y paramunicipales, así como a los integrantes de los organismos a los que esta Constitución otorga autonomía, quienes serán responsables por los actos y omisiones en que incurran en el desempeño de sus funciones.  

Los servidores públicos a que se refiere el presente artículo estarán obligados a presentar, bajo protesta de decir verdad, su declaración patrimonial, fiscal y de intereses ante las autoridades competentes y en los términos que determinen las leyes y disposiciones aplicables.
Asimismo, serán sujetos de responsabilidad, los particulares que intervengan en hechos vinculados con faltas administrativas graves o hechos de corrupción, de conformidad con lo que determinen las leyes.

Artículo 160. Los servidores públicos y particulares que incurran en responsabilidad frente al Estado, serán sancionados conforme a lo siguiente:
I.
Se impondrán, mediante juicio político, las sanciones señaladas en el artículo 164 a los servidores públicos a que se refiere el artículo 163, cuando en el ejercicio de sus funciones incurran en actos u omisiones que redunden en perjuicio de los intereses públicos fundamentales o de su buen despacho.

No procede el juicio político por la mera expresión de ideas.

II.
La comisión de delitos por parte de cualquier servidor público o particular que incurran por hechos de corrupción, será perseguida y sancionada en los términos de la legislación penal.

III.
Se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos, por los actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban observar en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones de conformidad con la Ley General de la materia y demás ordenamientos legales aplicables. Las leyes establecerán los procedimientos para la investigación y sanción de dichos actos u omisiones.

Las faltas administrativas graves serán investigadas y substanciadas por la Auditoría Superior del Estado y los órganos internos de control, según corresponda, y serán resueltas por el Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza. Las demás faltas y sanciones administrativas, serán investigadas, substanciadas y resueltas por los órganos internos de control.

Para la investigación, substanciación y sanción de las responsabilidades administrativas de los miembros del Poder Judicial del Estado se estará a lo previsto por el artículo 143 de esta Constitución y las leyes aplicables, sin perjuicio de las atribuciones de la Auditoría Superior del Estado en materia de fiscalización del manejo, custodia y aplicación de los recursos públicos.

La ley establecerá los supuestos y procedimientos para impugnar la clasificación de las faltas administrativas como no graves, que realicen los órganos internos de control.

La ley señalará los casos de prescripción de la responsabilidad administrativa tomando en cuenta la naturaleza y consecuencia de los actos y omisiones a que hace referencia la fracción III de este artículo. Cuando dichos actos u omisiones fuesen graves los plazos no serán inferiores a siete años.

Las dependencias y entidades estatales y municipales, así como los Organismos Públicos Autónomos, tendrán órganos internos de control con las facultades que determine la ley para prevenir, corregir e investigar actos u omisiones que pudieran constituir responsabilidades administrativas; para substanciar y sancionar aquéllas distintas a las que son competencia del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza; substanciar y promover ante el Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza los procedimientos para la sanción de faltas administrativas graves y de particulares vinculados con las mismas; revisar el ingreso, egreso, manejo, custodia y aplicación de recursos públicos estatales; así como presentar las denuncias por hechos u omisiones que pudieran ser constitutivos de delito ante la Fiscalía Especializada en Delitos por Hechos de Corrupción de la Fiscalía General de Justicia del Estado a que se refiere esta Constitución.

IV.
El Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza impondrá a los particulares que intervengan en actos vinculados con faltas administrativas graves, con independencia de otro tipo de responsabilidades, las sanciones económicas, inhabilitación para participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públicas estatales o municipales, así como el resarcimiento de los daños y perjuicios ocasionados a la hacienda pública estatal o municipal, a las dependencias o entidades estatales o municipales o a los Organismos Públicos Autónomos. 

Las personas morales serán sancionadas en los términos de la ley, cuando los actos vinculados con faltas administrativas graves sean realizados por personas físicas que actúen a nombre o representación de la persona moral y en beneficio de ella. También podrá ordenarse la suspensión de actividades, disolución o intervención de la sociedad respectiva cuando se trate de faltas administrativas graves que causen perjuicio a la hacienda pública o a los entes públicos, estatales o municipales, siempre que la sociedad obtenga un beneficio económico y se acredite participación de sus órganos de administración, de vigilancia o de sus socios, o en aquellos casos que se advierta que la sociedad es utilizada de manera sistemática para vincularse con faltas administrativas graves; en estos supuestos la sanción se ejecutará hasta que la resolución sea definitiva. Las leyes establecerán los procedimientos para la investigación e imposición de las sanciones aplicables de dichos actos u omisiones.

Los procedimientos para la aplicación de las sanciones mencionadas, serán autónomos en su desarrollo. No podrán imponerse dos veces, por una sola conducta, sanciones de la misma naturaleza.

Cualquier ciudadano, bajo su más estricta responsabilidad y mediante la presentación de elementos de prueba, podrá formular denuncia ante el Congreso del Estado, respecto de las conductas a las que se refiere el presente artículo.

En el cumplimiento de sus atribuciones, a los órganos responsables de la investigación y sanción de responsabilidades administrativas y hechos de corrupción no les serán oponibles las disposiciones dirigidas a proteger la secrecía de la información en materia fiscal o la relacionada con operaciones de depósito, administración, ahorro e inversión de recursos monetarios. La ley de la materia establecerá los procedimientos para que les sea entregada dicha información.

La Auditoría Superior del Estado y la secretaría del ejecutivo estatal responsable del control interno, podrán recurrir las determinaciones de la Fiscalía Especializada en Delitos por Hechos de Corrupción de la Fiscalía General de Justicia del Estado y del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza, de conformidad con lo previsto en la fracción V, Apartado C del artículo 157 de esta Constitución, y demás leyes aplicables.

La responsabilidad del Estado por los daños que, con motivo de su actividad administrativa irregular, cause en los bienes o derechos de los particulares, será objetiva y directa. Los particulares tendrán derecho a una indemnización conforme a las bases, límites y procedimientos que establezcan las leyes.

Artículo 161. La ley de la materia determinará, los casos y las circunstancias en que se deba sancionar penalmente por causa de enriquecimiento ilícito a los servidores públicos que durante el tiempo de su encargo o con motivo del mismo, por sí o por interpósita persona, aumenten su patrimonio y no puedan acreditar la legítima procedencia de los bienes que hayan adquirido o de aquellos respecto de los cuales actúen como dueños.

Las leyes aplicables, sancionarán el enriquecimiento ilícito con el decomiso, o en su caso, con la extinción de dominio de dichos bienes, además de las otras penas que correspondan.

Artículo 163. Podrán ser sujetos de juicio político los diputados del Congreso del Estado; el Auditor Superior del Estado; el Gobernador del Estado; los Secretarios del ramo; los subsecretarios; el Fiscal General del Estado, los fiscales, los fiscales especializados; los directores generales o su equivalente en las entidades y los directores de las dependencias del Poder Ejecutivo y de la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza; los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia; del Tribunal Electoral; del Tribunal de Conciliación y Arbitraje; de los Tribunales Distritales; los jueces de primera instancia; los Magistrados del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza; los presidentes, regidores y síndicos de los Ayuntamientos del Estado; los integrantes de los concejos municipales; los directores generales o sus equivalentes de las entidades paraestatales y paramunicipales; así como los titulares e integrantes de los consejos y asambleas generales de los organismos públicos autónomos, cualquiera que sea su denominación.

…

Artículo 165. Se podrá proceder penalmente contra el Gobernador del Estado; los Diputados del Congreso del Estado; el Auditor Superior del Estado; los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia; del Tribunal Electoral; del Tribunal de Conciliación y Arbitraje; de los Tribunales Distritales; los jueces de primera instancia; los Magistrados del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza; los secretarios del ramo; el Fiscal General del Estado, los fiscales y fiscales especializados; los presidentes, regidores y síndicos de los Ayuntamientos; los integrantes de los consejos municipales; y así como los titulares e integrantes de los consejos o asambleas generales de los organismos públicos autónomos, cualquiera que sea su denominación, por la comisión de delitos durante el tiempo de su encargo, éstos quedaran sujetos a la acción del Pleno del Tribunal Superior de Justicia, el cual fallará en definitiva, previas las formalidades esenciales del procedimiento y con audiencia del inculpado y del acusador, si lo hubiere.

Lo anterior se realizará conforme a las bases siguientes:

Durante el proceso penal, el servidor público podrá seguir en su encargo salvo que se le imponga alguna medida cautelar consistente en prisión preventiva, o alguna otra medida que restrinja o limite su libertad, según lo establezca la ley de la materia aplicable. Las medidas cautelares no podrán consistir en prisión preventiva, restricción o limitación de la libertad, salvo en los casos de delincuencia organizada, delitos relacionados con hechos de corrupción, suspensión temporal en el ejercicio del cargo cuando se le atribuye un delito cometido por servidores públicos; así como delitos graves que determine la ley en contra de la seguridad de la nación y de la salud. 

En caso de que la sanción impuesta haga incompatible el ejercicio del cargo, se separará al sentenciado de sus funciones. La separación del cargo, tendrá efectos mientras se extingue la pena.

Artículo 166. Si el delito que se impute a algún funcionario se hubiere cometido antes de que ejerza el cargo, se estará al procedimiento establecido en el artículo anterior. 

Cuando alguno de los servidores públicos a que hace referencia el artículo 165 de esta Constitución cometa un delito durante el tiempo que se encuentre separado de su cargo, no se aplicará lo que señala dicho precepto.

Si el servidor público ha vuelto a ejercer sus funciones propias o ha sido nombrado electo para desempeñar un cargo distinto, pero de los enumerados en el artículo anterior, se procederá de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 165 de este ordenamiento.

Artículo 167. El Sistema Estatal Anticorrupción es la instancia de coordinación entre las autoridades estatales y municipales competentes en la prevención, detección y sanción de responsabilidades administrativas y hechos de corrupción, así como en la fiscalización y control de recursos públicos. Para el cumplimiento de su objeto se sujetará a las siguientes bases mínimas:

I.
El Sistema contará con un Comité Coordinador que estará integrado por los titulares de la Auditoría Superior del Estado; de la Fiscalía Especializada en Delitos por Hechos de Corrupción; de la secretaría del Ejecutivo Estatal responsable del control interno; por el presidente del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza; el Presidente del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información; así como por un representante del Consejo de la Judicatura y otro del Consejo de Participación Ciudadana, que será quien presida el Comité de Coordinación en los términos que establece la ley de la materia.

II.
El Consejo de Participación Ciudadana del Sistema deberá integrarse por cinco ciudadanos que se hayan destacado por su contribución a la transparencia, la rendición de cuentas o el combate a la corrupción y serán designados en los términos que establezca la ley.
III.
Corresponderá al Comité Coordinador del Sistema, en los términos que determine la Ley:

a)
El establecimiento de mecanismos de coordinación entre los organismos que integran el sistema estatal con los municipios del Estado.

b)
El diseño y promoción de políticas integrales en materia de fiscalización y control de recursos públicos, de prevención, control y disuasión de faltas administrativas y hechos de corrupción, en especial sobre las causas que los generan.

c)
La determinación de los mecanismos de suministro, intercambio, sistematización y actualización de la información que sobre estas materias generen las instituciones competentes de los órdenes de gobierno.

d)
El establecimiento de bases y principios para la efectiva coordinación de las autoridades de los órdenes de gobierno en materia de fiscalización y control de los recursos públicos.

e)
La elaboración de un informe anual que contenga los avances y resultados del ejercicio de sus funciones y de la aplicación de políticas y programas en la materia.


Derivado de este informe, podrá emitir recomendaciones no vinculantes a las autoridades, con el objeto de que adopten medidas dirigidas al fortalecimiento institucional para la prevención de faltas administrativas y hechos de corrupción, así como al mejoramiento de su desempeño y del control interno. Las autoridades destinatarias de las recomendaciones informarán al Comité sobre la atención que brinden a las mismas.

CAPÍTULO II

Del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza

Artículo 168-A. El Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza, es un organismo, con personalidad jurídica y patrimonio propios, dotado de plena autonomía para dictar sus fallos, y que establecerá su organización, su funcionamiento y los recursos para impugnar sus resoluciones.

Es competente para resolver las controversias que se susciten entre la administración pública del Estado y los municipios y los particulares; imponer sanciones a los servidores públicos por las responsabilidades administrativas que la ley determine como graves y a los particulares que participen en actos vinculados con dichas responsabilidades; y fincar el pago de indemnizaciones y sanciones pecuniarias derivadas de los daños y perjuicios a la hacienda pública del estado o de los municipios, o al patrimonio de los entes públicos estatales y municipales.

Estará integrado al menos por 5 magistrados, designados por el Gobernador del Estado, y ratificados por las dos terceras partes de los miembros presentes del Pleno, o de la Diputación permanente del Congreso del Estado, la duración de su encargo será de 15 años improrrogables y sólo podrán ser removidos del mismo por las causas graves señaladas por la ley.

Para ser Magistrado del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza se requiere:

I.
Ser mexicano por nacimiento, en ejercicio de sus derechos políticos y civiles y haber residido efectivamente en el Estado durante los últimos cinco años;

II.
Tener 35 años cumplidos al día de su designación;

III.
No padecer enfermedad física o mental, que lo inhabilite para el desempeño del encargo;

IV.
Ser licenciado en derecho con título y cédula profesional, con ocho años de antigüedad, al día de su designación;

V.
Tener por lo menos cinco años de experiencia profesional en materia administrativa o fiscal;

VI.
Ser de notoria buena conducta y honorabilidad manifiesta;

VII.
No ser ministro de algún culto religioso, a menos que se separe formal y definitivamente de su ministerio, cuando menos cinco años antes del día de su designación; y

VIII.
No haber sido condenado en sentencia ejecutoria, por delito intencional, ni haber sido inhabilitado o suspendido por más de tres meses como servidor público. 

El Congreso expedirá la ley en que se determine la organización y funcionamiento del Tribunal, así como su procedimiento y los recursos que procedan contra sus resoluciones.

T R A N S I T O R I O S

PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado, sin perjuicio de lo previsto en los transitorios siguientes.

SEGUNDO.- El Congreso del Estado dentro de los sesenta días naturales siguientes a la publicación del presente decreto, emitirá declaratoria expresa de entrada en vigor de la autonomía constitucional de la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Las disposiciones del presente decreto relativas a la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza entrarán en vigor con la declaratoria señalada en el párrafo anterior.

Una vez constituida la Fiscalía General, la Fiscalía Especializada en Delitos por Hechos de Corrupción pasará a formar parte de aquella.

TERCERO.- Expedida la declaratoria a que se refiere el segundo transitorio, los recursos humanos, materiales, financieros y presupuestales, así como los asuntos en trámite de la Procuraduría General de Justicia del Estado, se transferirán a la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Los trabajadores de la Procuraduría General de Justicia del Estado que con motivo de la aplicación del presente decreto deban quedar adscritos a una dependencia diferente a su actual centro de trabajo o a la Fiscalía General, en ninguna forma resultarán afectados en sus derechos laborales.

CUARTO.- Los Contratos, Convenios o Acuerdos celebrados por la Procuraduría General de Justicia del Estado con Secretarías, Dependencias o Entidades de la Administración Pública Estatal, Federal, y de los Municipios, así como con cualquier persona física o moral, serán asumidos por la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza o el Fiscal General del Estado.

QUINTO.- Los procedimientos jurisdiccionales y administrativos, relacionados con la separación, remoción, cese o cualquier otra forma de conclusión de los servicios de trabajadores o empleados al servicio de la Procuraduría General de Justicia del Estado que estuviesen en trámite a la entrada en vigor de este decreto, se concluirán conforme a la normativa que les era aplicable al inicio del procedimiento de que se trate. 

Los procedimientos administrativos de responsabilidad o disciplinarios iniciados a la fecha a los servidores públicos de la Procuraduría General de Justicia del Estado que se encuentren en trámite o pendientes de resolución a la entrada en vigor de este decreto, se continuarán tramitando conforme a las disposiciones legales aplicables al inicio del procedimiento.

El trámite de los procedimientos administrativos señalados en este artículo, será responsabilidad de los servidores públicos a los que se les atribuya la competencia para su desahogo, conforme al presente decreto y las disposiciones aplicables. 

SEXTO.- En tanto no se emita la Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza, se continuará aplicando a está, en lo conducente, la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Coahuila de Zaragoza, su reglamento y demás disposiciones aplicables. 

Las disposiciones legales o administrativas que hagan referencia a la Procuraduría General de Justicia del Estado, al Procurador General de Justicia del Estado y a los Subprocuradores o Fiscales, se entenderán hechas a la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza, al Fiscal General del Estado, así como a las autoridades de la Fiscalía General equivalentes a los Subprocuradores o Fiscales, respectivamente.

SÉPTIMO.- Las disposiciones relativas a la Auditoría Superior del Estado, a la Fiscalía Especializada en Delitos por Hechos de Corrupción, a los órganos internos de control, y al régimen de responsabilidades de servidores públicos estatales y municipales, de particulares vinculados con faltas administrativas graves o hechos de corrupción, y de la responsabilidad patrimonial del estado serán aplicables a partir del día en que entre en vigor la Ley General de Responsabilidades Administrativas.

OCTAVO.- Los titulares de los órganos a que se refiere el presente decreto en la fracción LII del artículo 67, que se encuentren en funciones a la entrada en vigor del mismo, continuarán en su encargo en los términos en los que fueron nombrados.
NOVENO.- Hasta en tanto se emite la declaratoria a que se refiere el artículo segundo transitorio y entran en vigor las disposiciones relativas a la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza, la Procuraduría General de Justicia del Estado contará con una Fiscalía Especializada en Delitos por Hechos de Corrupción, para tal efecto, el Ejecutivo del Estado expedirá el acuerdo de creación de esta Fiscalía Especializada, en el plazo de diez días hábiles contados a partir de la entrada en vigor de este decreto.

DÉCIMO.- El Congreso del Estado a más tardar en un plazo de treinta días naturales, contados a partir de la entrada en vigor del acuerdo de creación a que hace referencia el artículo anterior, deberá designar al Fiscal Especializado en Delitos por Hechos de Corrupción.

UNDÉCIMO.- Las disposiciones relativas a la competencia del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza y las relacionadas con el Tribunal Contencioso administrativo del Poder Judicial del Estado, entrarán en vigor una vez que los Magistrados del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza sean nombrados por el Titular del Ejecutivo y ratificados por el Congreso del Estado. 

Mientras no se cumpla lo previsto en el párrafo anterior y a partir de la entrada en vigor de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Poder Judicial o quien determine el Consejo de la Judicatura, será competente para imponer sanciones a los servidores públicos por las responsabilidades administrativas que la ley determine como graves y a los particulares que participen en actos vinculados con dichas responsabilidades; y fincar el pago de indemnizaciones y sanciones pecuniarias derivadas de los daños y perjuicios a la hacienda pública del estado o de los municipios, o al patrimonio de los entes públicos estatales y municipales.
DUODÉCIMO.- Los magistrados del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza deberán ser designados en un plazo no mayor a treinta días naturales, contados a partir de la entrada en vigor del presente decreto.

DÉCIMO TERCERO.- El Congreso del Estado y el Ejecutivo a través de la Secretaría de Finanzas y la Secretaría de Fiscalización y Rendición de Cuentas, en el ámbito de sus respectivas competencias, proveerán los recursos humanos, financieros y materiales correspondientes, para el cumplimiento del presente decreto, en términos de las disposiciones aplicables.

DÉCIMO CUARTO.- El Congreso del Estado a partir de la entrada en vigor del presente decreto, contará con los siguientes plazos: 

a)
Un plazo no mayor a treinta días naturales para armonizar la legislación estatal de acuerdo al presente decreto. 

b)
Un plazo no mayor a treinta días naturales para expedir la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa de Coahuila de Zaragoza.

c)
Un plazo no mayor a sesenta días naturales para expedir la Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado de Coahuila de Zaragoza.
DÉCIMO QUINTO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan al contenido del presente decreto.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión encargada de Atender los Procesos Legislativos en Materia de Combate a la Corrupción de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado José María Fraustro Siller, (Coordinador), Dip. Antonio Nerio Maltos (Secretario), Dip. Jesús de León Tello, Dip. Sergio Garza Castillo, Dip. Leonel Contreras Pámanes, Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza, Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez, Dip. Claudia Elisa Morales Salazar, Dip. Luis Gurza Jaidar, Dip. Irma Leticia Castaño Orozco,  Dip. Martha Hortensia Garay Cadena. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 27 de junio de 2017.

COMISIÓN ENCARGADA DE ATENDER LOS PROCESOS LEGISLATIVOS EN MATERIA DE COMBATE A LA CORRUPCIÓN

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO
	RESERVA DE ARTICULOS

	DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER

(COORDINADOR)
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES   



	DIP. ANTONIO NERIO MALTOS

(SECRETARIO)


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. JESÚS DE LEÓN TELLO


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. SERGIO GARZA CASTILLO 
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. LEONEL CONTRERAS PÁMANES 
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. JAVIER DE JESÚS RODRÍGUEZ MENDOZA
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. LUISA IVONE GALLEGOS MARTÍNEZ
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. CLAUDIA ELISA MORALES SALAZAR
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. LUIS GURZA JAIDAR
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES




DICTAMEN de la Comisión de Hacienda de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a la Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de San Pedro, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita una reforma al Artículo 97 correspondiente al Capítulo Cuarto de Ingresos Extraordinarios de la Ley de Ingresos del Municipio de San Pedro, Coahuila de Zaragoza, contenida en el Decreto número 661, de fecha 27 de diciembre de 2016.
RESULTANDO

ÚNICO.- En sesión celebrada en fecha 29 de mayo de 2017, el Pleno del Congreso acordó turnar la iniciativa que nos ocupa a la Comisión de Hacienda, para su estudio y en su caso dictamen.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Que conforme a lo dispuesto en el Artículo 59, fracción IV de la Constitución Política del Estado y en el Artículo 104, inciso A, fracción IV del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, los Ayuntamientos están facultados para iniciar leyes o decretos en todo lo concerniente a su competencia municipal. 

SEGUNDO. Que este Honorable Congreso del Estado autorizó la Ley de Ingresos del Municipio de San Pedro, Coahuila de Zaragoza, para el ejercicio fiscal 2017, mediante Decreto número 661 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, con fecha 27 de diciembre de 2016. 

TERCERO.  Que el Ayuntamiento del Municipio de San Pedro, aprobó por unanimidad de los presentes, mediante acta cabildo N° 09 de fecha 18 de mayo de 2017, reformar su Artículo 97 correspondiente al Capítulo Cuarto de Ingresos Extraordinarios de la Ley de Ingresos del Municipio de San Pedro, Coahuila de Zaragoza, contenida en el Decreto número 661, de fecha 27 de diciembre de 2016, para llevar a cabo la inversión del Programa Nacional de Eficiencia Energética en Alumbrado Público, a través de un crédito con alguna institución financiera que le ofrezca las mejores condiciones crediticias, para lo cual es necesario la reforma al artículo 97 de la mencionada Ley de Ingresos para el año 2017.
CUARTO. Esta comisión encontró que el Municipio de San Pedro, ha cubierto los requisitos necesarios para reformar la mencionada Ley de Ingresos. Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, se estima que se reúnen los elementos de juicio necesario para elaborar el presente dictamen, y proponer a su consideración, análisis, discusión y en su caso aprobación el siguiente:
PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO.  Se reforma el Artículo 97 correspondiente al Capítulo Cuarto de los Ingresos Extraordinarios de la Ley de Ingresos del Municipio de San Pedro, Coahuila de Zaragoza, contenida en el Decreto número 661, de fecha 27 de diciembre de 2016, para quedar como sigue: 

ARTÍCULO 97.- . . . .

Conforme a lo dispuesto en los artículos 11, fracción I, 12, 20 y 23 de la Ley de Deuda Pública para el Estado de Coahuila de Zaragoza, se establece un monto de endeudamiento para el ejercicio fiscal del año 2017, hasta por la cantidad de $50,000,000.00 (CINCUENTA MILLONES DE PESOS 00/100 Moneda Nacional), más intereses y accesorios financieros correspondientes, con objeto de participar en el Proyecto Nacional de Eficiencia Energética en el Alumbrado Público Municipal. Esto no implica la autorización del endeudamiento, para ello deberán dar cumplimiento al artículo 20 de la Ley de Deuda Pública para el Estado de Coahuila de Zaragoza. “Artículo 24.- La autorización de montos y conceptos de endeudamiento en las partidas correspondientes de la Ley de Ingresos del Estado y en las Leyes de Ingresos de los Municipios, no autoriza por sí misma al Poder Ejecutivo del Estado, a los ayuntamientos, ni a las entidades de la administración pública paraestatal o paramunicipal, para la contratación de los créditos o empréstitos cuyos montos y conceptos se encuentren amparados bajo tales partidas, sino que, para que éstos puedan obtener dichos financiamientos deberán presentar y gestionar ante el Congreso, las solicitudes de autorización de endeudamiento correspondientes de acuerdo con lo previsto en el Capítulo Cuarto de esta Ley.
Para la contratación de créditos o empréstitos al amparo del monto de endeudamiento establecidos en el párrafo anterior, además de que no se contará con el aval o garantía del Estado, deberá observarse lo dispuesto en los artículos 4, primer párrafo, 5, 11, fracción I, 12, 20, 23, 24, 25, 28, 30, 35, 36, 40, 42 y 92 de la Ley de Deuda Pública para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

TRANSITORIOS
PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
SEGUNDO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 14 de junio de 2017.

POR LA COMISIÓN DE HACIENDA DE LA LX LEGISLATURA
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DICTAMEN de la Comisión de Hacienda de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a la Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de San Pedro, Coahuila de Zaragoza, mediante el cual solicita una reforma al Artículo 1, Apartado 7 de Ingresos por Ventas de Bienes y Servicios del Presupuesto de Ingresos de 2017, de la Ley de Ingresos del Municipio de San Pedro, Coahuila de Zaragoza, contenida en el Decreto número 661, de fecha 27 de diciembre de 2016.
RESULTANDO

ÚNICO. - En sesión celebrada en fecha 14 de marzo de 2017, el Pleno del Congreso acordó turnar la iniciativa que nos ocupa a la Comisión de Hacienda, para su estudio y en su caso dictamen.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Que conforme a lo dispuesto en el Artículo 59, fracción IV de la Constitución Política del Estado y en el Artículo 104, inciso A, fracción IV del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, los Ayuntamientos están facultados para iniciar leyes o decretos en todo lo concerniente a su competencia municipal. 

SEGUNDO. Que este Honorable Congreso del Estado autorizó la Ley de Ingresos del Municipio de San Pedro, Coahuila de Zaragoza, para el ejercicio fiscal 2017, mediante Decreto número 661 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, con fecha 27 de diciembre de 2016. 

TERCERO.  Que el Ayuntamiento del Municipio de San Pedro, aprobó por unanimidad de los presentes, mediante acta cabildo N° 03 de fecha 23 de febrero de 2017, reformar su Artículo 1, correspondiente al Presupuesto de Ingresos de 2017, de la Ley de Ingresos del Municipio de San Pedro, Coahuila de Zaragoza, que por omisión en el apartado en el numeral 7, correspondientes a Ingresos por Ventas de Bienes y Servicios, se agrega la cantidad de $517.500.00. Determinando que no se modificara la cantidad en la suma total del Presupuesto de Ingresos 2017.

CUARTO. Esta comisión encontró que el Municipio de San Pedro, ha cubierto los requisitos necesarios para reformar la mencionada Ley de Ingresos. Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, se estima que se reúnen los elementos de juicio necesario para elaborar el presente dictamen, y proponer a su consideración, análisis, discusión y en su caso aprobación el siguiente:
PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO.  Se reforma el Artículo 1, Apartado 7 de Ingresos por Ventas de Bienes y Servicios del Presupuesto de Ingresos de 2017, de la Ley de Ingresos del Municipio de San Pedro, Coahuila de Zaragoza, contenida en el Decreto número 661, de fecha 27 de diciembre de 2016, para quedar como sigue: 

ARTÍCULO 1.- . . . .

….

….

	7
	Ingresos por Ventas de Bienes y Servicios
	517,500.00

	
	1
	Ingresos por Ventas de Bienes y Servicios de Organismos Descentralizados
	0.00 

	
	
	1
	Ingresos por Ventas de Bienes y Servicios de Organismos Descentralizados
	0.00 

	
	2
	Ingresos de operación de entidades paraestatales empresariales
	0.00 

	
	
	1
	Ingresos de operación de entidades paraestatales empresariales
	0.00 

	
	3
	Ingresos por ventas de bienes y servicios producidos en establecimientos del Gobierno Central
	0.00 

	
	
	1
	Ingresos por ventas de bienes y servicios producidos en establecimientos del Gobierno Central
	0.00 

	
	4
	
	Ingresos por venta de terrenos
	517,500.00


TRANSITORIOS
PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
SEGUNDO. Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 14 de junio de 2017.
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DICTAMEN presentado por la Comisión de Atención a Grupos en Situación de Vulnerabilidad de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a una iniciativa con proyecto de decreto por la que se propone reformar el Artículo 8 de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Martha Garay Cadena, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben; y,
R E S U L T A N D O

Primero.- En sesión celebrada en fecha 24 de abril de dos mil diecisiete, el Pleno del Congreso acordó turnar la iniciativa que nos ocupa a la Comisión de Atención a Grupos en Situación de Vulnerabilidad. 
Segundo.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Atención a Grupos en Situación de Vulnerabilidad de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, la Iniciativa con proyecto de decreto que propone reformar el Artículo 8 de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Martha Garay Cadena, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional; y,
C O N S I D E R A N D O 
PRIMERO.- Que esta Comisión de Atención a Grupos en Situación de Vulnerabilidad, es competente para emitir el presente dictamen, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 84, 88, 109, 116 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

SEGUNDO.- La iniciativa con proyecto de decreto por la que se propone reformar el Artículo 8 de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores del Estado de Coahuila de Zaragoza, se sustenta en las siguientes consideraciones: 
“De acuerdo con el Instituto Nacional de Personas Adultas Mayores, en nuestro país viven poco más de diez millones 53 mil personas adultas de 60 años o más.  

Sin duda, en los próximos años el porcentaje de personas adultas mayores se incrementará en nuestro país, y en el mundo. De acuerdo con el referido instituto, actualmente la esperanza de vida a partir de los 60 años es de 22.9 años para las mujeres y 20.9 para los hombres.  

Lo anterior, representa una conquista para la medicina, pues el incremento en la expectativa de vida en los últimos años ha sido exponencial. Sin embargo, no solo es necesario aspirar a aumentar la expectativa de vida, sino, además, incrementar la calidad de la misma.

En ese sentido, la comunidad internacional ha reaccionado a este fenómeno y ha llamado su atención la necesidad de generar las condiciones que permitan dignificar el proceso de envejecimiento, a partir de una mayor protección y garantía de los derechos fundamentales de las personas adultas mayores.

Lo que se pretende es transitar de la perspectiva de asistencia social con la que se han venido generando las políticas públicas dirigidas a favor de este grupo de población, hacia un esquema donde la dignidad y desarrollo integral de los mismos, sea la base de los procesos y acciones gubernamentales.

Desde la comunidad internacional ya se ha advertido la referida situación; por ello, el 5 de junio de 2015, en el marco de la Cuadragésima Quinta (XLV) Asamblea General Ordinaria de la Organización de Estados Americanos se aprobó la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores.

Un instrumento regional, primero de su tipo en el mundo, que tiene por objeto promover, proteger y asegurar el reconocimiento y el pleno goce del ejercicio, en condiciones de igualdad, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales de las personas adultas mayores, para contribuir a su plena inclusión, integración y participación en la sociedad, desde una óptica que considera las necesidades y especificidades de este grupo de población.

Si bien esta Convención aun no entra en vigor, ofrece por sí misma, una valiosa herramienta para el quehacer gubernamental, y nos invita a adoptar las medidas políticas, institucionales, administrativas y legislativas tendientes a hacer efectivos los derechos y libertades de las personas adultas mayores.
Uno de los derechos y ejes principales del referido instrumento es la igualdad y, en consecuencia, la prohibición de la discriminación.
La legislación local, a través de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores del Estado de Coahuila de Zaragoza, contiene dicha prohibición; no obstante, esta es más reducida que la contenida en los estándares internacionales y en la propia legislación general.

Al respecto, el artículo 5 de la Convención prohíbe expresamente la discriminación por edad en la vejez, pero establece además la obligación a cargo de los Estados de desarrollar enfoques específicos en sus políticas, planes y legislaciones sobre envejecimiento y vejez, en relación con las personas mayores en condición de vulnerabilidad y, agrega, a aquellas que son víctimas de discriminación múltiple, incluidas las mujeres, las personas con discapacidad, las personas de diversas orientaciones sexuales e identidades de género, las personas migrantes, las personas en situación de pobreza o marginación social, los afrodescendientes y las personas pertenecientes a pueblos indígenas, las personas sin hogar, las personas privadas de libertad, las personas pertenecientes a pueblos tradicionales, las personas pertenecientes a grupos étnicos, raciales, nacionales, lingüísticos, religiosos y rurales, entre otros.

Es decir, incluye a personas adultas mayores que pueden ser discriminadas de manera múltiple por pertenecer a alguno o algunos otros grupos de población especialmente vulnerables.

Por su parte, el diverso artículo 8 de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores, ordenamiento de carácter general, fue objeto de una reforma publicada en el Periódico Oficial de la Federación el pasado 27 de diciembre de 2016, para prohibir la marginación y discriminación además de originada por la edad: por razón de su origen étnico o nacional, el género, las discapacidades, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar sus derechos y libertades. Adecuándose así al texto contenido en el último párrafo del artículo 1° constitucional. 

Sin embargo, de la lectura del correspondiente numeral 8 de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores del Estado de Coahuila de Zaragoza, se puede advertir, como ya se dijo, que la prohibición sobre la marginación y discriminación es más reducida y por lo tanto la protección es menor. 

Señala el artículo en comento: “Ninguna persona adulta mayor podrá ser socialmente marginada o discriminada en ningún espacio público o privado por razón de su edad, género, Estado físico, creencia religiosa o condición social, entre otras circunstancias

La Comisión Estatal de los Derechos Humanos, en el ámbito de su competencia, promoverá y difundirá la cultura de respeto a los derechos de las personas adultas mayores”.

En ese sentido, la presente iniciativa tiene por objeto armonizar la legislación local con los estándares internacionales y nacionales, y en consecuencia, proteger de forma más amplia a las personas adultas mayores contra la marginación o discriminación.”.
TERCERO.- de acuerdo con el Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación, ésta, es una práctica que consiste en dar un trato desfavorable o de desprecio inmerecido a determinada persona o grupo. 

Para efectos jurídicos, continúa el referido Consejo, la discriminación ocurre cuando hay una conducta que demuestre distinción, exclusión o restricción, a causa de alguna característica propia de la persona que tenga como consecuencia anular o impedir el ejercicio de un derecho.

Señala el referido organismo que, si bien a veces es difícil de percibir esta práctica, existen grupos humanos que son víctimas de la discriminación todos los días por alguna de sus características físicas o su forma de vida. 

Lo anterior resulta grave, si consideramos que los efectos de la discriminación en la vida de las personas son negativos y tienen que ver con la pérdida de derechos y la desigualdad para acceder a ellos; lo cual puede orillar al aislamiento, a vivir violencia e incluso, en casos extremos, a perder la vida.
Aunado a lo anterior, pueden existir personas o grupos de personas en las que se presentan dos o más características o circunstancias que los pueden hacer más vulnerables a sufrir discriminación, como es el caso de las personas adultas mayores.

Ene se sentido, quienes esto dictaminamos, coincidimos con la iniciativa presentada en el sentido de ampliar la protección de las personas adultas mayores a la discriminación y marginación, al incrementar los supuestos de prohibición. 
CUARTO.- Por tanto, en base a lo antes expuesto, quienes integramos esta Comisión consideramos procedente lo planteado en la iniciativa que nos ocupa mediante la cual, como ya se ha expuesto, se propone reformar el Artículo 8 de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores del Estado de Coahuila de Zaragoza, por lo que se pone a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforma el Artículo 8 de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 8.- Ninguna persona adulta mayor podrá ser socialmente marginada o discriminada en ningún espacio público o privado por razón de su origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar sus derechos y libertades.

La Comisión de los Derechos Humanos del Estado de Coahuila de Zaragoza, en el ámbito de su competencia, promoverá y difundirá la cultura de respeto a los derechos de las personas adultas mayores.

T R A N S I T O R I O S

ARTÍCULO ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
Así lo acuerdan las y los Diputados integrantes de la Comisión de Atención a Grupos en Situación de Vulnerabilidad de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza; Dip. Martha Hortensia Garay Cadena. (Coordinadora), Dip. Irma Leticia Castaño Orozco (Secretaria), Dip. Claudia Elisa Morales Salazar, Dip. Graciela Trueba Carrillo. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 22 junio de 2017.
COMISIÓN DE ATENCIÓN A GRUPOS EN SITUACIÓN DE VULNERABILIDAD. 
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DICTAMEN presentado por la Comisión de Atención a Grupos en Situación de Vulnerabilidad de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a una iniciativa con proyecto de decreto por la que se propone reformar la fracción XII al Artículo 47 de la Ley de las Personas Adultas Mayores para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Martha Carolina Morales Iribarren, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben; y,
R E S U L T A N D O

Primero.- En sesión celebrada en fecha 5 de abril de dos mil diecisiete, el Pleno del Congreso acordó turnar la iniciativa que nos ocupa a la Comisión de Atención a Grupos en Situación de Vulnerabilidad. 
Segundo.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Atención a Grupos en Situación de Vulnerabilidad de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, la Iniciativa con proyecto de decreto que propone reformar la fracción XII al Artículo 47 de la Ley de las Personas Adultas Mayores para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Martha Carolina Morales Iribarren, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional; y,
C O N S I D E R A N D O 
PRIMERO.- Que esta Comisión de Atención a Grupos en Situación de Vulnerabilidad, es competente para emitir el presente dictamen, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 84, 88, 109, 116 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

SEGUNDO.- La iniciativa con proyecto de decreto por la que se propone reformar la fracción XII al Artículo 47 de la Ley de las Personas Adultas Mayores para el Estado de Coahuila de Zaragoza, se sustenta en las siguientes consideraciones: 
“La población mundial está envejeciendo a pasos acelerados, entre 2000 y 2050 la cantidad de personas de 80 años o más, aumentará casi cuatro veces hasta alcanzar los 395 millones.
Como es bien sabido, la capacidad funcional de una persona aumenta en los primeros años de vida y alcanza la cúspide al comienzo de la vida adulta y entonces como es natural comienza a declinar.

Muchas personas de edad avanzada pierden la capacidad de vivir independientemente porque padecen limitaciones de la movilidad, fragilidad u otros problemas físicos o mentales, por lo que, necesitan asistencia a largo plazo, que pueden constituirse en cuidados domiciliarios o comunitarios, reclusión en asilos y estadías prolongadas en hospitales.

Y es justo en este punto, en donde algunos de sus derechos fundamentales consagrados en nuestra Constitución, pueden llegar a ser vulnerados no solamente a través de malos tratos, golpes e intimidaciones, sino que en los casos más graves se han llegado a incomunicar de sus familias.

Es por esta razón, reconocer las capacidades de los adultos mayores, no solo es un acto de estricta justicia sino una clara responsabilidad de todos nosotros como sus representantes, de darles voz para que tengan apertura en todos los ámbitos que le rodean.

Por este motivo, es importante que la Comisión Estatal de Derechos Humanos en coordinación con la Secretaría de Salud, realicen diversas inspecciones en los distintos asilos públicos y privados que se encuentran establecidos a lo largo de nuestro estado, con la finalidad de brindar asesoría jurídica, atención psicológica, canalización a instituciones, información y vinculación con estancias de apoyo.

Además de planear y ejecutar distintos programas destinados a la capacitación, enseñanza, promoción y difusión de los derechos humanos, con el personal altamente capacitado con que cuenta la Comisión Estatal de Derechos Humanos y pueda de esta manera brindar su experiencia al personal de la Secretaría de Salud, para que esta en alguna de sus visitas, pueda detectar a cualquier adulto mayor que este siendo víctima de alguna violación a sus derechos humanos.

No debemos olvidar que los adultos mayores, en nuestra cultura han ocupado un lugar especial en la transmisión de los valores y las tradiciones, representan una fuente de sabiduría, al ser poseedores de un conocimiento que la experiencia y los años otorgan y conociendo lo anterior el Gobierno del Estado, a través de las distintas secretarías que lo integran, se ha dado a la tarea de crear programas que permitan no solamente la inclusión laboral de este sector de la población sino su participación en eventos culturales, deportivos y de sano esparcimiento; es por este motivo, que no podemos dar pasos atrás en cuanto a la protección de los adultos mayores.”.
TERCERO.- La exposición de motivos de la iniciativa objeto de dictamen, señala que en los próximos años el porcentaje de personas adultas mayores se incrementará. 

Esto, significa una conquista para la medicina, pues el incremento en la expectativa de vida en los últimos años ha sido exponencial. Sin embargo, no solo es necesario aspirar a aumentar la expectativa de vida, sino, además, que ésta se viva dignamente.

Lo anterior hace necesario generar acciones e implementar medidas que permitan dignificar el proceso de envejecimiento, a partir de una mayor protección y garantía de los derechos fundamentales de las personas adultas mayores.

En el escenario internacional, empiezan a surgir documentos que contienen una nueva perspectiva en la que se transita de la asistencia social con la que se han venido generando las políticas públicas dirigidas a favor de este grupo de población, hacia un esquema donde la dignidad y desarrollo integral de los mismos, sea la base de los procesos y acciones gubernamentales.

Sin duda, capacitar y sensibilizar a las personas adultas mayores sobre sus derechos humanos representara un importante desarrollo en cuanto al respeto y protección de sus derechos, pues para exigir derechos es indispensable conocerlos.

En efecto, la promoción y difusión de los derechos humanos es un elemento indispensable para la prevención de las violaciones a los mismos. 

CUARTO.- Por tanto, en base a lo antes expuesto, quienes integramos esta Comisión consideramos procedente lo planteado en la iniciativa que nos ocupa mediante la cual, como ya se ha expuesto, se propone reformar la fracción XII del Artículo 47 de la Ley de las Personas Adultas Mayores para el Estado de Coahuila de Zaragoza, por lo que se pone a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforma la fracción XII del Artículo 47 de la Ley de las Personas Adultas Mayores para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 47.- En congruencia con el Programa Estatal de las Personas Adultas Mayores, los objetivos, estrategias y líneas de acción de los programas que implementen las dependencias y entidades gubernamentales a favor de las personas adultas mayores, comprenderán, en su caso, las siguientes acciones específicas:

I al XI.- ... ...

XII.- Brindar capacitación en materia de derechos humanos a los adultos mayores recluidos en asilos ya sean públicos o privados, con la finalidad de que, al conocerlos, cuenten con la orientación necesaria para denunciar a sus agresores.

T R A N S I T O R I O S

ARTÍCULO ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
Así lo acuerdan las y los Diputados integrantes de la Comisión de Atención a Grupos en Situación de Vulnerabilidad de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza; Dip. Martha Hortensia Garay Cadena. (Coordinadora), Dip. Irma Leticia Castaño Orozco (Secretaria), Dip. Claudia Elisa Morales Salazar, Dip. Graciela Trueba Carrillo. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 22 junio de 2017.
COMISIÓN DE ATENCIÓN A GRUPOS EN SITUACIÓN DE VULNERABILIDAD. 
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DICTAMEN de la Comisión de Ciencia y Tecnología, de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a una  Iniciativa de Decreto por  la cual se  crea la Ley de Ciencia, Desarrollo Tecnológico e Innovación para el Estado de Coahuila de Zaragoza; propuesta por la Comisión de Ciencia y Tecnología, con apoyo en su elaboración de parte  del COECYT del Estado de Coahuila, en base a los foros que se realizaron para tal efecto.

RESULTANDO

PRIMERO.-  Que en Sesión celebrada por el Pleno el día 10 de  abril del año 2017, se acordó turnar a la comisión de  Ciencia y Tecnología, la  iniciativa de decreto con el objetivo ya descrito en el proemio de la presente”. 
SEGUNDO.- Que en cumplimiento a dicho acuerdo, la mencionada petición  fue remitida a esta  comisión, para efectos de estudio y dictamen. 

TERCERO.- Que conforme a lo dispuesto en el Artículo  107,  fracción I de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, esta comisión es competente para dictaminar sobre dicha propuesta; y

CONSIDERANDO:

PRIMERO.- Que  la propuesta  de los  promoventes se basa en crear  una Ley de Ciencia, Desarrollo Tecnológico e Innovación para el Estado de Coahuila de Zaragoza, con objeto de modernizar el marco jurídico del rubro, y dotar a nuestra entidad de un texto normativo moderno y de vanguardia, que reemplaza al vigente, aportando rubros, conceptos, figuras y diversos aspectos no contemplados actualmente, que permitirán el desarrollo y crecimiento de la ciencia y la tecnología en la entidad de acuerdo a las demandas del sector y a la realidad que se vive en la materia a nivel nacional.

El Estado está obligado a  fomentar la ciencia y la tecnología dentro de su sistema educativo, en el medio de la investigación profesional y  en su caso, apoyando a la iniciativa privada, así como a las organizaciones, institutos y universidades que invierten o trabajan en ciencia y tecnología; ejemplo de ello es lo establecido por la Ley General de Educación en su artículo 14, fracción VIII.

SEGUNDO.- Que la iniciativa multicitada se funda en las siguientes consideraciones:

“….Este proyecto es producto del trabajo y esfuerzo conjunto de la presente Comisión y del Consejo Estatal de Ciencia y Tecnología, así como de la suma de propuestas recabadas durante los foros a que convocó este Poder Legislativo, gracias al apoyo brindado por el presidente de este H. Congreso, el diputado José María Fraustro Siller y la Junta de Gobierno que encabeza.

Antecedentes

I.- El 22 de abril de 2015, se leyó en sesión de la Comisión de Ciencia y Tecnología, la propuesta  consensuada entre los integrantes de esta dictaminadora, del Consejo Estatal de Ciencia y Tecnología, representado por su titular, el doctor Luis Lauro Cortes y los representantes del Foro Consultivo, Científico y Tecnológico A.C.,  al respecto de que el Estado de Coahuila contara con una Ley de Ciencia y Tecnología moderna y adecuada a las necesidades que tenemos en la materia.

II.- Posteriormente fue realizado el Acuerdo de la Comisión de Ciencia Y Tecnología, donde fueron establecidas las siguientes pautas para avanzar con el proyecto antes mencionado, donde se incluyó la necesidad de que se haga una Convocatoria para celebrar foros consultivos a fin de que se recaben propuestas para generar un proyecto de ley incluyente y fortalecido por las aportaciones de los sectores y grupos interesados en el rubro:

-Solicitar a la Junta de Gobierno de este H. Congreso, tenga a bien apoyar con los recursos humanos y financieros necesarios, la expedición de la Convocatoria multicitada, su difusión y publicidad.

-Solicitar a la Junta de Gobierno que, por conducto de la Oficialía Mayor y, en coordinación con el COECYT, se realicen los trabajos y la logística correspondiente para la realización  de los foros regionales con el objetivo de  recibir y analizar de propuestas para crear la Ley de Ciencia y Tecnología e Innovaciones para el Estado de Coahuila, sin perjuicio de las que se reciban en forma distinta de acuerdo a las Bases de la Convocatoria; así como de la calendarización correspondiente de estos foros….

-Que sea el Congreso del Estado quien, por conducto de la Junta de Gobierno avale y apoye el proyecto multicitado.

III.-  En fecha 15 de septiembre de 2015, al Acuerdo definitivo fue sometido para su aprobación al Pleno, acordándose en los términos siguientes:

“…..TERCERO.  En este orden de ideas, la Comisión de Ciencia y Tecnología acordó de forma interna, lo siguiente:

I.- Solicitar a la Junta de Gobierno de este H. Congreso, tenga a bien apoyar con los recursos humanos y financieros necesarios, la expedición de la Convocatoria multicitada, su difusión y publicidad.

II.- Solicitar a la Junta de Gobierno, que, por conducto de la Oficialía Mayor y, en coordinación con el COECYT, se realicen los trabajos y la logística correspondiente para la realización  de los foros regionales con el objetivo de  recibir y analizar las propuestas para crear la Ley de Ciencia y Tecnología e Innovaciones para el Estado de Coahuila, sin menoscabo de las que se reciban en forma distinta de acuerdo a las Bases de la Convocatoria; así como de la calendarización correspondiente a estos foros, que, se propone, sean celebrados durante los meses de agosto y septiembre del presente año.

III.- Que sea el Congreso del Estado quien, por conducto de la Junta de Gobierno avale y apoye el proyecto multicitado.

Acuerdo

Único.  Este Pleno solicita a la Junta de Gobierno de este H. Congreso, tenga a bien apoyar con los recursos humanos y financieros necesarios la expedición de la Convocatoria multicitada, su difusión y publicidad.

Asimismo, se acuerda girar instrucciones a la Junta de Gobierno para que, por conducto de la Oficialía Mayor y, en coordinación con el COECYT, se realicen los trabajos y la logística correspondiente para la realización  de los foros regionales con el objetivo de  recibir y analizar las propuestas para crear la Ley de Ciencia y Tecnología e Innovaciones para el Estado de Coahuila, sin menoscabo de las que se reciban en forma distinta de acuerdo a las Bases de la Convocatoria; así como de la calendarización correspondiente a estos foros….”

IV.- Finalmente, fueron llevados a cabo los foros consultivos en las cinco regiones del estado, de acuerdo a los términos de la Convocatoria expedida por este H. Congreso con el apoyo de la Junta de Gobierno.

La repuesta de los grupos y sectores convocados fue muy exitosa, y se recabó una enorme cantidad de proposiciones y proyectos, que fueron remitidos al COECYT, como institución encargada de elaborar el proyecto final, al que se sumarían las observaciones y aportaciones ya ofrecidas en tiempo y forma por esta dictaminadora en el documento denominado “Comparativo Analítico de las Leyes de Ciencia, Tecnología e Innovaciones”, mismo que fue leído y analizado en sesión de esta Comisión. 

Del documento antes mencionado, nos permitimos retomar de forma textual algunas de las observaciones ahí plasmadas, por su relación directa con este proyecto de iniciativa:

“…La ciencia y la tecnología, así como la investigación científica y tecnológica representan hoy día la herramienta principal para resolver muchos de los problemas de la humanidad; desde situaciones relacionadas con el medio ambiente y su deterioro, hasta los procesos para generar alimentos en masa y a bajo costo para una población cada vez mayor en el plantea. El ahorro de agua, las energías renovables, los medios de transporte amigables, los avances en materia de salud, la biomecánica humana y animal, la conservación de especies de plantas, insectos y animales de todo tipo, hasta las mejores en el aprendizaje humano están ligadas invariablemente al trabajo de investigadores, científicos e innovadores de todas las ramas de la ciencia y el saber.

Sin embargo, los gobiernos, con raras excepciones, no están haciendo las inversiones necesarias en la materia; ni están creando políticas públicas que permitan la expansión de la ciencia y la tecnología en bien de las sociedades que representan. Se requiere desde marcos jurídicos modernos y eficientes, hasta programas y acciones realistas y funcionales para aprovechar al máximo las mil y una bondades del saber y el desarrollo científico y tecnológico.  Lo primero, a decir de especialistas y organizaciones, es contar con marcos legales sólidos y bien estructurados que le den soporte a todo lo demás.

Problemas principales con las leyes del rubro

Al revisar las leyes de ciencia y tecnología de varias entidades federativas y de la Capital, en concreto de: Distrito Federal, Aguascalientes, Colima, Estado de México, Chiapas, Tamaulipas y Baja California, como muestreo seleccionado para este trabajo, encontramos características comunes, con independencias de las diferencias entre unas y otras; a saber:

I.- Catálogos de conceptos muy diversos, destacando la riqueza conceptual de la Ley del Distrito Federal.

II.- Objetivos de cada ley muy diversos de acuerdo a cada entidad federativa. Otra vez, debemos citar la amplitud que contempla la Ley del Distrito Federal.

III.- La técnica legislativa es también un problema; pues algunas leyes se limitan a ser de carácter orgánico, y se ocupan básicamente de las funciones y atribuciones de los órganos o consejos encargados de la materia, pero no son leyes del todo funcionales, ni contemplan aspectos o capítulos suficientemente desarrollados en rubros como la participación social, los presupuestos, los fondos, la becas, los premios, los estímulos, la reglamentación, las sanciones y otros apartados que debe contener una ley que regula un sistema de derechos, deberes y obligaciones tan amplio y de alcances que cubren a toda la población de un estado y no sólo al organismo rector.

IV.- Los programas estatales de ciencia, tecnología e innovaciones son de naturaleza y alcances variados, destaca por su estructura y modernidad el de la Ley de Colima.

V.- Algunas leyes se refieren a los apoyos y estímulos al fomento de la ciencia, la tecnología y las innovaciones de modo escueto, poco claro y con enormes lagunas. En este caso, vale la pena leer el capítulo correspondiente del ordenamiento del Distrito Federal.

VI.- El capítulo de formación de investigadores y científicos brilla por su ausencia en la mayoría de los ordenamientos, en otros sólo le mereció al legislador una redacción breve y con ánimos de no abundar ni precisar el tema, ni establecer compromisos reales.

VII.- La mayoría, sino es que todas las leyes de los estados, carecen de capítulos o articulados que se refieran a los temas siguientes:

Transparencia de los organismos regentes o reguladores.

VIII.- Participación de los sectores productivos.

IX. Apoyos para el registro de patentes e inventos.

X.  Estímulos o apoyos financieros para el desarrollo de proyectos que ya han superado la etapa de registro, valoración y prueba, es decir, inventos viables.

XI.- Desconcentración de atribuciones.

XII.- Participación municipal debidamente regulada.

XIII.- Vinculación de los inventores, investigadores e innovadores al sector productivo. Y;

XIV.- Contenidos en materia educativa para el fomento de la ciencia y la tecnología y vinculación con el sistema educativo de cada estado….”

En este orden, este proyecto de ley considera todos los aspectos que en su momento manifestaron los sectores, organizaciones y personas interesadas en la materia. Y aporta elementos nuevos y muy importantes desarrollados con pulcritud y exhaustivo análisis en los capítulos que se enlistan..…” Fin de la cita textual.

TERCERO.-  Que en virtud de lo anterior  procedimos   realizar el análisis  de la  iniciativa propuesta, y encontramos que, en efecto, la legislación vigente en la entidad amerita una modernización, ampliación y precisión de conceptos, capítulos y contenidos que ya se encuentran, algunos de ellos, en otras legislaciones estatales como las del Distrito Federal y Aguascalientes. 

Además de los contenidos basados en las propuestas recabadas durante los foros, que permitirán a Coahuila contar con un marco normativo de avanzada, y con la inclusión de propuestas de organizaciones, investigadores, científicos y ciudadanos que aportaron valiosas ideas a este proyecto, contribuyendo a que se le realizasen mejoras notables a lo largo del articulado del mismo. 
CUARTO.-   Esta dictaminadora encuentra que los capítulos del texto que se propone cumplen con los extremos de los objetivos detallados en la exposición de motivos, y atienden y recogen de modo claro las inquietudes, ideas y aspiraciones de los sectores involucrados. Como ilustración, nos permitimos citar en forma breve el contenido de los capítulos de este proyecto de ley:

CAPITULO I . Disposiciones Generales;

CAPITULO II. Principios Orientadores del Apoyo a la Investigación Científica, Desarrollo Tecnológico e Innovación;

CAPITULO III. De la Vinculación;

SECCION I. Vinculación con el Sector Educativo

SECCIÓN II. Vinculación con el Sector Público y Privado

SECCIÓN III. Vinculación con el Sector Productivo.

CAPITULO IV. De los Instrumentos de Apoyo a la Investigación Científica, Desarrollo Tecnológico e Innovación;

CAPITULO V. Programa Especial de Innovación, Ciencia y Tecnología del Estado de Coahuila;

CAPITULO VI. Del Financiamiento para la Investigación Científica, Desarrollo Tecnológico e Innovación;

CAPITULO VII. Del Fondo destinado a Promover el Desarrollo de la Ciencia y la Tecnología Gobierno del Estado de Coahuila-COECYT;

CAPITULO VIII. De los Recursos Humanos;

CAPITULO IX. Del Sistema Estatal de Información sobre Investigación Científica, Desarrollo Tecnológico e Innovación

CAPITULO X. De la Participación;

CAPITULO XI. Del Acceso Abierto, Acceso a la Información Científica, Tecnológica y de Innovación y del Repositorio;

CAPITULO XII. Del Premio Estatal de Innovación, Ciencia y Tecnología de Coahuila;

CAPITULO XIII. Del Consejo Estatal de Ciencia y Tecnología de Coahuila;

SECCION I. Disposiciones Generales;

SECCION II. Del Patrimonio;

SECCION III. De la Administración y Dirección del COECYT;

SECCION IV. De la Dirección General;

SECCION V. Del Comité Asesor en Innovación, Ciencia y Tecnología.

SECCION VI. De Las Relaciones de Trabajo

Destacando los aspectos de vinculación a los sectores educativo, público y privado y, a la educación. 

El Programa Especial de Innovación, Ciencia y Tecnología del Estado de Coahuila, con contenidos de mayor alcance y con precisión más clara en sus objetivos que los de similar naturaleza en otros ordenamientos.

El Sistema Estatal de Información sobre Investigación Científica, Desarrollo Tecnológico e Innovación, herramienta que  permitirá concentrar y tener a la mano toda la información del rubro, y terminar con la dispersión en la materia.

La participación de los ciudadanos y los sectores del rubro,  garantizada bajo un esquema integrador, realista y justo. Donde todas y todos podrán participar en la elaboración de las políticas públicas en materia de ciencia y tecnología con mecanismos que garanticen el pleno derecho de los interesados.

Sólo por citar algunos de sus contenidos más relevantes, que colman, como ya lo mencionamos, las aspiraciones de todos los grupos y sectores involucrados.

QUINTO.- De acuerdo a lo ya mencionado, y al hecho de que el Consejo Estatal de Ciencia y Tecnología participó activamente en la elaboración, revisión y culminación de este proyecto,  esta dictaminadora encuentra  justificada de modo amplio dicha propuesta de ley.

Atentos a lo señalado, los integrantes de esta Comisión tenemos a bien presentar al Pleno para su aprobación el presente:
Dictamen

Único: Se  aprueba el proyecto decreto que crea la Ley de Ciencia, Desarrollo Tecnológico e Innovación para el Estado de Coahuila de Zaragoza en los términos en que ha sido planteada, al tenor de lo siguiente:

Proyecto de Decreto

Artículo Único: se expide la Ley de Ciencia, Desarrollo Tecnológico e Innovación para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

LEY DE CIENCIA, DESARROLLO TECNOLÓGICO E INNOVACIÓN

PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA

CAPÍTULO I

Disposiciones Generales

ARTÍCULO 1.- La presente Ley es de orden público e interés general y tiene por objeto fijar las bases y mecanismos para promover, impulsar, fortalecer, desarrollar y consolidar la investigación científica, el desarrollo tecnológico y la innovación en el Estado, a través de los siguientes objetivos generales:

I. Regular las políticas de Estado en materia de investigación científica, humanística y tecnológica, el desarrollo científico y tecnológico, la innovación y la transferencia de tecnología, reconociéndolas como instrumentos de promoción del desarrollo sustentable, la competitividad económica, la mejoría de la calidad de vida y la transformación cultural de la sociedad;

II. Establecer las instancias y los mecanismos de coordinación con los gobiernos de las entidades federativas y municipios, así como de vinculación y participación de la comunidad científica y académica de las instituciones de educación superior, de los sectores público, social y privado para la generación y formulación de políticas de promoción, difusión, desarrollo y aplicación de la ciencia, tecnología y la innovación, así como para la formación de profesionales en estas áreas;

III. Promover la coordinación y colaboración interinstitucional e intersectorial en los tres niveles de gobierno que favorezca la coordinación y la descentralización de las actividades en materia de ciencia, tecnología e innovación;

IV. Regular y fortalecer el Sistema de Investigación, Desarrollo Tecnológico e Innovación del Estado de Coahuila de Zaragoza como instrumento de coordinación entre las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal;

V. Reconocer y estimular el quehacer de la comunidad científica y tecnológica del Estado;

VI. La administración racional, aplicación correcta y evaluación transparente de los recursos que el Estado, los municipios y los particulares destinen a la ciencia, tecnología e innovación; así como la concertación de los que la federación aporte para ese mismo fin;

VII. Establecer las bases técnicas y jurídicas para la correcta aplicación, identificación y administración de los recursos en materia de Investigación Científica, Desarrollo Tecnológico e Innovación destinados por el Gobierno del Estado;

VIII.  Fomentar la innovación en todos los sectores y en la sociedad, mediante la creación de entornos económicos e institucionales favorables a la innovación que estimulen la productividad y mejoren la competitividad;

IX. Realizar la planeación estatal en materia de ciencia, tecnología e innovación, así como la aprobación del Programa de Innovación, Ciencia y Tecnología;

X. Vincular a los sectores educativo, productivo y de servicios en materia de investigación científica, desarrollo tecnológico e innovación;

XI. Promover en las instituciones educativas de la Entidad, la investigación y el desarrollo de la ciencia y la tecnología;

XII.  Promover la inclusión de la perspectiva de género con una visión transversal en la ciencia, la tecnología y la innovación, así como una participación equitativa de mujeres y hombres en todos los ámbitos del Sistema de Investigación, Desarrollo Tecnológico e Innovación del Estado;

XIII. El estímulo, organización y reconocimiento de la comunidad científica;

XIV. Colaborar en la integración de una cultura científica en el Estado;

XV. Fortalecer la modernización científica y tecnológica del Estado, con prioridad en los servicios vinculados con la aplicación de las políticas e instrumentos previstos en este ordenamiento;

XVI. Constituir al COECYT, en el ámbito de su competencia como organismo descentralizado del Poder Ejecutivo del Estado, rector del sistema con la capacidad y autonomía necesaria y suficiente para propiciar el desarrollo de la ciencia, el desarrollo tecnológico y la innovación en la Entidad, y proveer a la observancia de la presente Ley;

ARTÍCULO 2.- Para los efectos de esta Ley se entenderá por:

I. Acceso Abierto, el acceso a las investigaciones, materiales educativos, académicos, científicos, tecnológicos y de innovación.

II. Administración Pública Estatal, al conjunto de órganos administrativos mediantes los cuales el Ejecutivo cumple o hace cumplir la política y la voluntad de un gobierno, tal y como se expresan en la normatividad del Estado;

III. CI, a los Centro de Investigación;

IV. Ciencia, al conjunto coherente de conocimiento relativos a ciertas categorías de hechos, objetos o de fenómenos;

V. CNCTI, a la Conferencia Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación;

VI. COECYT, el Consejo Estatal de Ciencia y Tecnología del Estado de Coahuila;

VII. Comité Asesor, al Comité Asesor en Innovación, Ciencia y Tecnología;

VIII. Comunidad Científica, al conjunto de investigadores e investigadoras, ayudantes de investigación, practicantes, documentalistas, vinculadores, divulgadores, gestores y administradores científicos y tecnológicos adscritos a las instituciones y empresas científicas tecnológicas y educativas localizadas en la entidad;

IX. CONACYT, el Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología;

X. Cultura Científica, al conjunto de saberes científicos y tecnológicos, así como la generación de opiniones, decisiones y acciones ciudadanas igualmente justificadas y motivadas por consideraciones sociales y humanísticas;

XI. Derechos de Autor,  al derecho que la ley reconoce al autor de una obra intelectual o artística para autorizar su reproducción y participar en los beneficios que esta genere;
XII. Desarrollo Tecnológico, al uso sistemático del conocimiento y la investigación dirigidos hacia la producción de materiales, dispositivos, sistemas o métodos incluyendo el diseño, desarrollo, mejora de prototipos, procesos, productos, servicios o modelos organizativos;

XIII. Diseños Industriales, son toda combinación de figuras, líneas o colores que se incorporen a un producto industrial con fines de ornamentación y que le den un aspecto peculiar y propio;

XIV. Ejecutivo, el Titular del Poder Ejecutivo del Estado de Coahuila de Zaragoza; 

XV. Estado, al Estado Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza;

XVI. Estímulos, a las medidas jurídicas, administrativas, fiscales y financieras que aplicarán las dependencias y entidades de la administración pública local, competentes para promover y facilitar el desarrollo de las actividades científicas sujetas a fomento;

XVII. Fomento, al conjunto de políticas públicas y concertación de acciones con los sectores privado y social para incidir en los factores que promueven el desarrollo científico, tecnológico y de innovación;

XVIII. FONCYT, al Fondo destinado para promover el Desarrollo de la Ciencia y la Tecnología del Gobierno del Estado de Coahuila - COECYT;

XIX. Grupos académicos, a las formas de organización de los investigadores para las distintas acciones científicas, estos grupos pueden denominarse como Cuerpos Académicos, Núcleos Académicos Básicos o Grupos de Investigación;

XX. IES, a las Instituciones de Educación Superior;

XXI. Infraestructura científica y tecnológica, a las instalaciones, recursos, equipamientos y servicios, únicos en su género, que están dedicadas a la investigación y desarrollo tecnológico de vanguardia y de máxima calidad, así como fomentar la transmisión, intercambio y preservación del conocimiento, la transferencia de tecnología y la innovación;

XXII. Innovación, a la introducción de un nuevo, o significativamente mejorado, producto, bien o servicio, de un proceso, de un método de comercialización o de un nuevo método organizativo, en las prácticas internas de la empresa, la organización del lugar de trabajo o las relaciones exteriores;

XXIII. Invención, toda creación humana que permita transformar la materia o la energía que existe en la naturaleza, para su aprovechamiento por el hombre y satisfacer sus necesidades concretas;

XXIV. Investigación Científica y Tecnológica, a las actividades sistemáticas que están estrechamente relacionadas con la generación, mejoramiento, difusión y aplicación del conocimiento científico y tecnológico en todos sus campos;

XXV. Junta de Gobierno, al Órgano Superior de Gobierno, Administración y Vigilancia del COECYT;

XXVI. Ley, a la Ley de Ciencia, Desarrollo Tecnológico e Innovación para el Estado de Coahuila de Zaragoza;

XXVII. Marca, a todo signo visible que distinga productos o servicios de otros de su misma especie o clase en el mercado; 

XXVIII. Modelos de Utilidad, a los utensilios, aparatos, o herramientas que, como resultado de una modificación en su disposición, configuración estructura o forma, presenten una función diferente respecto de las partes que lo integran o ventajas en cuanto a su utilidad;

XXIX. Modelos industriales, a los constituidos por toda forma tridimensional que sirva de tipo o patrón para la fabricación de un producto industrial, que le dé apariencia especial en cuanto no implique efectos técnicos;

XXX. Patente, a las invenciones nuevas, resultado de una actividad inventiva y susceptibles de aplicación industrial, en los términos de la Ley de Propiedad Industrial; 

XXXI. PNPC, al Programa Nacional de Posgrados de Calidad;

XXXII. Prodep, Programa para el Desarrollo Profesional Docente;

XXXIII. Programa, el Programa Especial de Innovación, Ciencia y Tecnología para el Estado de Coahuila de Zaragoza;

XXXIV. REDNACECYT, a la Red Nacional de Consejos y Organismos Estatales de Ciencia y Tecnología;

XXXV. Reglamento, el Reglamento de la presente Ley;

XXXVI. RENIECYT, al Registro Nacional de Instituciones, Empresas Científicas y Tecnológicas;

XXXVII. Secretaría, a la Secretaría de Educación;

XXXVIII. SEISICYT, Sistema Estatal de Información sobre Innovación, Ciencia y Tecnología;

XXXIX. SNI, el Sistema Nacional de Investigadores; y

XL. Sociedad del conocimiento, al tipo de sociedad que se necesita para competir y tener éxito frente a los cambios económicos y políticos del mundo moderno que está bien educada, y que se basa en el conocimiento de sus ciudadanos para impulsar la innovación, el espíritu empresarial y el dinamismo de su economía.
ARTÍCULO 3.- Son autoridades competentes para la aplicación de la presente Ley:

I. El Titular del Ejecutivo;

II. Los Ayuntamientos; y

III. El Consejo Estatal de Ciencia y Tecnología.

ARTÍCULO 4.- Corresponde al titular del Ejecutivo en su ámbito de competencia:

I. Planear, conducir y coordinar la política general que oriente el desarrollo sustentable del Estado a través de la Innovación, la Ciencia y la Tecnología impulsando acciones de fomento y colaboración en el ámbito de su competencia;

II. Considerar en los planes, programas y presupuestos correspondientes las acciones y los recursos necesarios para el fomento y fortalecimiento de la ciencia, tecnología e innovación;

III. Formular y presentar dentro del proyecto del Presupuesto de Egresos un monto preferentemente del 1% Anual, el cuál será destinado a la investigación científica, desarrollo tecnológico e innovación;

IV. Celebrar toda clase de actos jurídicos necesarios para el cumplimiento del objeto de la presente Ley;

V. Aprobar y expedir el Programa Especial de Innovación, Ciencia y Tecnología; y

VI. Las demás facultades que señalen otras disposiciones legales aplicables.

ARTÍCULO 5.- Corresponde a los Ayuntamientos, en su respectivo ámbito de competencia:

I. Establecer las políticas, estrategias, planes y programas para el fomento a la investigación científica, desarrollo tecnológico e innovación de conformidad con las bases que la presente Ley establece;

II. Apoyar la formación de recursos humanos de alto nivel académico, científico y tecnológico mediante los esquemas de financiamiento que para el efecto se determinen;

III. Fijar en sus presupuestos correspondientes los recursos necesarios para la realización de las actividades relacionadas con la ciencia, tecnología e innovación;

IV. Promover la incorporación de los avances de la ciencia, tecnología e innovación en el desarrollo social, urbano, económico, cultural y ambiental del municipio, así como en el fortalecimiento de sus capacidades técnicas y administrativas;

V. Realizar las acciones necesarias para impulsar la ciencia, tecnología e innovación en general, en coordinación con el Titular del Ejecutivo;

VI. Celebrar en el ámbito de su competencia todos aquellos actos jurídicos que promuevan la investigación científica, tecnológica e innovación observando lo dispuesto por la presente Ley; y

VII. Realizar aquellas otras actividades que se prevean en esta Ley o en otros ordenamientos normativos y que tengan como finalidad alcanzar el desarrollo municipal, a través de las acciones relacionadas con el fortalecimiento y la promoción de la ciencia, tecnología e innovación.

ARTÍCULO 6.- Corresponde al Consejo Estatal de Ciencia y Tecnología las atribuciones establecidas en la presente Ley.

ARTÍCULO 7.- Si por exigencias de construcción gramatical, enumeración, orden u otra circunstancia el texto legal contenido en esta ley usa el género masculino, el mismo deberá ser interpretado en sentido igualitario para mujeres y hombres, de modo que ambos puedan adquirir toda clase de derechos y contraer igualmente toda clase de deberes jurídicos.

CAPÍTULO II

Principios Orientadores del Apoyo a la Investigación Científica, Desarrollo Tecnológico e Innovación

ARTÍCULO 8.- Los principios que regirán el apoyo que el Estado está obligado a otorgar para fomentar, desarrollar y fortalecer en general la investigación científica, el desarrollo tecnológico y la innovación, así como en particular las actividades de investigación que realicen las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal, serán los siguientes:

I. Las actividades de investigación científica, desarrollo tecnológico e innovación deberán apegarse a los procesos generales de planeación que establecen ésta y las demás leyes aplicables;

II. Se promoverá la divulgación de la ciencia, tecnología e innovación con el propósito de ampliar y fortalecer la cultura científica y tecnológica en la sociedad;

III. Se fomentarán las vocaciones científicas y tecnológicas desde los primeros ciclos educativos para favorecer la vinculación con la investigación científica, desarrollo tecnológico e innovación;

IV. Los apoyos otorgados deberán procurar la colaboración interinstitucional y la vinculación de las instituciones científicas y tecnológicas con los sectores del Estado, el desarrollo armónico de la planta científica y tecnológica de la Entidad, y estarán encaminadas hacia la consolidación y el crecimiento de la comunidad científica;

V. Las actividades de investigación, desarrollo e innovación que lleven a cabo directamente las dependencias y entidades de la administración pública estatal, deberán procurar la identificación y solución de problemas y retos de interés general;

VI. Los proyectos de ciencia, tecnología e innovación deberán estar  orientados por un criterio de desarrollo sustentable, considerando en todo momento, el respeto a los ecosistemas, el cuidado del medio ambiente y en general el acatamiento de normas y criterios ecológicos para así contribuir al avance del conocimiento y de esta manera permitir mejorar la calidad de vida en el Estado; y 

VII. Las personas físicas y morales o en su caso entidades que realicen investigación y desarrollo tecnológico y reciban apoyo por parte del Ejecutivo del Estado, deberán divulgar y difundir en la sociedad las actividades y los resultados de sus investigaciones, sin perjuicio de los derechos de propiedad industrial o intelectual y de la información que por razón de su naturaleza deban reservarse.

CAPÍTULO III 

De la Vinculación

SECCIÓN I

De la Vinculación con el Sector Educativo

ARTÍCULO 9.- La investigación científica, el desarrollo tecnológico y la innovación que el Gobierno del Estado apoye en los términos de esta Ley, pretende contribuir a desarrollar un sistema de educación, formación y capacitación de recursos humanos de alto nivel académico.

ARTÍCULO 10.- Las entidades de la Administración Pública Estatal, Centros de Investigación y la IES en sus respectivos ámbitos de competencia promoverán la investigación científica, el desarrollo tecnológico y la innovación en el Estado.

ARTÍCULO 11.- En las distintas regiones del Estado, se establecerán mecanismos para la integración y formación de consejos de vinculación en las Instituciones de Educación Superior.

ARTÍCULO 12.- El Titular del Ejecutivo a través de la Secretaría de Educación, promoverá,  el diseño y la aplicación de métodos y programas para la enseñanza y fomento de la ciencia, tecnología e innovación en todos los tipos y niveles de educación.

ARTÍCULO 13.- Las IES  y Media Superior coadyuvarán a través de sus investigadoras e investigadores y docentes en actividades de divulgación y enseñanza científica, tecnológica y de innovación, sin perjuicio de sus ámbitos de autonomía, a fin de promover el desarrollo sustentable del Estado a través de la promoción de la cultura científica.

ARTÍCULO 14.- Con el objeto de integrar investigación y educación, los CI y las IES, promoverán según sus ordenamientos internos, que sus académicos de carrera, profesores, investigadoras e investigadores participen en actividades de enseñanza frente a grupo, tutorías de estudiantes, e investigación o aplicación innovadora del conocimiento.

ARTÍCULO 15.- Establecer alianzas con cámaras y organismos empresariales con el sector educativo y CI para impulsar estrategias que coadyuven en el crecimiento de la economía y competitividad del Estado y sus regiones.

ARTÍCULO 16.- El Gobierno del Estado a través de la Secretaría de Educación y por conducto del Consejo Estatal de Ciencia y Tecnología promoverá la creación de instancias que fomenten el conocimiento activo, actitudes y habilidades que impulsen el conocimiento científico a través de metodologías y experiencias que favorezcan la eficiencia en la enseñanza, divulgación y fomento de la investigación científica, desarrollo tecnológico e innovación por medio de:

a) Divulgación de programas, becas, premios, reconocimientos y demás mecanismos idóneos; y

b) Estimular a la juventud y a la sociedad sobre las alternativas de formación en las disciplinas derivadas de la ciencia que tienden a promover el desarrollo científico y tecnológico de la Entidad.

SECCIÓN II

De la Vinculación con los Sectores Público y Privado

ARTÍCULO 17.- Las entidades de la Administración Pública Estatal, CI, así como las IES, en sus respectivos ámbitos de competencia, impulsarán la investigación científica, desarrollo tecnológico y la innovación estableciendo mecanismos e instrumentos de vinculación con los sectores público y privado.

ARTÍCULO 18.- Para la operación y creación de los instrumentos que impulsen la investigación científica, desarrollo tecnológico e innovación, se priorizarán los proyectos cuyo propósito sea la vinculación con las empresas o entidades usuarias de la tecnología, especialmente con las pequeñas y medianas empresas, así como los proyectos que propongan un uso ecológico, racional y eficiente de los recursos naturales.

SECCIÓN III

De la Vinculación con el Sector Productivo

ARTÍCULO 19.- La investigación científica, el desarrollo tecnológico y la innovación apoyarán al desarrollo económico integral del Estado, a través de la vinculación permanente de las instituciones que desarrollan investigación científica y tecnológica con los procesos productivos, comerciales y financieros, mediante la gestión de recursos para apoyar la modernización, innovación y desarrollo tecnológico de dichos procesos.

ARTÍCULO 20.- El COECYT, las entidades de la Administración Pública Estatal e IES, que de acuerdo a su instrumento de creación tengan como objeto realizar actividades que fomenten e impulsen el desarrollo tecnológico, la investigación científica y la innovación, promoverán la vinculación permanente de las Instituciones que desarrollan dichas actividades con el sector productivo del Estado, bajo diversos mecanismos y acciones que sean pertinentes, a través de las figuras establecidas en la presente Ley.

ARTÍCULO 21.- Estas Unidades de Vinculación con el Sector Productivo podrán constituirse mediante la figura jurídica que mejor convenga a sus objetivos, en los términos de las disposiciones aplicables, siempre y cuando no se constituyan como entidades paraestatales, así mismo en ningún caso podrán financiar su gasto de operación con recursos públicos. 

Los recursos públicos que en términos de esta Ley, reciban dichas Unidades deberán destinarse exclusivamente a generar y ejecutar proyectos en materia de investigación científica, desarrollo tecnológico e innovación, así como promover su vinculación con los sectores establecidos en el presente ordenamiento.

CAPÍTULO IV

De los Instrumentos de Apoyo a la Investigación Científica, el Desarrollo Tecnológico y la Innovación

ARTÍCULO 22.- El Gobierno del Estado apoyará la investigación científica, el desarrollo tecnológico y la innovación mediante los siguientes instrumentos:

I. El acopio, procesamiento, sistematización y difusión de información acerca de actividades de investigación científica y tecnológica que se lleven a cabo en el Estado o en el País, cuando esto sea posible y conveniente;

II. La promoción y divulgación de las actividades científicas y tecnológicas, tendientes al fortalecimiento de una cultura científica y tecnológica;

III. La integración, actualización y ejecución del Programa y de los programas y presupuestos anuales de ciencia, tecnología e innovación, que destinen las dependencias y entidades de la Administración Pública del Estado;

IV. La realización de actividades de investigación científica o desarrollo tecnológico por encargo de dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal;

V. La asignación de recursos dentro del presupuesto de egresos del Estado a las universidades e instituciones públicas de educación superior y que, conforme  a sus programas y normas internas, destinen éstas para la realización de actividades de investigación científica o tecnológica; 

VI. La formación, actualización y capacitación de recursos humanos, especializados para la investigación científica y el desarrollo tecnológico.

VII. El otorgamiento de reconocimientos y estímulos a la función de investigación y desarrollo tecnológico; 

VIII. La vinculación de la investigación científica y el desarrollo tecnológico con la educación y la cultura; 

IX. La creación, el financiamiento, la operación y el seguimiento de los fondos a que se refiere la presente Ley; 

X. La formulación de programas educativos, estímulos fiscales, financieros y facilidades en materia administrativa e industrial, en los términos de las leyes aplicables;

XI. Asignación de becas para la actualización y especialización de los recursos humanos de alto nivel, tanto a nivel nacional como en el extranjero;

XII. Asegurar que los fondos federales entregados al Estado para promover, fomentar, fortalecer, difundir y evaluar la investigación científica, desarrollo tecnológico e innovación, se aplique exclusivamente a estos conceptos; y

XIII.  Asegurar la asignación de una partida presupuestal destinada al impulso de la investigación científica, desarrollo tecnológico e innovación en el Estado.

CAPÍTULO V

Programa Especial de Innovación, Ciencia y Tecnología 

ARTÍCULO 23.- El Ejecutivo del Estado expedirá el Programa Estatal de Ciencia y Tecnología de la Entidad. Su integración, ejecución y evaluación estará a cargo del COECYT,  por lo que deberá sujetarse a las disposiciones del Presupuesto de Egresos del Gobierno del Estado, la Ley de Fomento Económico para el Estado y la presente Ley, y deberá ser congruente con el Plan Estatal de Desarrollo.

ARTÍCULO 24.- La formulación del Programa Especial estará a cargo del COECYT con base en las propuestas que presenten las dependencias y entidades de la Administración Pública del Estado que apoyen o realicen investigación científica o desarrollo tecnológico. En dicho proceso se considerarán las propuestas y opiniones que los particulares, instituciones, centros y organismos relacionados con la ciencia y tecnología formulen mediante los instrumentos de consulta que se establezcan para ese efecto. Su presentación será por conducto del Director General del COECYT y su aprobación corresponderá a la Junta de Gobierno, una vez aprobado, su observancia será obligatoria para las dependencias y entidades participantes, en los términos del Decreto que expida el titular del  Ejecutivo.
ARTÍCULO 25.- El Programa deberá contener, cuando menos los siguientes aspectos:

I. La política estatal de apoyo a la ciencia y la tecnología;

II. El diagnóstico, políticas, estrategias y acciones prioritarias en materia de:

a. Investigación científica y tecnológica;

b. Innovación y desarrollo tecnológico; 

c. Formación de investigadoras e investigadores, tecnólogas y tecnólogos y profesionales de alto nivel;

d. Difusión y fomento del conocimiento científico y tecnológico;

e. Colaboración estatal en las actividades anteriores;

f. Fortalecimiento de la cultura científica y tecnológica nacional y estatal; y 

g. Seguimiento y evaluación.

III. Las políticas y líneas de acción en materia de investigación científica y tecnológica que realicen las dependencias y entidades de la Administración Pública del Estado,  así como las instituciones de educación superior y los centros de investigación públicos; 

IV. Las áreas prioritarias del conocimiento y la innovación tecnológica, así como los proyectos estratégicos de ciencia, tecnología e innovación por sectores y regiones; y 

V. Las orientaciones generales de los instrumentos de apoyo a que se refiere la presente Ley.

ARTÍCULO 26.- Para la ejecución del Programa, las dependencias y entidades de la Administración Pública del Estado formularán anualmente sus anteproyectos de programa y presupuesto para realizar actividades y apoyar la investigación científica y tecnológica, tomando en cuenta los lineamientos programáticos y presupuestales que al efecto establezca el Ejecutivo del Estado en estas materias, a fin de asegurar su congruencia con el Programa. La Secretaría de Planeación y Desarrollo y la Secretaría de Finanzas, en coordinación con el COECYT, consolidarán la información programática y presupuestal de dichos anteproyectos, para su revisión y análisis integral y de congruencia global. 

En el proyecto de Presupuesto de Egresos del Estado se consignará la información consolidada de los recursos destinados a ciencia y tecnología.

CAPÍTULO VI

Del Financiamiento para la Investigación Científica, Desarrollo Tecnológico e Innovación 

ARTÍCULO 27.- El Ejecutivo del Estado, a través de sus dependencias y entidades, en los términos de las disposiciones aplicables y conforme a la disponibilidad de recursos autorizados en el correspondiente presupuesto de egresos, aportará recursos para la creación y operación de fondos destinados a financiar la realización de actividades directamente vinculadas a la investigación científica, desarrollo tecnológico y la innovación así como a la formación de recursos humanos de alto nivel académico.

ARTÍCULO 28.- El Gobierno del Estado con sujeción a las disposiciones de ingresos y egresos, así como del gasto público que resulten aplicables, concurrirá con la Federación, entidades federativas y municipios, para lograr un gasto en financiamiento de la investigación científica, desarrollo tecnológico e innovación que no podrá ser menor al 1% del Producto Interno Bruto del país.

ARTÍCULO 29.- Los Fondos serán los siguientes:

I. Fondos Institucionales, Sectoriales y Regionales, Los fondos que operará directamente el COECYT con el apoyo de la aportación anual que determine el Presupuesto de Egresos del Estado.

II. Fondos Municipales, Los fondos que se establezcan entre el COECYT y las autoridades estatales o municipales respectivas. Ambos se regirán por lo establecido en la presente Ley.

III. Fondos Mixtos, Los que operará conjuntamente el COECYT con las instituciones públicas involucradas y que se integrarán con las aportaciones que se determinen tanto en el presupuesto del Estado, como por parte de las entidades y dependencias, locales o federales.

IV. Fondos Específicos: Los destinados a la investigación científica, desarrollo tecnológico e innovación, que se formarán con las aportaciones que realicen los centros de investigación o las organizaciones no gubernamentales del  Estado o de otras Entidades; así como aquellos que se constituyan por:

a. Herencias, legados, donaciones o créditos que se obtengan a su favor por el sector público o privado;

b. Apoyos de organismos nacionales e internacionales; y

c. Otros recursos que determine el gobierno del Estado.

ARTÍCULO 30.- Los fondos a que se refiere este capítulo deberán constituirse especificando en cada caso el instrumento jurídico que lo constituya, las reglas a que se sujetará la operación de los recursos destinados al fondo, bajo los siguientes  instrumentos:

I. Fideicomisos;

II. Convenios de Coordinación  y/o Colaboración; y

III. Las demás que las leyes prevean.

ARTÍCULO 31.- El establecimiento, aplicación, operación y seguimiento de los diversos fondos que se constituyan para el desarrollo de la investigación científica, desarrollo tecnológico e innovación, se sujetaran a los siguientes criterios:

I. Considerar la viabilidad y pertinencia de las estrategias y proyectos de investigación científica, desarrollo tecnológico e innovación;

II. Atender las prioridades y necesidades en materia de ciencia, tecnología e innovación;

III. El ejercicio de los recursos obtenidos por dicho Fondos deberá realizarse conforme a los términos de los contratos correspondientes y su reglas de operación;

IV. Dar legalidad y transparencia a la aplicación de los recursos financieros asignados a la ciencia, tecnología e innovación;

ARTÍCULO 32.- La concurrencia de los recursos provenientes del sector público y privado destinados al financiamiento de las actividades en ciencia, tecnología e innovación que se realicen en el Estado, será intransferible a otra actividad distinta, por lo que deberá aplicarse exclusiva y obligatoriamente al fomento de la investigación científica, el desarrollo tecnológico y la innovación.

ARTÍCULO 33.- Las actividades que se refieren el artículo anterior deberán estar orientadas a:

I. Promover, difundir, y estimular la investigación científica, desarrollo tecnológico e innovación en el estado;

II. Promover la creación, equipamiento, mantenimiento y preservación de la infraestructura de las actividades científicas y tecnológicas, observando en cada caso lo dispuesto en la presente ley y demás normatividad aplicable;

III. Definir, crear e instrumentar mecanismos de promoción y difusión de las actividades científicas y tecnológicas, que constituyan al mismo tiempo un elemento de apoyo para el impulso y fortalecimiento de la investigación científica, el desarrollo tecnológico e innovación;

IV. Promover la capacitación y actualización continua de los recursos humanos del estado, orientados a la investigación científica, al desarrollo tecnológico e innovación que conlleve al desarrollo económico y social en el estado.

ARTÍCULO 34.- La desviación o transferencia de estos recursos será causa de responsabilidad, de conformidad con las leyes aplicables.

ARTÍCULO 35.- Las aportaciones que realicen las personas físicas o morales a  los fondos a que se refiere esta Ley, serán deducibles para impuesto sobre renta.

Para tal efecto, el COECYT gestionará lo conducente ante la dependencia federal competente conforme a los criterios que anualmente esta determine para que las aportaciones de las entidades paraestatales sean deducibles a sus contribuciones.

CAPÍTULO VII

Del Fondo Destinado a Promover el Desarrollo de la Ciencia y la Tecnología Gobierno del Estado de Coahuila - COECYT

ARTICULO 36.- Para los efectos de financiamiento de las actividades científicas, tecnológicas  y de innovación a las que hace referencia la presente ley, se crea el Fondo estatal para el fomento de la investigación científica, desarrollo tecnológico e innovación, que será constituido y administrado bajo la figura del fideicomiso.

ARTÍCULO 37.- El Fondo destinado a Promover el Desarrollo de la Ciencia y la Tecnología Gobierno del Estado de Coahuila-COECYT, se constituirá con las aportaciones de: 

I. El Gobierno Federal;

II. La partida anual que se determine en el presupuesto de egresos del estado;

III. Las herencias, legados o donaciones;

IV. Los créditos obtenidos a su favor por el sector público o privado;

V. Los beneficios generados por las patentes que se lleguen a registrar a nombre de Gobierno del estado o del COECYT y los derechos intelectuales que correspondan, así como el ingreso percibido por la venta de bienes y prestación de servicios científicos y tecnológicos;

VI. Los apoyos de organismos e instituciones extrajeras;

VII. Las aportaciones de sector privado; y

VIII. Los demás recursos que termine el gobierno del estado.

ARTICULO 38.- El objeto del fondo será el financiamiento de becas terminales para la elaboración de tesis de nivel maestría y doctorado; estancias técnicas y de investigación en instituciones de educación superior nacional e internacional o CI; proyectos, diagnósticos, y estudios que impulsen el desarrollo integral de las áreas educativas, sociales, económicas y científicas y el desarrollo de proyectos de innovación que incrementen la propiedad intelectual en el estado.

ARTICULO 39.- Se dará preferencia en el otorgamiento de los apoyos a las instituciones, laboratorios, CI, empresas  y personas físicas domiciliarias en la entidad y que además se encuentren inscritas en el RENIECYT.

ARTICULO 40.- El otorgamiento de los recursos que deriven de este fondo, para el cumplimiento del objeto del presente capitulo, estará sujeto a la subscripción del instrumento jurídico correspondiente, a las disposiciones legales aplicables y a las siguientes condiciones generales:

I. Se vigilará la debida aplicación y adecuado aprovechamiento de los recursos proporcionados;

II. Los beneficiarios rendirán al comité técnico y de administración del fondo los informes que se establezcan sobre el desarrollo y resultados de sus trabajos;

III. Los derechos de propiedad industrial, respecto de los resultados obtenidos en sus investigaciones con las personas físicas o morales que reciban apoyo del Fondo, serán consignados en los instrumentos legales que al efecto se suscriban en los que procurara proteger los intereses del estado.

ARTICULO 41.- Para los efectos legales correspondientes derivados de la aplicación y ejecución, se sujetarán por las reglas de operación del fondo, así como los instrumentos jurídicos que de este deriven.

CAPÍTULO VIII

De la Formación de Recursos Humanos

ARTÍCULO 42.- El COECYT formulará normas y criterios a las autoridades educativas para la elaboración de programas cuyo objeto sea la formación y capacitación de recursos humanos de alto nivel académico de las diversas áreas de la ciencia, tecnología e innovación.

Para tal efecto establecerá, en coordinación con las dependencias y entidades federales, estatales  y municipales así como con representantes de los sectores público, privado y productivo, mecanismos para el establecimiento de acciones tendientes a capacitar y actualizar los recursos humanos en materia de investigación científica, desarrollo tecnológico e Innovación.

ARTÍCULO 43.- Para la formación de recursos humanos orientados a la investigación científica, desarrollo tecnológico e innovación serán objetivos del COECYT los siguientes: 

I. Definir las áreas prioritarias para la formación de recursos humanos en materia de investigación científica, desarrollo tecnológico e innovación; 

II. Coadyuvar en la formulación de estrategias y programas de formación de recursos humanos;

III. Promover y participar en programas de apoyos y becas, para la realización de estudios de postgrado, encaminados a la formación, capacitación y actualización de los recursos humanos, que satisfagan las necesidades de conocimiento e investigación de las áreas prioritarias para el Estado; y 

IV. Apoyar la integración de grupos de investigadoras e investigadores en la Entidad, así como promover la consolidación de grupos de investigación existentes.

CAPÍTULO IX

Del Sistema Estatal de Información sobre Investigación Científica, Desarrollo Tecnológico e Innovación

ARTÍCULO 44.- El Sistema Estatal de Información sobre Investigación Científica, Desarrollo Tecnológico e Innovación se integrará como una plataforma digital, que incluirá los estudios y las investigaciones destinadas a generar, difundir, divulgar, promover y fomentar la ciencia, el desarrollo tecnológico y la innovación en el Estado. 

ARTÍCULO 45.- Será un instrumento que articule la oferta y la demanda de servicios de ciencia y tecnología, de tal manera que coadyuve en la solución de los problemas y satisfacción de necesidades de la sociedad, el sector productivo y el propio gobierno; y apoye el fomento a la cultura científica, reforzando la conciencia de la sociedad sobre la importancia de la investigación y el conocimiento en la elevación del nivel de vida de todos los coahuilenses. 

ARTÍCULO 46.- El Sistema Estatal de Información estará a cargo del COECYT quien lo administrará  y actualizará, así mismo, en el ámbito de su competencia, el COECYT coadyuvará al CONACYT en la estrategia nacional que tiene como finalidad ampliar, consolidar y facilitar el acceso a la información científica, tecnológica y de innovación nacional e internacional a texto completo, en formatos digitales. 

ARTÍCULO 47.-  El Sistema Estatal de Información comprenderá datos relativos a los servicios técnicos para la modernización tecnológica, la normalización, la propiedad industrial, el desarrollo tecnológico y la innovación.

ARTÍCULO 48.- Las dependencias de la Administración Pública Estatal y Federal, Asociaciones Civiles, CI, IES, empresas científicas y tecnológicas públicas o privadas, colaborarán con el COECYT en la integración, conformación y operación del Sistema Estatal de Información de la siguiente manera:

a) Los municipios, IES, CI, personas físicas podrán convenir con los municipios, así como con las instituciones de educación superior públicas, su colaboración para la integración y actualización de dicho Sistema.

b) Las personas físicas o morales que reciban apoyo de cualquiera de los fondos establecidos en la presente Ley, proveerán la información necesaria que se les requiera, señalando aquélla que por derechos de propiedad intelectual o por alguna otra razón fundada deba reservarse.

c) Las empresas o agentes de los sectores productivo, educativo, público, social y privado que realicen actividades de investigación científica, desarrollo tecnológico e innovación podrán incorporarse voluntariamente al sistema integrado de información.

ARTÍCULO 49.- El Sistema Estatal de Información propiciará el apoyo de una nueva cultura de gobierno, fundada en la transparencia y la rendición de cuentas de sus acciones, así como fomentar la responsabilidad del COECYT, como coordinador del sector de ciencia y tecnología en el Estado de Coahuila, elevando al máximo posible el beneficio social y económico de los apoyos públicos. 

ARTÍCULO 50.- El Sistema Estatal de Información integrado de información estará conformado por una base de datos que contendra lo siguiente:

I. Las y los Investigadores del Estado de Coahuila:

a) Las y los Investigadores pertenecientes al SNI;
b) Las y los Investigadores del PRODEP;
c) Registro voluntario de las y los Investigadores y demás actores interesados, previa autorización del Comité Asesor en Innovación, Ciencia y Tecnología.
II. Becas de Posgrado al Extranjero:

a) Directorio de programas en el PNPC del Estado de Coahuila;
b) Padrón de beneficiarios de becas;
c) Convocatorias de becas de posgrado;
d) Beneficiarios de los programas, cátedras, repatriación, estancia post-doctoral y demás aplicables en el ámbito de la materia.
III. Propiedad Intelectual:

a) Cartera de Patentes, Modelos de Utilidad, Diseños Industriales, Derechos de Autor, Marcas, Patentes, Diseños Industriales,  Indicaciones Geográficas;
b) Requisitos, procedimientos y reglas de operación para trámites de Propiedad Intelectual;
c) Información sobre proyectos y programas de apoyo a la Propiedad Intelectual.
IV. Infraestructura destinada a Ciencia y Tecnología en el Estado

a) Directorio de laboratorios, CI e IES y los distintos servicios que ofrece;
b) Directorio de cuerpos académicos, redes de innovación cooperativa y grupos de investigación formalmente constituidos en Coahuila. 
V. Fuentes de Financiamiento:

a) Fondos estatales;
b) Fondos federales;
c) Fondos Sectoriales; 
d) Fondos Internacionales;
VI. Proyectos Apoyados  

a) Resumen de proyectos apoyados por Fondos Estatales;
b) Resumen de proyectos apoyados por Fondos Federales; 

c) Resumen de proyectos apoyados con recursos propios;
VII. Anuario de ciencia, tecnología e innovación.

Artículo 51.- El COECYT expedirá las bases de organización y funcionamiento del Sistema Integrado de Información Científica y Tecnológica, así como del registro y las reglas de operación de su comité asesor de innovación, ciencia y tecnología.

Dichas bases proveerán lo necesario para que el Sistema de Información así como su registro sean instrumentos efectivos que favorezcan la vinculación entre la investigación y sus formas de aplicación; asimismo que promuevan la modernización y la competitividad de los sectores productivos y de servicios.

Artículo 52.- La información contenida en el Sistema Estatal de Información será accesible al público en general, en términos de lo establecido por la Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de Coahuila, sin perjuicio de los derechos de propiedad intelectual y las reglas de confidencialidad que se establezcan entre el COECYT y quien provea de la información.

CAPÍTULO XI

De la Participación

ARTICULO 53.- El Gobierno del Estado promoverá la participación de los distintos sectores que integran la presente Ley, para ello, se apoyará en el COECYT, quien procurara garantizar el pleno derecho a la participación permanente en la definición de políticas públicas en materia de ciencia, tecnología e innovación.

ARTÍCULO 54.- El COECYT buscará en un plano de igualdad, la representación de la comunidad científica y tecnológica, procurará garantizar la participación permanente mediante los mecanismos, procesos o instrumentos que el propio COECYT considere pertinentes.

ARTÍCULO 55.- El COECYT tomará en cuenta la participación ciudadana para desarrollar las siguientes acciones:

I. Proponer las áreas y acciones prioritarias que demanden atención y apoyo en materia de investigación científica, desarrollo tecnológico e innovación, formación de las y los investigadores difusión del conocimiento científico y tecnológico y la cooperación técnica nacional;

II. Formulación de propuestas sobre políticas públicas de apoyo a la investigación científica, desarrollo tecnológico e innovación; y

III. Promover las medidas, estímulos fiscales, esquemas de financiamiento y facilidades administrativas que estimen necesarios para el  debido cumplimiento de la presente ley.

CAPÍTULO X

Del Acceso Abierto, Acceso a la Información Científica, Tecnológica y de Innovación y del Repositorio

ARTÍCULO 56.- El COECYT, en apego a los lineamientos que establezca el Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología, impulsará estrategias para democratizar la información científica, tecnológica y de innovación poniendo los alcances de los educando, educadores, académicos, las y los investigadores, científicos, tecnólogos y población en general el conocimiento universal.

Para tal efecto las estrategias que se impulsen tendrán como objetivo ampliar, consolidar y facilitar el acceso a la información científica, tecnológica y de innovación en el estado.

ARTÍCULO 57.- Las y los investigadores, tecnólogos, académicos, estudiantes de maestría, doctorado y posdoctorado cuya actividad de investigación sea financiada con recursos públicos estatales o que hayan utilizado infraestructura pública en su realización, por decisión personal y expresamente establecida, podrán autorizar el depósito de una copia de la versión final aceptada para publicar en el Sistema Estatal de Información.

Así mismo, las personas físicas o morales que reciban apoyo financieros de los fondos establecidos en la presente Ley, deberán proporcionar la información básica que se les requiera, señalando aquélla que, por derecho de propiedad industrial e intelectual, o por algún otro motivo fundado, deberá reservarse.

ARTICULO 58.- El acceso abierto y el acceso a la información Científica, Tecnológica y de Innovación, tienen como finalidad que el conocimiento universal se encuentre disponible, a texto completo y en formatos digitales para los educandos, educadores, académicos, las y los investigadores, científicos, tecnólogos y la población en general interesada en acceder al conocimiento universal.

ARTICULO 59.- Por Acceso Abierto se entenderá el acceso a través de una plataforma digital y sin requerimientos de suscripción, registro o pago, a las investigaciones, materiales educativos, académicos, científicos, tecnológicos y de innovación, sin perjuicio de las disposiciones en materia de patente, protección de la propiedad intelectual o industrial y derechos de autor, entre otras, así como de aquella información que, por razón de su naturaleza o decisión del autor, sea confidencial o reservada.

ARTICULO 60.- En materia de acceso abierto el COECYT, en apego a los lineamientos que establezca el CONACYT deberá:

I. Atender la normativa a nivel Nacional para acopiar, integrar, estandarizar, almacenar y difundir la información derivadas de investigaciones así como de material académico, científico, tecnológico y de innovación; y  

II. Desarrollar, coordinar, dirigir, administrar y establecer las políticas que regulen la seguridad y sostenibilidad, así como la gestión y preservación a largo plazo de los recursos de información. 

ARTÍCULO 61.-  Para el adecuado funcionamiento y desarrollo del Acceso a la Información Científica, Tecnológica y de Innovación de calidad, el COECYT, en apego a los lineamientos que establezca el CONACYT deberá:

I. Promover y mantener la actualización de los recursos de información científica y tecnológica publicada;

II. Simplificar los procesos administrativos para adquirir bases de datos y colecciones de información científica y tecnológica en formato digital;

III. Promover la operación y uso de bases de datos de publicaciones electrónicas en las IES y CI;

IV. Impulsar la aplicación de la cobertura temática en las publicaciones científicas y tecnológicas que se encuentran disponibles a los usuarios, mediante el uso colectivo de las colecciones; y

V. Con el apoyo y seguimiento de las IES y los CI, promover la capacitación continua a los usuarios con la finalidad de que aprovechen plenamente la información científica, tecnológica y de información contenida en los respectivos acervos.

CAPÍTULO XI

Del Premio Estatal de Ciencia, Tecnología e Innovación de Coahuila

ARTÍCULO 62.- Se instituye la medalla “Mérito a la Ciencia, Tecnología e Innovación-Coahuila” con el objeto de reconocer y estimular la investigación científica, el desarrollo tecnológico y la innovación, realizada de manera individual o colectiva por científicos, tecnólogos y las y los investigadores  coahuilenses o que radiquen en el Estado y cuyo trabajo en estos campos se haga acreedor de tal distinción.

La medalla llevará grabado en su anverso el Escudo del Estado de Coahuila y en su entorno la leyenda “Mérito a la Ciencia, Tecnología e Innovación-Coahuila”. El reverso contendrá el nombre del galardonado y el año que corresponde a la premiación.

ARTÍCULO 63.- El Premio Estatal será concedido por un jurado expresamente constituido para tal efecto, bajo las bases y términos que señale el Reglamento y convocatoria emitidos por el COECYT, y será entregado por el Ejecutivo del Estado.

El premio será concedido por un jurado expresamente constituido para tal fin, el cuál se integrará por distinguidos científicos, tecnólogos e investigadoras e investigadores cuya designación será ratificada por la Junta de Gobierno del COECYT, bajo las bases y términos que señale el Reglamento respectivo. 

CAPÍTULO XII

Del Consejo Estatal de Ciencia y Tecnología de Coahuila

SECCION I 

Disposiciones Generales

ARTÍCULO 64.- Para efectos de la presente Ley y con la finalidad de aplicar y vigilar las disposiciones que de ella se deriven, se crea el Consejo Estatal de Ciencia y Tecnología del Estado de Coahuila (COECYT) como organismo público descentralizado de la Administración Pública Estatal, con personalidad jurídica y patrimonio propios, con domicilio en la capital del Estado, sin perjuicio de que pueda establecer en el estados las oficinas que estime necesarias para la realización de sus actividades.

ARTÍCULO 65.- EL COECYT tiene por objeto impulsar, promover y desarrollar las acciones públicas y privadas relacionadas con la investigación, innovación científica, tecnológica y educativa, el emprendimiento empresarial y social, la protección de la propiedad intelectual, el desarrollo y transferencia de conocimientos tecnológicos de la Entidad.

ARTÍCULO 66.- Para el cumplimiento de su objeto el COECYT tendrá las atribuciones siguientes:

I. Apoyar la investigación científica y tecnológica, el desarrollo tecnológico y la innovación en el estado mediante el impulso de proyectos de investigación y desarrollo;

II. Elaborar programas indicativos de investigación científica y tecnológica vinculados a los objetivos estatales, regionales y nacionales de desarrollo económico y social, procurando la más amplia participación de la comunidad científica, así como la cooperación de dependencias y entidades gubernamentales, instituciones de educación superior públicas y privadas, y de usuarios de la investigación;

III. Fomentar programas de intercambio de docentes, investigadoras e investigadores y técnicos nacionales y extranjeros a través de los convenios que para tal efecto celebre, así como establecer comunicación con el personal de los becarios mexicanos que se encuentren en el extranjero;

IV. Promover dentro de los CI, IES públicas y privadas y el estado, a los usuarios de investigación, así como fomentar áreas comunes de investigación y programas interdisciplinarios, participando en la formación y capacitación de investigadores;

V. Promover las publicaciones científicas y fomentar la difusión sistemática de los trabajos y proyectos realizados por los investigadores estatales, a través de los medios idóneos que para tal efecto se determinen;

VI. Gestionar apoyos económicos y materiales ante las distintas instancias públicas y privadas que le permitan apoyar de manera creciente las actividades de ciencia, tecnología e innovación en los términos de esta Ley;

VII. Elaborar programas de investigación científica y tecnológica, vinculados a los objetivos nacionales y estatales de desarrollo, procurando la mas amplia participación de la comunidad, así como la cooperación de entidades gubernamentales, IES y CI;

VIII.  Otorgar estímulos económicos y reconocimientos al mérito estatal de investigación tanto a instituciones, como a investigadores que se distingan por su desempeño relevante en la materia;

IX. Establecer las bases conforme a las cuales el gobierno del estado deba celebrar convenios de coordinación o colaboración en materia de investigación, ciencia, tecnología e innovación con los sectores público, privado, educativo y productivo;

X. Formular y mantener actualizado un inventario y un sistema estatal de información científica de recursos humanos, materiales, organizativos y financieros destinados a la investigación científica y al desarrollo tecnológico en la entidad;

XI. Regular la aplicación de recursos destinados para el financiamiento de la investigación científica, desarrollo tecnológico e innovación;

XII. Fungir como órgano promotor en la relaciones con instituciones de investigación científica, técnica, de generación y de transferencia de tecnología, para asegurar la permanente actualización de las estructuras científicas, tecnológicas del estado;

XIII.  Otorgar estímulos económicos y reconocimientos al merito estatal de investigación tanto de instituciones, como de investigadores que se distingan por su desempeño relevante en la materia;

XIV. Elaborar y actualizar el Sistema de investigación científica de desarrollo tecnológico e innovación de Coahuila;

XV. Promover las publicaciones científicas y fomentar la difusión sistemática de los trabajos y proyectos realizados por las investigadoras e investigadores estatales, a través de los medios idóneos para tal efecto se determinen;

XVI.  Asesorar y orientar a las instituciones educativas estatales que lo soliciten respecto al establecimiento de programas de investigación y desarrollo tecnológico como formulación de planes de estudio, intercambio de investigadoras e investigadores, otorgamiento becas, sistema de información y documentación, así como servicios de apoyo para la especialización, capacitación y formación de técnicos de investigadores e investigadoras;

XVII. Establecer vínculos de coordinación con el consejo nacional y los consejos estatales de ciencia y tecnología, para el intercambio de información, conocimientos, programas y acciones que se estén desarrollando;

XVIII. Asesorar al gobierno del Estado, municipios, CI, IES, así como personas físicas o morales que lo soliciten,  sobre asuntos relacionados con  la ciencia, tecnología e innovación; y

XIX. Las demás que sean necesarias para el cumplimiento de su objeto y aquellas que le confiera la presente Ley y otras disposiciones aplicables.

SECCION II

Del Patrimonio 

ARTÍCULO 67.- El patrimonio del COECYT se integrara con:

I. Los bienes muebles e inmuebles que el gobierno Federal, Estatal y Municipal, instituciones públicas o privadas y los particulares le aporten para el cumplimiento de su objeto;

II.  Los ingresos que perciba como resultado de las actividades que realice en cumplimiento de sus objetivos o que pueda obtener por cualquier otro medio legal;

III. Los recursos que se le asignen en el presupuesto de egresos del gobierno del estado;

IV. Los acervos científicos, tecnológicos y de innovación que constituye el consejo, así como los estudios, investigaciones y proyectos propiedad del mismo las utilidades, productos financieros y rendimientos de sus bienes;

V. Los recursos obtenidos por la aplicación de sanciones económicas derivadas de infracciones cometidas por los sujetos del régimen sancionador electoral considerandos en el Libro Quinto del Código Electoral del Estado vigente;

VI. Las donaciones, herencias, legados y subsidios y demás aportaciones permanentes, periódicas o eventuales que reciban del gobierno Federal, Estatal y Municipal y los fideicomisos en los que se les señale como fideicomisario; y

VII. Otras actividades específicas que le generen ingresos. 

SECCION III

De la Administración y Dirección del COECYT

ARTÍCULO 68.- Para el cumplimiento de sus objetivos y el desempeño de sus funciones, la dirección y administración del COECYT estará a cargo de:

I. Una Junta de Gobierno; 

II. Un Director General; y 

III. La Estructura Administrativa que establezca su Reglamento Interior.

ARTÍCULO 69.- La Junta de Gobierno será el órgano superior del COECYT y se integrará de la siguiente manera:

I. Una presidencia, a cargo de quien ocupe la titularidad de la Secretaria de Educación del Estado;

II. Una Secretaría Técnica, a cargo de quien ocupe la titularidad de la Dirección General del COECYT;

III. Vocales, que no serán menos de cinco ni más de diez  y que representarán previa invitación del titular del Ejecutivo al Estado a :

a) Las IES en el Estado, que realicen actividades relacionadas con la ciencia, tecnología e innovación;

b) Los CI que se encuentren en el Estado y abarquen los principales campos del conocimiento científico, tecnológico, social y humanístico.

c) Las representaciones de Dependencias y Entidades de la Administración Pública Federal en la entidad, cuyas atribuciones se relacionen con la investigación científica, desarrollo tecnológico e innovación;

d) La representación del  Comité Asesor en Innovación, Ciencia y Tecnología cuyas funciones se encuentran establecidas en la presente Ley;

e) Las Dependencias y Entidades de la Administración Pública Estatal que lleven a cabo funciones relacionadas con el objeto del COECYT; y

f) Las áreas del sector privado y social representadas por empresarios, investigadoras e investigadores de vasta experiencia y reconocida trayectoria en el ámbito de la ciencia, tecnología e innovación.

IV. Una Comisaria, a cargo de quien ocupe la titularidad de la Secretaria de Fiscalización y Rendición de Cuentas; 

Todos los miembros de la Junta de Gobierno tendrán derecho a voz y voto, con excepción del Secretario Técnico  y del Comisario quienes solo tendrán derecho a voz. Así mismo, cada uno de los miembros de la Junta de Gobierno designará en caso de ausencia a un suplente, que pertenezca al área o sector que represente.

Los cargos de la Junta de Gobierno serán de carácter honoríficos, por lo que quienes lo desempeñan no percibirán  remuneración alguna; y la permanencia en el cargo será de dos años, y podrán ser removidos previa solicitud de quien ocupe la  Secretaria Técnica.

ARTICULO 70.- La Junta de Gobierno llevará a cabo sesiones ordinarias de manera trimestral, y celebrará sesiones extraordinarias indicado la justificación o asunto especifico que las motive.

ARTICULO 71.- La Junta de Gobierno tendrá las atribuciones siguientes:

I. Proponer las políticas estatales en materia de Ciencia, Tecnología e Innovación para el impulsar el desarrollo del Estado;

II. Establecer la directrices generales para la eficaz funcionamiento del COECYT;

III. Aprobar los convenios y contratos que la Dirección General considere someter a votación de la Junta de Gobierno para el cumplimiento de su objeto;

IV. Presentar para su análisis y aprobación en su caso, el  anteproyecto del presupuesto anual de ingresos y egresos;

V. Expedir el Estatuto Orgánico, Reglamento Interior, Manuales Administrativos así como las demás disposiciones que se requieran para el adecuado funcionamiento del COECYT;

VI. Solicitar el apoyo del Comité asesor en Innovación, Ciencia y Tecnología cuando se presenten asuntos que requieran de un análisis de carácter especial y especifico, cuando así lo determine la Junta de Gobierno; 

VII. Establecer las políticas generales y aprobar los planes y el Programa Anual de Trabajo del COECYT, los cuales deberán estar apegados a lo establecido en las políticas públicas y programas sectoriales, de carácter Federal y Estatal;

VIII. Otorgar a quien ocupe la Dirección General, poderes especiales o  generales para pleitos y cobranzas, actos de administración, suscripción para títulos de crédito, actos de administración en materia laboral y poder para sustituir o delegar parcial o totalmente sus facultades;

IX. Aprobar los estados financieros y la cuenta pública anual de COECYT;

X. Aprobar las adecuaciones presupuestales a los programas del COECYT, que no impliquen la afectación de su monto total autorizado ni el cumplimiento de los objetivos y metas correspondientes;

XI. Decidir con base en la normatividad aplicable, el uso y destino de recursos propios;

ARTÍCULO 72.- Quien ocupe la presidencia de la Junta de Gobierno tendrá las siguientes facultades:

I. Convocar a través de la Secretaria Técnica de la Junta de Gobierno, a los miembros del mismo a las sesiones tanto ordinarias como extraordinarias; 

II. Dirigir las sesiones de la Junta de Gobierno y declarar resueltos los asuntos en el sentido de las votaciones;

III. Suscribir en coordinación con la Secretaria Técnica y de los miembros de la Junta de Gobierno y los asistentes a las sesiones, las actas que se levanten de las mismas;

IV. Nombrar y remover a los integrantes de la Junta de Gobierno a petición de quien ocupe la Secretaría Técnica, cuando este tenga razones fundadas y motivas;

V. Resolver, bajo su más estricta responsabilidad, aquellos asuntos de los que deba conocer la Junta de Gobierno que no admita demora debido a su urgencia, caso fortuito o fuerza mayor. En estos casos deberá reunirse la Junta de Gobierno a la brevedad, a fin de adoptar medidas procedentes;

VI. Someter a la probación de la Junta de Gobierno, los lineamientos de operación del Sistema Estatal de Información sobre Innovación, Ciencia y Tecnología; y

VII. Vigilar la ejecución de los acuerdos de la Junta de Gobierno con el apoyo de la Secretaria Técnica de la misma.

ARTÍCULO 73.-Quien ocupe la Secretaria Técnica de la Junta de Gobierno, tendrá las siguientes facultades:

I. Asistir a todas y cada uno de las sesiones de la Junta de Gobierno, contando con voz pero sin voto;

II. Convocar a cada sesión, a los integrante de la Junta de Gobierno previa autorización de quien ocupe la Presidencia;

III. Presentar el calendario de sesiones de la Junta de Gobierno;

IV. Presentar ante la Junta de Gobierno todo aquello que de cumplimiento al objeto de la presente Ley; 

V. Dar seguimiento a los acuerdos y medidas adoptadas por la Junta de Gobierno en el ámbito de su competencia;

VI. Levantar las actas de las sesiones de la Junta de Gobierno, firmándolas conjuntamente con quien sea titular de la presidencia y de los miembros que asistieren a ellas;

VII. Atender las solicitudes del Comité Asesor en innovación, ciencia y Tecnología en el desarrollo de sus actividades y coadyuvar sus actividades; y

VIII. Las demás que le encomiende la Junta de Gobierno y la presidencia de la misma.

ARTÍCULO 74.- Los vocales tendrán las siguientes facultades:

I. Asistir a las sesiones de la Junta de Gobierno a las que se les convoque;

II. Proponer a quien ocupe la Presidencia de la Junta de Gobierno, por conducto de la Secretaria Técnica de la misma, los asuntos que consideren pudieran formar parte del orden del día;

III. Discutir y en su caso aprobar todo aquello que sea presentado por quien ocupe la Presidencia o en su caso por la Secretaria Técnica, dentro de las sesiones ordinarias y extraordinarias que celebre la Junta de Gobierno;

IV. Suscribir las actas de la sesiones que asistieren;

V. Participar en las Comisiones que llegaran a surgir para el seguimiento y cumplimiento de algún asunto o acuerdo en especifico que le sean asignadas por la Junta de Gobierno;

VI. Aplicar y vigilar la debida observancia de esta ley reglamento interno y demás ordenamientos legales aplicables; y

VII. Las demás que les confiera la presente Ley y les asigne el Presidente de la Junta de Gobierno con base en las  disposiciones legales aplicables.

ARTICULO 75.- Para la vigilancia y supervisión de la entidad paraestatal, la misma contará con una Comisaría, cuyo titular será designado por la secretaria de fiscalización y rendición de cuentas en los términos de las disposiciones aplicables.

ARTÍCULO 76.- Son atribuciones de quien ocupe la comisaría las siguientes:

I. Vigilar que la administración de los recursos que integran el patrimonio del COECYT, se realice de acuerdo con lo que disponga la ley, los programas y las directrices aprobados;

II. Practicar auditorias a los estados financieros y las de carácter administrativo al termino del ejercicio, o antes si así lo considera conveniente la Junta de Gobierno o quien ocupe la Dirección General;

III. Entregar al COECYT el dictamen trimestral y anual, realizado por el despacho externo a solicitud de Secretaria de Fiscalización y Rendición de Cuentas, para dar el cumplimiento a lo establecido en la Ley de Entidades Paraestatales y Ley de Rendición de Cuentas y Fiscalización Superior para el Estado de Coahuila;

IV. Asistir con voz pero sin voto, a todas las sesiones de la Junta de Gobierno, supervisar en cualquier tiempo y forma las operaciones del COECYT; y

V. Las demás que le confiere esta Ley y otras disposiciones legales aplicables.

ARTÍCULO 77.- Las sesiones de la Junta de Gobierno serán validas cuando el quórum se integre con la mitad mas uno de sus miembros, siempre que estuviere presente el titular de la presidencia o a quien asigne legalmente como suplente.

Las votaciones de la Junta de Gobierno se tomarán por mayoría de votos de sus integrantes presentes, quien ocupe la presidencia de la misma tendrá voto de calidad en caso de empate. 

SECCION IV

De La Dirección General

ARTÍCULO 78.- Quien ocupe la Dirección General del COECYT, tendrá las atribuciones siguientes:

I. Dirigir, administrar y coordinar el desarrollo de las actividades técnicas y administrativas del COECYT y dictar los acuerdos tendientes a dicho fin;

II. Conducir  y vigilar el adecuado funcionamiento de los programas de trabajo del COECYT;  

III. Dar cumplimiento  de las disposiciones y acuerdos que normen la estructura y funcionamiento del COECYT;

IV. Ejercer el presupuesto de egresos aprobado por la Junta de Gobierno, en apego a las disposiciones aplicables en materia de Fiscalización y  Rendición de Cuentas, Contabilidad Gubernamental y demás disposiciones legales aplicables;

V. Nombrar y remover  a quienes ocupen las coordinaciones y unidades administrativas que integren el COECYT, así mismo vigilar  el debido funcionamiento de las mismas;

VI. Presentar  ante  la Junta de Gobierno un informe anual de las actividades realizadas por el COECYT en el ejercicio anterior, acompañado de un balance general contable y los demás datos financieros que sean necesarios;

VII. Establecer  los mecanismos de coordinación institucional con el Gobierno Federal, Estatal y Municipal, centros de investigación, IES y los usuarios para el adecuado funcionamiento del COECYT;

VIII. Aplicar al personal que integra el COECYT, en el ámbito de su competencia, las sanciones y procedimientos administrativos que resulten  del incumplimiento  a las disposiciones bajo las cuales se rigen;

IX. Celebrar con el Instituto Electoral de Coahuila los convenios de colaboración y/o coordinación necesarios para dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 277, numeral 4, del Código Electoral para el Estado de Coahuila de Zaragoza; así como en lo establecido en el acuerdo IEC/CG/047/2016, emitido por el Consejo General de dicho Instituto;

X. Asistir a las sesiones de la Junta de Gobierno, en los términos previstos por esta ley y demás disposiciones aplicables;
XI. Celebrar contratos, convenios de colaboración y/o coordinación, con las distintas entidades de la administración pública estatal y federal,  así como con organismos del sector privado y social, que fueren necesarios para el adecuado cumplimiento del objeto del COECYT;

XII. Celebrar los contratos de prestación de servicios que fueren necesarios para el debido cumplimiento del objeto del COECYT, con personas físicas y morales, ya sea como cliente o como prestador;

XIII. Asistir a las sesiones ordinarias y en su caso extraordinario a las que le sean convocado por la  REDNACECYT y por la CNCTI;

XIV. Ejercer las atribuciones que le confieren esta Ley, sus normas y estatutos, si como promover y vigilar su aplicación entre las instituciones y personas relacionadas con su cumplimiento;

XV. Instrumentar los programas de capacitación, especialización y actualización en materia de ciencia tecnología e innovación;

XVI. Organizar y administrar lo relativo al acceso abierto, acceso a la información científica, tecnológica y de innovación y de repositorio;

XVII. Fungir como titular de la Secretaria Técnica dentro de la Junta de Gobierno del COECYT;

XVIII. Presentar las modificaciones que se requieran a los instrumentos jurídicos aplicables a la materia, para mantenerlo actualizados previa aprobación de la Junta de Gobierno; y 

XIX. Las demás que le confiera la Junta de Gobierno, la presente Ley y otras disposiciones aplicables.

SECCION V

Del Comité Asesor en Innovación, Ciencia y Tecnología

ARTICULO 79.- Se crea el Comité Asesor en Innovación, Ciencia y Tecnología, como el órgano de participación de la comunidad científica y tecnológica y de los agentes económicos y sociales en los asuntos relacionados con la ciencia, la tecnología y la innovación, el cuál fungirá como órgano especializado de apoyo de la Junta de Gobierno el cuál  recibirá opiniones, realizara consultas y generar propuestas que le determine dicha Junta.

ARTICULO 80.- El comité comprenderá un mínimo de cinco y un máximo de diez integrantes, los cuales pertenecerán al sector académico preferentemente pertenecientes al SNI, sector productivo y empresarial quienes deberán contar con probada experiencia y visión en la innovación.

Todos los cargos del comité asesor a que se refiere el presente artículo, serán honoríficos, por lo que sus titulares no recibirán emolumento alguno por su desempeño.

ARTICULO 81.- El Comité Asesor en Innovación, Ciencia y Tecnología sesionará a petición de la Junta de Gobierno a previa solicitud por parte de quien ocupe la Dirección General del COECYT, al menos dos veces al año y podrán celebrarse sesiones extraordinarias cada vez que el Presidente lo estime conveniente o a petición de una tercera parte del total de los integrantes del comité.

ARTICULO 82.- Podrán acudir a la sesiones del comité, con el carácter de invitados especiales otras personas, instituciones, cámaras u organizaciones que por su importancia en la incursión en el campo de la innovación, ciencia y tecnología, se considere útil su participación.

ARTÍCULO 83.-El Comité Asesor tendrá las atribuciones siguientes: 

I. Formular recomendaciones específicas para la mejora continua de la calidad de los programas y para la coordinación y funcionamiento del Sistema de Información sobre Investigación, Desarrollo Tecnológico e Innovación del Estado de Coahuila de Zaragoza; 

II. Expedir los lineamientos bajo los cuales se regirá el Sistema de Información sobre Investigación, Desarrollo Tecnológico e Innovación del Estado de Coahuila de Zaragoza;

III. Emitir la convocatoria y lineamientos bajo los cuales se regirá el Premio Estatal de Ciencia, Tecnología e Innovación de Coahuila de Zaragoza;

IV. Apoyar como órgano consultivo a la Junta de Gobierno, cuando ésta lo considere necesario;

V. Apoyar al COECYT en la planeación estratégica anual;

VI. Participar en la elaboración de un comunicado anual de los indicadores de ciencia;

VII.  Participar en la generación de propuestas para el fomento de las actividades en ciencia, tecnología e innovación;

VIII.  Participar en el desarrollo de actividades de fomento a la cultura científica;

IX. Emitir recomendaciones acerca de las políticas en materia de ciencia, tecnología e innovación;

X. Asesorar al COECYT, en la formulación de los planes estratégicos del Sistema de Información sobre investigación, desarrollo tecnológico e innovación del estado de Coahuila de Zaragoza;

XI. Emitir opiniones sobre el cumplimiento de los objetivos y funcionamiento del Sistema de  Información sobre Investigación, Desarrollo tecnológico e Innovación del Estado de Coahuila  de Zaragoza;

XII. Emitir opinión sobre las solicitudes de incorporación y permanencia en el Sistema de  Información sobre Investigación, Desarrollo tecnológico e Innovación del Estado de Coahuila de Zaragoza, de instituciones de educación superior, centros de investigación y empresas; y personas físicas con carácter de investigación; y

XIII.  Las demás atribuciones que la Junta de Gobierno recomiende y que no se oponga a lo establecido en el objeto del Sistema de Información sobre Investigación, Desarrollo tecnológico e Innovación del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

SECCION VI

De Las Relaciones Labores

ARTÍCULO 84.- Las relaciones laborales entre el Consejo y sus trabajadores, se regirán por lo dispuesto en el Apartado “B”, del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y a las disposiciones del Estatuto Jurídico para los Trabajadores al Servicio del Estado de Coahuila.

TRANSITORIOS

Artículo Primero. Este Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Artículo Segundo. Se abroga la Ley que crea el Consejo Estatal de Ciencia y Tecnología y el Fomento a la Investigación Científica y el Desarrollo Tecnológico del Estado de Coahuila, publicada en el Periódico Oficial del Estado el 22 de octubre de 2002.

Artículo Tercero. Dentro de los seis meses siguientes a la entrada en vigor de este Decreto, el COECYT expedirá las bases de organización y funcionamiento del Sistema Estatal de Información sobre Investigación Científica, Desarrollo Tecnológico e Innovación, el Programa Especial de Innovación, Ciencia y Tecnología y su Estatuto Orgánico.

Artículo Cuarto. El Reglamento Interior del COECYT, deberá ser expedido dentro de los noventa días hábiles siguientes a la publicación del presente Decreto.

Artículo Quinto. Los recursos humanos, financieros y materiales asignados y destinados a la fecha en que entre en vigor el presente Decreto, al COECYT, creado mediante el mismo, se reasignarán  y pasarán a formar parte del COECYT que se crea mediante esta Ley.

Los derechos que hubieren adquirido los trabajadores que se reasignan, serán respetados en todo sus términos.

Artículo Sexto. En la Primera Sesión Ordinaria de la Junta de Gobierno del COECYT se tomarán todos los acuerdos necesarios para el debido funcionamiento del propio COECYT.

El acta que derive de dicha Sesión Ordinaria, deberá ser publicada en el Periódico Oficial del Estado.

Artículo Séptimo. Los convenios, contratos y demás actos jurídicos que el COECYT haya celebrado con anterioridad a la entrada en vigor del presente Decreto, deberán ser ratificados por la Junta de Gobierno del COECYT, sustituyéndolo en el cumplimiento de las obligaciones y el ejercicio de derechos que de ellos derive.

Sala de Comisiones Luis Donaldo Colosio Murrieta, en la Ciudad de Saltillo, Coahuila a los 20 días del mes de junio de 2017.

Así lo acuerda los diputados integrantes de la Comisión de Ciencia y Tecnología del H. Congreso del Estado de Coahuila.

POR LA COMISION DE  CIENCIA Y TECNOLOGÍA

DIP. YOLANDA OLGA ACUÑA CONTRERAS

COORDINADORA

DIP. JULIAN EDUARDO MEDRANO AGUIRRE
  DIP.VERÓNICA MARTÍNEZ  GARCIA

SECRETARIO

DIP. LEONARDO JIMENEZ CAMACHO

  DIP. LEONEL CONTRERAS PÁMANES
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